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PRESENTACIÓN

Este libro surge de la elaboración de un estado de la cuestión y un balance ana-
lítico, cuyo objetivo era servir de insumo y apoyo para la formulación de una 
política pública de educación inclusiva para Bogotá. Los autores y autoras no 
solo dan cuenta de la producción académica en torno a la temática, sino que 
entran en el campo de la conceptualización y se posicionan frente a ella, desde 
una mirada que tiene en cuenta el contexto educativo colombiano.

En la primera parte, se abordan los conceptos de exclusión, inclusión y 
educación inclusiva desde los aportes de las publicaciones académicas, a partir 
de la revisión de bases de datos en inglés, portugués y castellano, así como de 
algunas publicaciones en francés y en alemán. Si bien se explora el surgimien-
to del concepto de exclusión desde la década de 1970, la revisión se centra en la 
producción académica realizada en el siglo xxi. El acudir al campo académi-
co es de vital importancia en este caso, pues la terminología y la conceptua-
lización adoptadas por las políticas internacionales y nacionales se han nutrido 
especialmente de la academia; esta, a su vez, ha estado atenta a incluir en sus re-
flexiones los debates promovidos por los movimientos de los derechos civiles 
y de los derechos humanos, así como las evaluaciones de los impactos deseados 
y no deseados de las políticas de inclusión.

En segundo lugar, se recogen los planteamientos de los organismos interna-
cionales y multilaterales en torno a la inclusión educativa, desde una perspectiva 
cronológica, mostrando sus transformaciones. Las políticas internacionales tienen 
gran impacto en Colombia, pues esta ha firmado y ratificado la mayoría de las 
declaraciones y acuerdos que se han producido sobre este tema desde 1948.
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En tercer lugar, se describen las políticas nacionales y experiencias en in-
clusión educativa de algunos países, a partir de las publicaciones en revistas 
académicas internacionales recientes.

En cuarto lugar, se presenta la normativa vigente en Colombia relacionada 
con la inclusión educativa y los programas que se han impulsado recientemente 
con este fin, especialmente, desde el Ministerio de Educación. Esta sección se 
cierra, en general, con una revisión de la normativa distrital y una breve descrip-
ción de los programas que adelanta la administración distrital de Bogotá, que 
tiene una trayectoria importante en este sentido.

En una segunda sección, se aborda la educación inclusiva desde un enfoque 
diferencial, es decir, mostrando las especificidades para cada una de las poblacio-
nes consideradas en la política pública distrital: grupos étnicos, población lgtbi, 
población con discapacidad, primera infancia, población en situación de desplaza-
miento y víctimas de la guerra. Para ello, se sigue un esquema similar a la primera 
sección: conceptualización, políticas y experiencias internacionales, normativa 
vigente y políticas nacionales y distritales.

De esta forma, se espera que las administraciones y los actores interesados 
en la política pública y en la práctica de la educación inclusiva puedan contar 
con una revisión amplia y actualizada de la literatura académica, una concep-
tualización que muestre la complejidad y multidimensionalidad de la temática, 
y un balance exhaustivo y comprensivo de las políticas internacionales y de la 
normativa vigente aplicable en Colombia a finales de 2016, especialmente, en 
el Distrito Especial de Bogotá.

A diferencia de la mayoría de publicaciones y documentos de política consul-
tados, este no solo aborda la educación inclusiva en general, sino las especifici-
dades que supone un enfoque diferencial. De igual forma, el documento muestra 
los vacíos e incongruencias que existen en la normativa vigente, como resultado 
de los diversos cambios en la conceptualización de las políticas de educación 
inclusiva en los últimos 20 años, en los ámbitos internacional y nacional. Este 
ejercicio analítico será de gran ayuda a la hora de configurar la reglamentación 
y la puesta en práctica en el nivel local que exige la legislación nacional.

Los autores y autoras agradecen la disponibilidad y colaboración de las 
directivas, funcionarias y funcionarios de la Secretaría de Educación del 
Distrito (sed), quienes proporcionaron materiales de invaluable ayuda para 
la elaboración del documento y que permitieron que éste recoja los avances 
realizados por la administración y por el estado colombiano en años ante-
riores. La sed de Bogotá también financió este trabajo a través del Convenio 
Interadministrativo con la Universidad Nacional de Colombia ―Facultad de 
Medicina― 3947 de 2016.

En la redacción, participó un amplio equipo de profesionales, expertos 
y estudiantes de la Universidad Nacional de Colombia. La escritura partió 
de unas orientaciones generales ―conceptuales y metodológicas― aportadas 
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por el coordinador de la redacción del documento, profesor Carlos Miñana 
Blasco, y por la directora del Convenio Interadministrativo con la Secretaría 
de Educación del Distrito, profesora Marisol Moreno Angarita. Los expertos 
y colaboradores redactaron unos primeros borradores que sirvieron para la 
realización de una serie de seminarios y encuentros académicos durante 
2016, los cuales facilitaron la interseccionalidad y la interdisciplinariedad de 
las miradas. El documento final reconoce las aportaciones y la autoría de cada 
experto o colaborador de cada una de las secciones, pero la articulación de 
todo el libro, el enfoque y la responsabilidad académica estuvo a cargo de los 
profesores Miñana y Moreno con la valiosa colaboración de Tatiana Herrera 
Rodríguez. Ellos, también, fueron responsables directos de la autoría de va-
rios de los capítulos.

Una vez concluido este trabajo, en el 2017, el Ministerio de Educación 
Nacional expidió el Decreto 1421 «por el cual se reglamenta en el marco de la 
educación inclusiva la atención educativa a la población con discapacidad en 
todo el territorio Nacional». No obstante, su pertinencia para la garantía del 
derecho a la educación, por parte de los estudiantes con discapacidad, lamen-
tablemente, continúa reforzando el enfoque poblacional focalizado. En las 
conclusiones y anexos, se comentará brevemente cómo se sitúa dicho decreto, 
en el marco de la educación inclusiva.

LOS EDITORES
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CAPÍTULO 1
CONCEPTUALIZACIÓN DE LA 
EDUCACIÓN INCLUSIVA

Carlos Miñana Blasco 
Marisol Moreno Angarita 
Tatiana Herrera Rodríguez

Este primer capítulo presenta una síntesis de la conceptualización que se ha 
realizado, desde el mundo académico, sobre el concepto de inclusión y su uso 
en el ámbito educativo, mostrando sus transformaciones hasta llegar el actual 
concepto de educación inclusiva. Es importante partir de la conceptualización 
académica, pues la terminología adoptada por los organismos internacionales 
y por las legislaciones de los diferentes países, entre ellos Colombia, ha sido 
tomada en la mayoría de las ocasiones de los aportes de la academia. Esta, a su 
vez, ha estado muy atenta a incorporar en sus conceptos las reivindicaciones 
de determinados grupos poblacionales, así como las evaluaciones serias de los 
impactos de las políticas públicas en dichos grupos.

EXCLUSIÓN E INCLUSIÓN SOCIAL
Para poder comprender la inclusión como concepto y, más específicamente, la 
inclusión en la educación, es necesario abordar, en primer lugar, el concepto de 
exclusión social, en tanto que la inclusión y la exclusión se han comprendido 
como fenómenos interdependientes. Aunque varias han sido las críticas que 
se han hecho al uso del binomio inclusión-exclusión (Mascareño y Carva-
jal, 2015), para efectos analíticos, en el presente documento trataremos estas 
categorías por separado para comprender su desarrollo en la academia y las 
políticas públicas.
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Exclusión social

En el terreno conceptual, la tradición sociológica ha estudiado y propuesto 
definiciones para la inclusión y la exclusión, y ha generado debates que han 
conducido a transformaciones en el ámbito político a través de la implemen-
tación de políticas públicas (Mascareño y Carvajal, 2015). La sociología se 
encargó desde el siglo xix de abordar el estudio de los grupos marginados y 
los sujetos que se salían de la norma. Sin embargo, fue a partir de la década 
del 60, siglo xx, que en Francia se acuñó el concepto de exclusión para hacer 
referencia a las personas en condiciones de marginalidad con el informe del 
Comisario General del Plan, Pierre Massé. En 1974, René Lenoir, secretario 
de Estado para la Acción Social del gobierno gaullista, publicó el libro titulado 
Les exclus: Un français sur dix ―Los excluidos: un francés de cada diez―, en 
el cual presenta una lista de sectores vulnerables y grupos marginados a causa 
del crecimiento económico, la urbanización y la modernización de la socie-
dad (Rojas, 2012, pp.5-6). No obstante, Lenoir no va desarrollar el concepto 
ni lo va a usar en su libro, aunque el título va a tener un gran impacto en los 
debates de la política pública1.

A partir de la década de 1980, este concepto se aplicó a diversas categorías 
de desventaja social. Con el impulso de Jacques Delors, el concepto de exclu-
sión social ganó un rango privilegiado en la Comunidad Europea reemplazando 
el concepto de pobreza e iniciando una expansión a través de sus estados miem-
bros y organismos internacionales como Organización de las Naciones Unidas 
(onu), Organización Internacional del Trabajo (oit) y el Banco Mundial (Rojas, 
2012). No obstante, el uso del concepto en la Comunidad Europea tuvo un 
cambio sutil, donde la acepción francesa se combinó con la noción inglesa, 
según la cual la exclusión estaba dada por la privación material y los derechos 
a la ciudadanía (Rojas, 2012, p.9). Posteriormente, el concepto fue adoptado 
por la Comunidad Europea para promover la integración social (Jiménez et 
al., 2009; Garrido, 2012). Contrario fue el recorrido del concepto en Estados 
Unidos, Asia, África y América Latina, donde la categoría de pobreza ha sido 
el mayormente abordado (Rojas, 2012).

1	 El término exclusión parece haber aparecido por primera vez en su sentido actual en 1964, utilizado 
por Pierre Massé en Les Dividendes du progres –Los dividendos del progreso-. Michel Foucault lo 
había utilizado desde principios de la década del 60. En 1961, declaró, en una entrevista para Le 
Monde (…) que «en la Edad Media, la exclusión afectaba a los leprosos, a los herejes» (Boltanski y 
Chiapello 2002, p.445). «El término exclusión, prácticamente inexistente de 1975 a 1986, se utiliza-
ba abundantemente al final de la década aunque desembarazado de todos sus calificativos (social, 
económica, escolar, etc.) (…) Si hasta 1983 se hablaba más de los excluidos que de la exclusión, esta 
proporción terminó invirtiéndose (…) En lo sucesivo, el término exclusión se utilizará para compren-
der bajo un mismo vocablo no solamente a quienes padecen una desventaja, sino también a todas 
las víctimas de la nueva miseria social» (Boltanski y Chiapello, 2002, p.446).



Conceptualización de la educación inclusiva

21

Las definiciones alrededor de la exclusión social se mueven entre la ruptura 
de lo que Durkheim denominaba lazo social y el sentido que los ingleses dieron 
al concepto como una suma de situaciones de pobreza que son causas y compo-
nentes de la exclusión (Rojas, 2012, p.8). Se ha hecho referencia al desarrollo 
de una serie de fenómenos sociales y económicos que producen la pérdida o 
negación de los derechos que definen la ciudadanía producto de la crisis del 
régimen salarial capitalista (Jiménez et al., 2009). Al mismo tiempo, la exclu-
sión ha sido definida como un proceso multidimensional que conduce a los 
actores en una trayectoria que va del centro a la periferia gradualmente. En este 
sentido, comprender la exclusión ha supuesto el análisis histórico de las causas 
y factores que ubicaron a un determinado grupo de sujetos en esa posición. En 
la actualidad, la variedad de definiciones de la exclusión social hace énfasis en 
que se trata de un fenómeno multidimensional y acumulativo en el que coin-
ciden procesos y situaciones de privación y exclusión que amenazan el lazo 
social que une a los individuos y grupos con la sociedad (Rojas, 2012, p.10). 

Sin embargo, la aparente claridad en el uso de este concepto, especialmente 
en el terreno gubernamental para referirse a determinados fenómenos como 
la pobreza, ha sido cuestionada por numerosos autores debido a su debilidad 
teórica (Paugam, 1993) y porque «a diferencia de [conceptos como] la explo-
tación, la exclusión no solo no beneficia a nadie, de tal suerte que nadie puede 
ser considerado responsable salvo por negligencia o por error, sino que todavía 
conserva siempre resonancias de las propiedades negativas vinculadas a sus 
propias víctimas» (Boltanski y Chiapello, 2002, p.457). Los trabajos estadísti-
cos acaban identificando «a los grupos o personas “de riesgo”, es decir, a aque-
llos sobre los que se cierne la amenaza de la exclusión a causa de sus propias 
desventajas, concebidas ahora como desventajas sociales, a la par que físicas 
o mentales» (Boltanski y Chiapello, 2002, p.457). Para Rojas (2012, p.12), el 
«lanzamiento» del concepto en Francia en la década de 1970 y el uso exagera-
do en la retórica de la Comunidad Europea, a partir de 1989, han generado una 
algarabía general que ha alejado a la exclusión social de su acepción inicial 
propuesta por la sociología de exponentes como Durkheim y Tönnies: como 
la disolución del tejido social que no necesariamente se origina por factores 
económicos. Además, los procesos de multidimensionalidad, acumulación y 
privación múltiple no han sido comprobados como fenómenos generales que 
condenan a los individuos y los grupos a caer en una situación de exclusión 
total y, en cambio, los estudios han encontrado evidencia que demuestra que 
tales procesos ocurren durante momentos de la vida de los individuos. 

No obstante, el mismo Rojas (2012, p.13) rescata la importancia de este 
concepto para comprender un fenómeno cualitativamente importante en las 
sociedades contemporáneas y alude a la reflexión sociológica clásica, para re-
ferirse al sentido distintivo del concepto en tanto que no debe ser confundido 
con el de pobreza y, en cambio, debe dar cuenta de los factores que conducen 
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a una ruptura del sentido de pertenencia a una determinada sociedad, en donde 
se afectan elementos como la identidad o la autoestima, desde una perspectiva 
horizontal de la estructura social en la que se está adentro o afuera (2012, p.6). 
En este sentido, el autor propone hablar de la exclusión social profunda como 
un fenómeno colectivo que puede dar origen a conflictos sociales y amenazar 
la cohesión social (2012, p.14). 

Perspectivas analíticas más recientes parten de la metáfora de la red. Estas 
abordan la exclusión que genera la expansión del nuevo capitalismo y la globa-
lización, donde buena parte del éxito económico y también de los movimientos 
sociales se construye desde la híper conectividad. 

En esta versión del paradigma de la exclusión, incluido es aquel que está co-
nectado, ligado a otros (…) a través de vínculos múltiples y diversificados. 
Por el contrario, excluidos son aquellos que han visto romper sus vínculos 
con los demás, aquellos que han sido enviados a los márgenes de la red, 
allí donde se pierde toda visibilidad, toda necesidad y, prácticamente toda 
existencia. (Boltanski y Chiapello, 2002, p.448) 

Desde este punto de vista, a pesar de los problemas conceptuales y de lo 
que oculta el concepto de exclusión, hoy merece ser tomado en serio «en la 
medida que apunta a nuevas formas de miseria» surgidas desde la década de 
1980, a «una forma de explotación desarrollada en un mundo conexionista, es 
decir, en un mundo en el que la consecución de beneficio pasa por la puesta en 
red de las actividades» (Boltanski y Chiapello, 2002, p.459). 

Inclusión social

Este concepto ha sido entendido en oposición al de exclusión y se ha caracteri-
zado por tener una vecindad semántica con el concepto de integración (Comi-
sión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas de la Organización 
de los Estados Americanos (cicad/oea), 2012). El término inclusión llega a 
ponerse de moda y es usado de forma generalizada en diversos contextos. Sin 
embargo, existen diferencias en las definiciones que es preciso aclarar, pues 
estas se mueven entre el nivel de complejidad al que alude la inclusión. 

De acuerdo con la cicad (2012, p.10) el sentido de la inclusión hace refe-
rencia a un «espacio» real, simbólico o social que encierra y posibilita o prohí-
be la circulación dentro de él. De esta manera, la inclusión supone un espacio 
en el cual incluir o contener mediante fronteras. En cambio, la integración se 
refiere a la necesidad de que ese espacio social tenga un modelo de referencia 
desde el cual examinar a los integrantes de la sociedad (cicad, 2012, p.11). La 
característica común entre estos dos términos estaría dada por la idea de un 
espacio de participación y pertenencia necesarias para la cohesión social. De 
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acuerdo con la cicad (2012) la integración permite superar la dicotomía del 
concepto de inclusión-exclusión y subsume en su definición el concepto de 
inclusión como espacio social.

Una forma más compleja de entender la inclusión ―más allá de ser un 
espacio contendor o lo opuesto a la exclusión― es la que presenta Garrido 
(2012), cuando señala que este concepto está relacionado con la heterogenei-
dad del grupo social. De esta manera, se genera un quiebre con el concepto de 
integración que, contrario a la definición de la cicad, refiere a un sentido de 
participación en el que se reconoce que el grupo excluido está siendo incluido 
como diferente pero en el que la sociedad sigue teniendo un porcentaje de con-
trol sobre esta integración. En cambio, la inclusión alcanza un nivel mayor de 
complejidad cuando reconoce que la sociedad no es homogénea sino diversa 
y que existe en un ámbito de ella la exclusión (Garrido 2012, p.186). La clave, 
en esta definición, estaría en el reconocimiento de la diferencia.

Ahora bien, el concepto de diferencia ha sido abordado de diversas mane-
ras, entre ellas por la filosofía política con autores como Jhon Rawls (1971), 
quien propone el dilema de la diferencia como un reconocimiento de la diver-
sidad de miembros al interior de la sociedad, quienes, en algún momento u otro, 
deciden reconocerse como distintos o no, dependiendo de las circunstancias; 
por eso, se reconoce como dilema, porque es el sujeto el que decide asumirse 
como tal, en un contexto concreto, ya que en otro podría no serlo.

Haciendo referencia al ámbito educativo, Castillo (2015, p.140) señala que 
en la inclusión la sociedad se adapta a las personas y atiende a sus diversida-
des y necesidades. De manera contraria, en la integración las personas deben 
adaptarse a los modelos existentes. En este sentido, la integración implica un 
centro que permite entrar a los que están afuera. La inclusión sería una noción 
más abarcadora, en tanto que la transformación debe darse desde el centro 
mismo para adaptarse a aquellas diferencias que se alejan de éste. En concor-
dancia con esta idea, Beltrán-Villamizar, Martínez-Fuentes y Vargas-Beltrán 
(2015) mencionan que, en el campo educativo, la integración fue promovida 
por el Informe Warnock de 1978 a partir del cual se posicionó el paradigma 
de las necesidades educativas especiales. Para este paradigma, la integración 
escolar categorizaba las personas con discapacidad y promovía la idea de 
que cada niño necesita una educación particular. Si bien la integración fue un 
avance para la eliminación de la segregación en uso hasta el momento, esta se 
concentró en la educación especial y no en toda la educación. En este senti-
do, el concepto de integración no fue suficiente para proponer una verdadera 
transformación de los sistemas educativos (Beltrán Villamizar et al., 2015, 
pp.65-66). De aquí que surja en los años 90 el concepto de educación para 
todos y luego de educación inclusiva que se abordarán más adelante.
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Relaciones entre inclusión y exclusión

Referirse a la inclusión y exclusión de manera dicotómica, como si se tratara 
de dos estados en los que los individuos y grupos sociales se ubican, impide 
analizar y visibilizar la complejidad de estos fenómenos. Mascareño y Carvajal 
(2015) proponen cinco situaciones donde la inclusión y la exclusión se interre-
lacionan y producen escenarios que se entremezclan de acuerdo con las condi-
ciones y trayectorias, tanto de los individuos como de los grupos (ver figura 
1.1). Esta perspectiva supera la mirada dicotómica de la inclusión-exclusión y 
abarca las decisiones colectivas e individuales en un plano de relaciones:

Figura 1.1. Relaciones  entre inclusión y exclusión

Fuente: tomada de Mascareño y Carvajal (2015, p.138). 

Como se observa en la figura 1.1, las situaciones de inclusión-exclusión se 
mueven en un plano en el que se entrecruzan y alcanzan rangos de selectivi-
dad por parte de las personas de un grupo o sociedad. De manera analítica, las 
situaciones se describen a continuación en la tabla 1.1:

Dimensiones y situaciones de inclusión/exclusión

Rango de
selectividad

Al
to

M
ed

io
Ba

jo

Individuos Organizaciones Instituciones

Subinclusión

Inclusión en
la exclusión

Inclusión
compensatoria

Inclusión por 
riesgo/exclusión 

por peligro

Autoinclusión/
autoexclusión
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Siguiendo la propuesta de estos mismos autores, Mascareño y Carvajal 
(2015), entendemos la inclusión como un concepto dinámico que se combina 
con situaciones de exclusión y produce nuevas situaciones en las que se vincu-
lan las disposiciones y expectativas individuales y colectivas, con las decisiones 
organizacionales e institucionales. En estas situaciones, puede presentarse movi-
lidad e incluso combinaciones en puntos de la vida personal y social; reitera-
mos, entonces, el carácter dinámico de la inclusión, que supone transformaciones 
en las trayectorias individuales y grupales, y nos inscribimos en la perspectiva que 
propone romper con el binomio inclusión/exclusión como estados para el análi-
sis de la complejidad social. Así mismo, consideramos necesario abarcar en esta 
definición el carácter relacional de la inclusión, en tanto que la situación que se 
experimente ―autoinclusión/autoexclusión, inclusión por riesgo y exclusión por 
peligro, inclusión compensatoria, inclusión en la exclusión y/o subinclusión― 
toma como punto de referencia a una otredad que generalmente se encuentra en 
diferente situación.

EXCLUSIÓN EDUCATIVA
La educación es ratificada internacionalmente como un derecho básico de las 
personas en la Declaración Universal de los Derechos Humanos adoptada por 
la onu en 1948 y en la Declaración de los Derechos del Niño en 1959. Con 
estas declaraciones, la educación aparece como un derecho básico para todas 
las personas sin distinción. Sin embargo, históricamente la educación formal 
ha tenido un carácter excluyente al formar principalmente a las élites y, a pesar 
de alcanzar el estatus de derecho humano, en la práctica la educación continuó 
siendo segregacionista, estigmatizadora y clasificatoria (Beltrán Villamizar et 
al., 2015, p.65). Se pretendió ―y a veces todavía se pretende― durante déca-
das, casi siglos, integrar en la sociedad a muchas personas y grupos poblacio-
nales enteros a la fuerza, segregándolos, excluyéndolos: centros de reclusión 
infantil, reformatorios, manicomios, hospicios, internados para niños indíge-
nas ―manejados por comunidades religiosas, como en Colombia, o por el 
ejército, como en EE. UU.―, escuelas para negros en EE. UU., escuelas para 
pobres, etc. Por otra parte, las élites se formaron en exclusivas instituciones, 
también segregadas.

Varios países que asumieron el liderazgo mundial en el contexto de la post-
guerra, Segunda Guerra Mundial, avanzaron rápidamente hacia la universaliza-
ción del derecho a la educación y los organismos internacionales presionaron a 
los otros países para alcanzar esa meta. Hacia finales de los años 60, del siglo 
pasado, varios países, entre ellos EE. UU., Cuba o Francia fueron logrando 
universalizar la educación básica y media, rompiendo las barreras entre escue-
las para ricos y escuelas para pobres a través de sistemas educativos públicos 
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fuertes y universales. Sin embargo, entonces surgieron una serie de interrogan-
tes sobre el papel que estaba jugando la escuela en su labor de mejorar las 
oportunidades de los más desfavorecidos. En primer lugar, la deserción escolar 
creciente mostraba que el modelo escolar heredado de un pasado excluyente, 
competitivo, que privilegiaba el conocimiento proveniente de la academia, no 
lograba involucrar a muchos niños y adolescentes2. Desde una perspectiva más 
cuantitativa, un estudio de Bourdieu y Passeron (2001) mostró que el modelo 
escolar francés, más que promover la movilidad social y paliar las desigual-
dades sociales, estaba sirviendo para legitimar dichas desigualdades con los 
títulos y con el éxito escolar. La escuela; con su modelo, terminaba culpabili-
zando a los más pobres de su fracaso escolar (Littlewood et al., 2005). A estos 
primeros trabajos, siguieron estudios más sofisticados como los de Raymond 
Boudon, que mostraban con mayor detalle el papel de las trayectorias estudian-
tiles y de las estrategias familiares en el fracaso o en el éxito escolar (Boudon, 
2006). De esta manera, la educación ha sido analizada desde la sociología y la 
antropología3, también, como un mecanismo de exclusión que legitima el éxito 
de los más «aptos», de los que ingresan a la escuela con un alto capital cultural, 
de los pertenecientes a la cultura de la sociedad mayoritaria o en el poder, y que 
excluye a quienes no se adaptan al homogeneizante modelo escolar.

Si bien la idea de una educación para todos está presente desde los inicios 
de la institucionalización de la escuela a comienzos del siglo xvii, desde los 
años 70 del siglo pasado los avances en la materialización de esa idea han 
sido impresionantes. Esto gracias a la insistencia y tesón de los movimientos 
por la defensa de los derechos civiles y los derechos humanos, de las madres 
y padres de familia de los niños y niñas con discapacidad, de los movimien-
tos liderados por los pueblos indígenas, de muchos educadores y educadoras, 
de algunos funcionarios de los organismos internacionales, nacionales y lo-
cales, y de algunos políticos comprometidos con los derechos de los niños, 
niñas y adolescentes.

Hoy la mayoría de los países ―entre ellos Colombia― están alcanzando la 
meta de universalizar la educación básica y media, y están sufriendo la crisis 
de sentido que se presentó en los años 60 en Francia y en EE. UU. A pesar de 
los esfuerzos por retener a los estudiantes con programas como refrigerios, 
alimentación escolar y ayudas al sostenimiento de las familias a cambio de 
la asistencia escolar, las cifras de deserción, repitencia y ausentismo han em-
pezado a preocupar a los organismos internacionales y a los ministerios de 

2	 Ver, por ejemplo, para el caso británico, el excelente trabajo de Paul Willis titulado Aprendiendo a 
trabajar, publicado originalmente como Learning to labour en 1977.

3	 Ver los trabajos pioneros Alicia Dusán y Gerardo Reichel-Dolmatoff en 1955 y Myriam Jimeno en 
los años 70, en Colombia desde la antropología.
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educación4. El modelo de escuela competitiva, homogeneizante y poco flexi-
ble era un lugar imposible de habitar para los niños y niñas con algún tipo de 
discapacidad, o para los menores trabajadores o de zonas rurales, pero ahora 
tampoco es capaz de retener y de motivar a muchos estudiantes que únicamen-
te encuentran un sentido para ir a la escuela en la sociabilidad y en el com-
partir con sus pares, pero no en las actividades escolares ni en el aprendizaje5. 
Programas como 40x40, desarrollados por la Secretaría de Educación en Bo-
gotá, están permitiendo una mayor flexibilidad y diversidad en las actividades 
escolares, pero el núcleo central de la vida escolar, de las evaluaciones y de la 
certificación sigue estando en las clases convencionales (ver figura 1.2).

Figura 1.2. Proporción de repetidores de curso de los países que participan en PISA
Fuente: Gráfica elaborada a partir de los datos de oecd (2013, p.277).

4	 El ausentismo escolar empieza a percibirse como un problema grave del sistema educativo colom-
biano por el Departamento de Planeación Nacional desde 1999: «las causas de la inasistencia es-
colar son diversas. Por un lado se encuentran las restricciones de la oferta, como la falta de cupos 
y la distancia de la escuela a la población demandante. Por otro, las restricciones de la demanda, 
derivadas de la necesidad de trabajar, los costos educativos, la falta de pertinencia de los contenidos 
educativos y los problemas sociales causados por el conflicto armado» (como se citó en Miñana 
Blasco, 2006, p.373). El 18 de enero de 2016 el periódico El Tiempo recogía los resultados de varios 
informes del Ministerio de Educación Nacional y titulaba Cada año más de 300 000 niños y adoles-
centes abandonan el colegio. La tasa de deserción se sitúa en el 3.07 % y aumenta a medida que 
los niños avanzan en los grados escolares. «Según Ñopo ―economista del bid―, el desinterés de los 
estudiantes de secundaria es una de las principales causas de deserción, «los contenidos no resultan 
atractivos para ellos y tampoco llenan sus expectativas. Ahí está el desafío para los pedagogos» 
(Sánchez, 2016).

5	 Ver una serie de monografías realizadas en la Universidad Nacional sobre el sentido que atribuyen 
los estudiantes a la escuela hoy en Bogotá: https://bit.ly/2nRXH7K.
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Además de los procesos de inclusión y exclusión que se dan al interior y 
como consecuencia del modelo de escuela vigente a nivel mundial, la exclusión 
en la educación también está en estrecha relación con la exclusión social y es 
una de sus manifestaciones. Por ello, retomar las propuestas teórico-analíticas 
sobre la exclusión social aporta a la comprensión de la exclusión educativa. Así 
lo hace Dubet (2005) cuando concluye que, en el proceso de transformación de 
la escuela de castas a la escuela de la igualdad de oportunidades, la manera en 
que el sistema escolar ha tratado la exclusión ha pasado de una exterioridad a 
una incorporación y construcción de los problemas sociales, resultando de ello 
una contradicción en la que, por un lado, se postula la igualdad de los indivi-
duos, y por otro lado, se reafirman las desigualdades equiparables en función 
del mérito de los individuos. La exclusión en la escuela se genera entonces en 
la contradicción de acuerdo con la cual la escuela trata de forma igualitaria a 
los estudiantes que diferencia (Dubet, 2005, p.106). 

Como lo señalan Popkewitz y Lindblad (2005), las investigaciones que se 
han realizado alrededor de políticas educativas se enmarcan en dos tipos de 
enfoques teóricos: el enfoque de la equidad y el enfoque del conocimiento. 
Desde el enfoque de la equidad, se ha facilitado el acceso de los individuos a 
la educación para permitir su integración e inclusión social. De esta manera, 
se explica la participación o no de los grupos sociales y, por tanto, su inclusión 
o exclusión. Desde este enfoque, la exclusión educativa se reduciría a partir 
de políticas integradoras y equitativas. Por su parte, el enfoque del conoci-
miento se concentra en los sistemas de razón a partir de los cuales se fabrican 
principios de diferenciación y clasificación que asignan identidades y cuali-
dades intrínsecas a los individuos y que producen normas de actuación. El 
conocimiento determina lo que es posible, normaliza y regula a los individuos 
para la participación. En este sentido, el conocimiento orienta la calificación y 
descalificación de los individuos para la participación por medio de procesos 
de normalización (Luengo, 2005, p.13) que generan, a su vez, procesos de 
exclusión e inclusión en el ámbito escolar. 

Autores como Jiménez, Luengo y Taberner proponen una construcción 
teórica del fenómeno de la exclusión educativa como un proceso en el que se 
muestra un continuum de zonas en las que interactúan una serie de factores y 
elementos dinámicos y cambiantes (Jiménez et al., 2009, p.35). La perspectiva 
de la exclusión educativa puede abordarse, entonces, desde cinco dimensiones 
a considerar: 1) de qué son excluidos los sujetos y desde qué parámetros lo 
afirmamos; 2) la exclusión educativa merece entenderse como un continuo 
con zonas intermedias entre la exclusión y la inclusión; 3) la existencia de 
una diversidad de formas de exclusión educativa; 4) la exclusión educativa 
debe considerarse como una categoría relacional dentro de un determinado 
contexto social; y 5) los modelos teóricos de la exclusión educativa han de ser 
multifactoriales (Jiménez et al., 2009, pp.35-37). 
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EDUCACIÓN INCLUSIVA: LAS 
TRANSFORMACIONES DE UN CONCEPTO

El actual concepto de educación inclusiva es el resultado de una larga serie de 
aprendizajes en el campo de las ciencias de la educación, la salud, la psicolo-
gía, las ciencias sociales, la filosofía política, la economía de la educación, la 
administración educativa, y el análisis y formulación de las políticas públicas. 
Igualmente, el concepto ha recogido las demandas de movimientos por los dere-
chos civiles y los derechos humanos, especialmente, desde los años 60 del siglo 
pasado. La transformación del concepto ha permitido observar el problema de la 
inclusión educativa como un fenómeno multidimensional, dinámico y comple-
jo. En este libro, se presenta un balance cuantitativo de las bases de datos y las 
revistas académicas en torno a este concepto (ver anexo 5).

Inicialmente, se pensó que la exclusión del sistema escolar era el resultado 
de la incapacidad de los niños y niñas para adaptarse a él ―por su discapacidad, 
por sus «excesivos» talentos, por sus tradiciones culturales, por su pobreza, por 
lo inquietos, por su ambiente familiar, etc.―. Durante siglos, muy pocos niños 
tuvieron acceso a la escuela y, cuando lo tuvieron, la tasa de graduación no al-
canzaba ni siquiera el 10 %. Hoy se ha logrado retener a más niños y niñas que 
en el pasado, aunque como se dijo anteriormente, desde 1960 el actual sistema 
educativo empezó a mostrar su incapacidad para acoger no solo a los estudiantes 
con discapacidad, sino a los emigrantes en Europa, a los más pobres y a los que 
no encontraban sentido entre las paredes de las aulas. Algunas experiencias peda-
gógicas, desde los años 70, mostraron la viabilidad y pertinencia de «integrar» a 
algunos niños con ciertas discapacidades en el aula convencional. Se habló de que 
algunos niños no encajaban en las dinámicas escolares y que tenían «necesidades 
educativas especiales», por lo que requerían apoyos diferenciados (Armstrong et 
al., 2009). En los años 90, los trabajos pioneros de Stainback y Stainback (1992) 
situaron un nuevo paradigma y hablaron de aulas inclusivas. El salón de clase 
―mobiliario, material didáctico, currículo, pedagogía, evaluación, entre otros― 
debía transformarse para ser más incluyente; no se trataba simplemente de propor-
cionar algunas ayudas particulares a niños con necesidades educativas especiales, 
mientras todo lo demás seguía igual en la clase, sino de reconfigurar las dinámicas 
de aula. Numerosas investigaciones y publicaciones académicas evaluaron cuáles 
eran los cambios que debían realizarse y las estrategias más adecuadas para que 
las aulas fueran «incluyentes». Pocos años después, los estudios mostraron que 
los cambios en las aulas eran insuficientes, que los procesos no eran sostenibles y 
dependían demasiado de la voluntad individual de cada docente, que se requería el 
compromiso de las directivas y de toda la institución escolar, del apoyo de los pa-
dres y madres, de los administrativos y se habló de escuelas inclusivas (Ainscow, 
1999). No se trataba solamente de transformar las prácticas pedagógicas al interior 
del aula, sino de construir un proyecto institucional que mitigara la exclusión, 
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flexibilizando y transformando importantes aspectos de la organización y de la 
vida escolar ―espacio, tiempo, evaluación, plan de estudios, entre otros―. Hoy 
las últimas apuestas apuntan, no solo a las aulas o escuelas inclusivas, sino a los 
sistemas educativos inclusivos. El mismo Mel Ainscow, uno de los investigadores 
más influyentes en este campo desde los años 90, lideró el proyecto tal vez más 
ambicioso en cuanto a educación inclusiva en el mundo, The Greater Manches-
ter Challenge ―o El reto del Gran Manchester―, para experimentar y evaluar 
las condiciones y posibilidades de un modelo de sistema educativo inclusivo. Un 
reciente libro (Ainscow, 2015) recoge la experiencia de una transformación sis-
témica realizada en el condado Greater Manchester ―la gran ciudad y su área de 
influencia, unas 1100 escuelas, 10 autoridades locales o distritos, 2.5 millones de 
habitantes―, al noroeste de Inglaterra, con el compromiso de las autoridades de 
gobierno y educativas, y con una inversión de 50 millones de libras esterlinas6. 
Afrontar la complejidad de una educación realmente inclusiva no es un proble-
ma sólo de los maestros y maestras: solo es posible lograrla si todo el sistema 
educativo, la ciudad y la región en su conjunto, con todas sus potencialidades y 
recursos disponibles, se comprometen con este «reto». La propuesta central se 
orienta hacia la sostenibilidad del modelo a través de lo que Ainscow denomina 
self-improvement, un sistema que se auto-mejora, siguiendo en parte a su colega 
Andy Hargreaves, y la articulación e integración de todos los recursos disponibles 
ya existentes en la región ―modelo reticular― en función de la educación inclu-
siva. Si bien las condiciones de un sistema educativo como el inglés, consolidado 
desde hace tiempo, son muy diferentes a las de Colombia ―capacidad instalada, 
formación y reconocimiento salarial y social de los docentes, sistemas de ayuda 
especializados, recursos, etc.―, y falta mucho por hacer para generar las con-
diciones que produzcan la sinergia necesaria para lograr una efectiva educación 
inclusiva, varios de los aprendizajes de esta experiencia podrían tenerse en cuenta 
para la transformación de la educación de la ciudad de Bogotá hacia un «sistema 
educativo inclusivo que se auto-mejora»7.

6	 Unos 200 000 millones de pesos colombianos, aproximadamente. Estos recursos no se orientaron 
a infraestructura o ampliación de la planta docente y de apoyo, sino al diseño e implementación del 
modelo del sistema. Inicialmente, Mel Ainscow se involucró en un proyecto que duró 5 años ―inició 
en 2004― en una de las Local Authorities o distritos de Manchester. Posteriormente, el Greater Man-
chester Challenge, que recogió los aprendizajes de la experiencia en un distrito y duró 3 años.

7	 El mismo Mel Ainscow, en una entrevista realizada en España el 24 de noviembre de 2011, sobre el 
proyecto Greater Manchester Challenge, afirmaba: «La inclusión no es acerca de grupos concretos de 
estudiantes, es reestructurar el sistema educativo (…) El sistema no está diseñado para responder 
a la complejidad de la educación del siglo xxi (…) En los países pobres, el foco está en construir es-
cuelas, dar materiales y formar a profesores porque hay millones de niños que no tienen una escuela 
donde ir. Pero en países ricos como España o el Reino Unido, donde tenemos suficientes escuelas y 
profesores, el sistema sigue fallando en muchos sentidos (…) Hemos visto un progreso muy signifi-
cativo a lo largo de estos 3 años y se pueden sacar muchas lecciones de esta experiencia. A grandes 
rasgos, lo que hemos aprendido es que dentro de los sistemas educativos hay más capacidad para 
responder a la diversidad de la que se está utilizando ahora mismo» (Grupo SPRI, 2011).
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El paradigma de Ainscow y Hargreaves de «sistemas educativos que se 
auto-mejoran» recoge los enfoques anteriores, es decir, no es una propuesta 
burocrática o de rediseño organizacional, sino que incluye los aprendizajes 
realizados sobre el cambio de las maestras y maestros, la transformación de la 
pedagogía y de las aulas, el compromiso de directivas, padres y madres, y el 
rediseño de las instituciones educativas. 

Sin embargo, creemos que debemos ir incluso más allá de esta propuesta y 
que deben fortalecerse en los nuevos modelos de educación inclusiva el papel 
de los niños, niñas y adolescentes. La mayoría de las teorías pedagógicas, 
desde los inicios de la pedagogía como disciplina, han señalado la importancia 
del estudiante en el proceso educativo. Este ocupó un lugar central ―no tanto 
como objeto a transformar, sino como sujeto activo― en las innovaciones de 
finales del xix y comienzos del xx, en el movimiento pedagógico que se deno-
minó Escuela Nueva, un movimiento con diversidad y variedad de propuestas 
y enfoques, pero que compartían la centralidad y agentividad del niño en los 
procesos educativos ―Montessori, Freinet, Decroly, Makarenko, etc.―. Nu-
merosas investigaciones a lo largo del siglo xx, provenientes del campo de la 
antropología, la lingüística, la sociología, la psicología, la biología y la teoría 
evolutiva, mostraron que la relación entre pares era tal vez más importante en 
los procesos de aprendizaje que la relación con los adultos8. La legislación in-
ternacional y, también, la colombiana han reconocido finalmente a los niños 
y adolescentes, no como objetos a transformar a través de la educación, sino 
como sujetos de derechos, como ciudadanos con agentividad (Ley 1098, 2006). 
El hecho de que la educación sea hoy consagrada por la mayoría de las cartas 
constitucionales como un «servicio público» no quiere decir que la educación 
es un producto ―a manera de un kit escolar― que se entrega a los estudiantes. 
Por el contrario, tanto las teorías anglosajonas del marketing de servicios (Lo-
velock y Wirtz, 2011) como las teorías francesas del usuario y de los servicios 
públicos (de Bandt, 1994) coinciden en señalar que los servicios deben ser 
coproducidos por los usuarios y coinciden en caracterizar el servicio educati-
vo como el más coproducido de todos los servicios. Es decir, tanto estudiantes 
como docentes co-producen el servicio, el niño no aprende si no se involucra 
activa e integralmente en el aprendizaje y no se puede enseñar a alguien que 
no quiera aprender. Esta coproducción no es una tarea individual, sino social 
y colectiva que involucra a los estudiantes con sus pares, a los docentes, a 
los padres y madres, a la administración, a los medios, a las redes sociales y a 
la sociedad en general. Todos estos argumentos implican repensar los modelos 
de educación inclusiva desde la participación activa y deliberante de los mis-
mos estudiantes y docentes, sujetos de derechos como ciudadanos y sujetos 
activos de su propia educación. Si la educación se coproduce con el estudiante, 

8	 Ver síntesis de los trabajos en Judith Harris (1998).
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no puede haber educación inclusiva que no parta de su autoinclusión y de la 
transformación de la escuela y del sistema educativo por parte de los mismos 
niños, niñas y adolescentes. 

¿Qué entendemos hoy por educación inclusiva?

La inclusión hace alusión al derecho de los niños, niñas y adolescentes a par-
ticipar plenamente en la vida escolar y al deber de la escuela de acogerlos y 
aceptarlos, y su uso permite describir hasta qué punto un niño con necesidades 
educativas especiales está involucrado como miembro de la comunidad escolar 
con acceso y participación en todos los aspectos de la educación (British Psycho-
logical Society, 2002, como se citó en Institute of Child Education & Psychology 
(icep) y The National Council for Special Education (ncse), 2010, p.12).

Las premisas que orientaron el surgimiento del concepto de educación inclu-
siva estuvieron dirigidas a brindar una educación de calidad en igualdad de opor-
tunidades que reconociera las diferencias (Beltrán Villamizar et al., 2015, p.66). 
Específicamente, las ideas principales que nutrieron el concepto de educación 
inclusiva fueron: 1) todas las escuelas deben ser inclusivas y 2) estas escuelas 
deben ser los medios más efectivos de combatir las actitudes discriminatorias 
(Ainscow y Miles, 2008, como se citó en Ministerio de Educación Nacional, 
2012, p.113). 

Teniendo en cuenta estas premisas, la educación inclusiva supone una 
transformación de los centros educativos, los sistemas educativos y sus con-
textos para dar respuesta a las diversidades que caracterizan los estudiantes, 
proveyendo espacios de participación y apropiación del proceso educativo 
(Castillo, 2015, p.124). El posicionamiento histórico de la educación inclusi-
va ha incorporado elementos clave como la inclusión, la diversidad, los dere-
chos humanos, la participación, la calidad educativa, el liderazgo y la justicia 
(Castillo, 2015, p.146). De este modo, el proceso de inclusión en la educación 
busca promover la participación y pertenencia del estudiantado y eliminar las 
barreras que conllevan a la exclusión (Booth y Ainscow, 2000, como se citó 
en Castillo 2015, 136), reconociendo la diversidad. 

No obstante, los presupuestos de la educación inclusiva han tenido trayec-
tos diversos desde su proclamación hasta la traducción y aplicación en contex-
tos y experiencias particulares. Es importante tener en cuenta que el concepto 
surgió en el «primer mundo» y los organismos internacionales se han ocupado 
de ejercer presión en los países «en desarrollo» para su aplicación a través de 
políticas públicas. Sin embargo, este proceso no ha tenido en cuenta las espe-
cificidades locales de los países (Armstrong et al., 2009, p.4).

Como lo señala el Institute of Child Education & Psychology (icep) y The 
National Council for Special Education (ncse), las definiciones de inclusión 
varían en su enfoque, ya que, mientras unos enfatizan en los derechos, otros lo 
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hacen desde los valores y la comunidad, y otros se enfocan en las capacidades 
de las escuelas para atender la diferencia (ICEP y NCSE, 2010, p.12). Algunas 
de las recientes definiciones de educación inclusiva se refieren a:

•  El proceso de incremento de la participación plena de los estudiantes iden-
tificando y eliminando las barreras de aprendizaje y exclusión (Booth y 
Ainscow, 2002a, p.3, como se citó en ICEP y NCSE, 2010, p.13); 

•  A la posibilidad que todos los estudiantes, sin importar sus necesidades, 
puedan participar en su entorno (CSIE, 2002, p.2, como se citó en ICEP 
y NCSE, 2010, p.13); 

•  Un proceso de naturaleza dinámica y evolutiva de las prácticas educati-
vas inclusivas que implica una reforma y un desarrollo escolar ―plan de 
estudios y estrategias de enseñanza―, en el que la escuela se acomoda 
al abanico de necesidades y habilidades de los estudiantes, en lugar de 
un proceso de adaptación de los estudiantes a las estructuras existentes 
(Ainscow, 2005; Sebba y Sachdev, 1997, p.2; Unesco, 2005b, p.13); 

•  Un discurso que ha superado la mirada según la cual la respuesta se en-
cuentra en los individuos y, en cambio, ha explorado cómo los entornos, 
las políticas, las culturas y las estructuras pueden reconocer y valorar 
la diversidad (Ainscow et al. 2006, p.2, como se citó en ICEP y NCSE, 
2010, p.14); 

•  La oportunidad de que las personas con discapacidad participen plena-
mente en todas las actividades educativas, laborales, de consumo, recrea-
tivas, comunitarias y domésticas que caracterizan la sociedad cotidiana y 
donde la oportunidad de participar significa una implicación y elección 
activa en lugar de la recepción pasiva (Kiuppis y Sarromaa Haustätter, 
2014, p.32,).

Aunque no hay una sola definición universalmente aceptada del concepto 
y los debates continúan en la actualidad, lo cual genera un reto adicional al 
momento de construir una política de educación inclusiva, se puede señalar, 
de manera general, que la educación inclusiva se centra en los derechos de 
los estudiantes y en cómo los sistemas educativos pueden transformarse para 
responder a diversos grupos de estudiantes (ICEP y NCSE, 2010, p.12). 

Ainscow et al. (2006, como se citaron en ICEP y NCSE, 2010, p.15) indican 
que, si bien no hay una única definición y la educación inclusiva es contextual, 
es necesario plantear algunas características generales sobre el uso del térmi-
no, que permitirían evaluar hasta qué punto la inclusión se está dando en las 
escuelas. En esta medida, la educación inclusiva puede ser pensada como: 1) 
preocupación con los estudiantes con discapacidad y necesidades educativas 
especiales; 2) respuesta a la exclusión disciplinaria; 3) en relación con todos 
los grupos considerados vulnerables a la exclusión; 4) como el desarrollo de la 
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escuela para todos; 5) «Educación para todos»; y 6) un enfoque de principios 
para la educación y la sociedad.

Una las críticas a la definición y aplicación del concepto cuestiona la posi-
bilidad de un enfoque verdaderamente transformador del cambio educacional 
a nivel de la escuela y del sistema. Esta señala que el discurso inclusivo se 
enfoca en la diferencia y, al hacerlo, marca determinados grupos como dife-
rentes, reforzando así la idea de que son un «problema» debido a una misma 
diferencia. Esta última se plantea en comparación de una noción que se tiene 
de lo normal (Armstrong et al., 2009, p.37) y su abordaje tiene que ver con un 
enfoque cognitivo de las políticas educativas (Popkewitz y Lindblad, 2005). 
Otras dos relevantes críticas cuestionan si la inclusión es el curso correcto 
para todo y si hay límites para la inclusión cuando es definida como el acceso 
de todos los estudiantes a las mismas experiencias en los mismos escena-
rios educativos (Armstrong et al., 2009, p.37). En este sentido, articulando 
con las situaciones de inclusión/exclusión descritas en el apartado anterior, 
las experiencias de distintos grupos con necesidades especiales puede llegar a 
convertirse en autoexclusión, inclusión compensatoria o inclusión, dentro de 
la exclusión, siguiendo la propuesta de Mascareño et al. (2015). Por ejemplo, 
la población con discapacidad auditiva ha reivindicado su derecho a tener una 
educación propia, con escuelas para sordos, lengua de señas y cultura sorda. 
Caso similar es el de varias comunidades indígenas que también aspiran a una 
educación «propia».

A pesar de los avances en educación inclusiva, existen retos y dilemas que 
no han sido resueltos. Para Renato Opertti, especialista de la Unesco, «las pos-
turas ideológicas y los enfoques educativos en torno a las formas para abordar 
las diversidades culturales, sociales e individuales presentan diferencias rele-
vantes entre regiones y al interior de las mismas» (2009, p.3). Los siguientes 
son los principales ejes del debate:

1.	 ¿Deben mantenerse las escuelas especiales o segregadas? En caso afir-
mativo, ¿cómo fortalecer su coexistencia con las escuelas comunes?

2.	 Las prácticas de segregación social son contrarias a la meta de alcanzar 
sociedades más inclusivas, por tanto, las escuelas especiales o segrega-
das deben dejar de considerarse como el «refugio» de los grupos social-
mente vulnerables.

3.	 Los modelos clásicos de integración posibilitan la inclusión solo desde el 
nivel de infraestructura y de equipamiento, y no en relación con propues-
tas curriculares que enfaticen la diversidad de enfoques pedagógicos y de 
prácticas de enseñanza adecuadas, conforme a las múltiples expectativas 
y necesidades de aprendizaje de los alumnos.

4.	 ¿Es más costosa la educación inclusiva que la educación especial o la inte-
gración? La educación inclusiva responde a las expectativas y necesidades 
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de todos e implica la posibilidad de superar la segregación/especialización, 
y la integración/incorporación. Por ende, tasar los costos debe incluir valo-
rar los resultados en términos de lograr una educación equitativa de calidad.

5.	 Debe haber voluntad para superar el debate integración/inclusión y toda 
escuela debe asumir un enfoque inclusivo que contribuya a generar con-
diciones para el logro de sociedades más inclusivas.

 
El concepto de diversidad, especialmente el de diversidad cultural, en la 

retórica de la educación inclusiva es central para comprender su propósito. Si 
bien el concepto de cultura resulta cada más complejo de abordar desde los de-
sarrollos de la antropología ―ver la sección sobre normativa más adelante―, 
hoy las políticas públicas de la diversidad cultural hacen referencia a las ca-
racterísticas individuales ―«raza», género, edad, discapacidad―, a las carac-
terísticas sociales «origen étnico, nacionalidad, religión, estructura familiar» 
y a las características culturales ―la mayoría de ellas, folclorizadas y estereo-
tipadas, como modos de vestir y apariencia, modos de expresión artística―. 
Cada persona reúne, entonces, una serie de atributos que constituyen la idea 
que tiene de sí mismo (Armstrong et al., 2009, p.47) y que los otros tienen de 
él. En consecuencia, la educación inclusiva debería ser un proceso orientado 
a responder a la diversidad de características y necesidades de los estudiantes. 
Es así que, en una escuela inclusiva, la enseñanza se adapta a las necesidades, 
no solo de aquellos que presentan necesidades educativas especiales, sino de 
todos los estudiantes (Beltrán Villamizar et al., 2015, p.66).

Con el fin de comprender la atención a la diversidad que promueve la edu-
cación inclusiva, el concepto de principio de diferenciación, propuesto por 
Armstrong et al. (2009), permite observar cómo la educación inclusiva se 
vuelve una política y una práctica en las escuelas a través de la provisión y 
apoyo diferenciados para diferentes propósitos y diferentes grupos de estu-
diantes. Este principio se ocupa de prestar educación en diferentes maneras 
para diferentes estudiantes (Armstrong et al., 2009, p.99). Puede ser imple-
mentado en diferentes sistemas educativos dependiendo de las concepciones 
del rol de las escuelas y la manera en que éstas permiten o prohíben las vías 
en las que la diferenciación puede tomar lugar en los salones de clases y en 
la escuela (Armstrong et al. 2009, p.101). No obstante, el uso de este prin-
cipio limita la posibilidad de inclusión, pues el éxito de inclusión es parcial: 
al incluir un estudiante que requiere apoyo, habrá otros que no (Armstrong et 
al., 2009, p.112).

En Colombia, el Ministerio de Educación Nacional (men) ha propuesto 
un concepto elaborado de la educación inclusiva que orienta la política para 
la educación superior. Para el Ministerio de Educación Nacional (2013), la 
educación inclusiva es un paradigma educativo y una estrategia central para 
luchar contra la exclusión social. En este sentido, el concepto requiere de 
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algunas precisiones para comprender su alcance. En primer lugar, la educa-
ción inclusiva no debe confundirse con la inclusión social, en tanto que la 
educación inclusiva no pretende señalar quiénes están o no incluidos. En se-
gundo lugar, la integración no es sinónimo de inclusión, puesto que se no tra-
ta de atender un grupo específico de manera transitoria sino ofrecer políticas 
institucionales que busquen la igualdad de oportunidades. En tercer lugar, es 
importante marcar una diferencia entre la educación inclusiva y la inclusión 
educativa, ya que el primer concepto supone la identificación de las barreras 
para el aprendizaje y la participación y, por el contrario, el segundo concepto 
implica incluir grupos particulares al sistema y no que el sistema se adapte 
a los estudiantes. En cuarto lugar, cuando se habla de enfoque de educación 
inclusiva se hace alusión al punto de vista desde donde se observa ésta en 
los diferentes niveles de la educación ―la educación superior en el caso que 
refiere el men―; en cambio, cuando se habla de la política de la educación 
inclusiva se trata de la relación con la política pública que se nutre de la edu-
cación inclusiva y, a la vez, pretende modificarla (Ministerio de Educación 
Nacional, 2013, pp.7-9). 

Con estas precisiones, el concepto de educación inclusiva que propone el 
Ministerio de Educación Nacional (2013) se caracteriza por articular cinco va-
riables relacionadas entre sí, cuya aplicación depende del contexto. La educa-
ción inclusiva implica la participación en la que se tiene una voz y se es acep-
tado por quien se es. Ser aceptado por quien se es supone aceptar la diversidad, 
es decir, las particularidades e identidades de los estudiantes que requieren 
especial protección. En este sentido, la educación inclusiva debe tener presente 
la interculturalidad como la vía para aprender de la diferencia y de la riqueza 
de la diversidad de un grupo social. La educación inclusiva celebra y valora 
positivamente la diversidad y la diferencia. Y, al pensar en la diversidad se hace 
necesario tener en cuenta la equidad para dar a cada estudiante lo que necesita 
desde un enfoque diferencial, generando condiciones de accesibilidad. De esta 
manera, la educación requiere de condiciones óptimas para su mejoramiento y 
capacidad para dar respuesta a las necesidades y expectativas de la población, 
es decir, brindar calidad. Es necesario pasar de un foco en el acceso de las po-
blaciones diversas a la educación a un foco centrado en que estas poblaciones 
realmente encuentren en el sistema unas condiciones que les permitan apren-
dizajes con calidad. 

A pesar de las definiciones propuestas con base en marcos teóricos que jus-
tifican la inclusión, vale la pena retomar los aspectos que mencionan Armstrong 
et al. (2009) para referirse a las dificultades de la práctica de la inclusión en la 
educación. Estos autores señalan que uno de estos aspectos se debe a que la po-
lítica educativa liberal está comprometida con una reforma social, más que con 
una transformación social, esto es un cambio sustancial en el potencial inclusivo 
de los sistemas de educación (Armstrong et al., 2009, p.112). De este modo, los 
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autores observan que no es suficiente que el sistema educativo provea de los 
recursos y apoyos suficientes para cubrir las necesidades de determinados gru-
pos, sino que el mismo sistema educativo crea o reproduce desigualdades que 
en muchas ocasiones operan a través de la normalización de formas de aprender 
o maneras de volver «problemas» «innatos» de los individuos a través de dis-
cursos como el de las «necesidades» creando nuevas identidades de exclusión 
(Armstrong et al., 2009, p.112).

Algunas conclusiones

Tomando posición frente a las anteriores propuestas y debates conceptuales, 
en torno a la definición de la educación inclusiva, finalmente, la entendemos 
tanto como un paradigma educativo adaptable al sistema escolar, como una 
estrategia de lucha contra la exclusión social y un proceso hacia la constitu-
ción y aplicación de una política pública, que tiene como propósito brindar 
una educación para todos, reconociendo la diversidad. En este sentido, el locus 
de la educación inclusiva no se limita al establecimiento educativo, sino que 
abarca el sistema educativo, los diversos sectores y las instituciones, por lo  
cual podríamos hacer referencia a sistemas educativos inclusivos (Ainscow, 
2015). No se trata de abrir espacios en las escuelas para incluir algunos grupos, 
sino que las escuelas se expandan y transformen para que una diversidad de 
individuos, grupos y sectores sociales puedan ser acogidos. 

La educación inclusiva implica reconocer las diferentes trayectorias, 
necesidades, expectativas e intereses de todas y todos los estudiantes de la 
institución educativa con equidad. Para ello, se deben garantizar las condi-
ciones óptimas ―recursos, dotaciones, personal cualificado― para atender 
a la población estudiantil, educarla en la diversidad y hacerla partícipe de 
este proceso. El reconocimiento de las diferencias entre personas, la posi-
bilidad de participar y decidir en su proceso educativo, y las garantías para 
el goce del derecho a la educación constituyen la clave y respuesta de lo 
que entendemos por educación inclusiva. 

Sin embargo, es importante tener en cuenta que, como mencionamos ante-
riormente, la exclusión en la educación está relacionada con la exclusión social 
y es una de sus manifestaciones. Paradójicamente, la exclusión se reproduce 
en la escuela cuando en esta se trata de manera igualitaria a los estudiantes que 
diferencia, al reafirmar las desigualdades en función del mérito de los indivi-
duos (Dubet, 2005). En este sentido, es necesario repensar la noción de igual-
dad ―diferente a homogeneidad― para evitar las generalizaciones a la hora de 
atender y dar respuesta a las necesidades de los estudiantes en lo que se define 
como educación inclusiva y, en su lugar, proponer una deconstrucción de la 
noción de «mérito» en función de unos estándares establecidos que desconocen 
los intereses y trayectorias individuales. 
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De igual forma, la inclusión y la exclusión en la educación implican modos 
de nombrar y calificar aquello que debe ser sujeto/objeto de inclusión o exclu-
sión. Por ello, una educación inclusiva debe replantearse el tipo de conocimien-
to que circula en el sistema educativo y en las instituciones educativas, puesto 
que el conocimiento tal como se ha abordado en el mundo escolar ha servido 
para normalizar, calificar y descalificar a los individuos limitando o ampliando 
sus posibilidades de participación (Luengo, 2005). En el ámbito educativo, las 
categorías que se asignan a diversos tipos de poblaciones ―afrodescendiente, 
indígena, lgtbi, desplazados, etc.― y la manera en que estas circulan, en el 
tipo de conocimiento que se legitima en la escuela, pueden presentarse como 
relatos únicos que impiden la participación. 

La participación no es solo un derecho de los estudiantes, sino que es inhe-
rente al concepto de servicio educativo. Como se mencionó anteriormente, tanto 
las teorías anglosajonas del marketing de servicios (Lovelock y Wirtz, 2011) 
como las teorías francesas del usuario y de los servicios públicos (Strobel, 1994; 
de Bandt, 1994; Miñana Blasco, 2013), enfatizan que la educación es el servicio 
que requiere una mayor coproducción de los usuarios: estudiantes, docentes, 
padres y madres, y la sociedad en general coproducen el servicio. La educación 
inclusiva conlleva a la participación plena y activa de los estudiantes y docentes 
como sujetos de derechos y como sujetos de su propia educación, coproducción, 
y a la transformación de la escuela y del sistema educativo por parte de la misma 
comunidad educativa.

Esto supone, a su vez, tener en cuenta las relaciones de inclusión/exclusión 
que se experimentan de manera individual y colectiva para hacer más reflexivo 
el ejercicio de pensar una educación inclusiva en un contexto determinado, 
en este caso, Bogotá. Considerando esto, la concepción que se tenga de la in-
clusión y de la educación inclusiva debe responder ¿para quién?, ¿en qué?, y 
¿con qué propósito? (Armstrong et al., 2009, p.31). Para el caso puntual de 
Bogotá, como se mencionó anteriormente, sería importante plantear la idea de 
un sistema educativo inclusivo que se auto-mejora recogiendo la propuesta de 
Ainscow (2015), para la sostenibilidad del modelo de una educación realmente 
inclusiva que conduzca a la reestructuración de un sistema educativo que res-
ponda a la diversidad. 
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CAPÍTULO 2
POLÍTICAS GLOBALES SOBRE 
INCLUSIÓN EDUCATIVA

Carlos Miñana Blasco 
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Después de haber revisado los aportes del mundo académico a la conceptuali-
zación de la inclusión y de la educación inclusiva, se abordan, ahora, las políticas 
internacionales desde una perspectiva cronológica, lideradas por los organismos 
multilaterales ―Naciones Unidas, Unesco, Banco Mundial, oei, ocd, etc.―. Estas 
políticas son un referente fundamental, pues Colombia ha firmado prácticamente 
todas las declaraciones y acuerdos, se ha comprometido a incluirlas en su legisla-
ción y a llevarlas a la práctica en los plazos acordados.

«Toda persona tiene derecho a la educación» proclama el Artículo 26 de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, firmada por representantes 
de todas las regiones del mundo, durante la Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas en París, el 10 de diciembre de 1948 (Organización de Naciones 
Unidas (onu), 1948). La Declaración constituye el primer reconocimiento 
mundial de la educación como la base para el desarrollo integral de las per-
sonas y como derecho fundamental de todos los seres humanos, sin ninguna 
excepción.

En 1989, la Convención sobre los Derechos del Niño se convierte en la pri-
mera herramienta legal vinculante para incorporar el derecho a la educación de 
niños y niñas en términos de ley internacional de obligatorio cumplimiento para 
los Estados firmantes. Producto de esta convención, se establece el derecho a la 
educación de todos los niños y niñas sin distinción alguna, independientemente 
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de su raza, color, religión, género, lenguaje, etnia, origen, posición económica, 
impedimentos físicos o cualquier otra condición, reconociendo, claramente, que 
la educación debe garantizar que niños y niñas alcancen su pleno potencial, de 
acuerdo con las capacidades cognitivas, emocionales y creativas propias de cada 
individuo. En el Artículo 23, los países firmantes, incluido Colombia, se com-
prometen a garantizar el acceso efectivo a la educación de los niños impedidos 
mental o físicamente, para lograr su integración en la comunidad y su desarrollo 
individual, cultural y espiritual, en la máxima medida posible (Organización de 
Naciones Unidas (onu), 1989).

Pese a los esfuerzos por reglamentar el derecho a la educación para todas las 
personas, en 1990, durante la Conferencia de Jomtien, delegados de 155 países, 
entre los que se encuentra Colombia, y 150 organizaciones no gubernamentales 
reconocieron la situación de exclusión del sistema educativo de niñas, muje-
res, grupos vulnerables y discapacitados, y acordaron universalizar el derecho a 
la educación, con la aprobación de la Declaración Mundial sobre la Educación 
para Todos (ept). En el documento, se reafirma la educación como un derecho 
fundamental que contribuye al progreso social, cultural y económico de los 
pueblos, y se insta a los países a fomentar la equidad y realizar mayores es-
fuerzos para atender las necesidades básicas de aprendizaje de todos, transfor-
mando la visión de la educación hacia un concepto más amplio que el de mera 
escolarización (Unesco, 1990). 

En el Artículo 3, se proclama el acceso universal y la promoción de la 
igualdad mediante la eliminación de las barreras que impiden el acceso a la 
educación básica de niñas y mujeres, y de grupos desasistidos como niños 
trabajadores, poblaciones rurales o remotas, nómadas, migrantes, indígenas, 
minorías étnicas, raciales o lingüísticas, refugiados, desplazados de guerra, 
personas bajo ocupación o en situación de pobreza, y se dedica un parágrafo 
que demanda especial atención a las necesidades de aprendizaje de las perso-
nas con cualquier tipo de discapacidad, para garantizar su acceso e integración 
al sistema educativo (Unesco, 1990). La Declaración Mundial sobre la Educa-
ción para Todos (ept) se considera un punto de referencia para la educación in-
clusiva, en tanto que la relaciona directamente con problemáticas de exclusión 
social y cultural, haciendo especial énfasis en que son los sistemas educativos 
de los países los que deben adaptarse para cubrir las necesidades de todas las 
personas, sin excepción (Unesco, 2015b).

Tres años después de la Conferencia de Jomtien, la Asamblea General de las 
Naciones Unidas del 20 de diciembre de 1993 aprobó las Normas Uniformes 
sobre igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad. Aunque no 
es un instrumento jurídicamente vinculante, las Normas Uniformes representan 
el compromiso de los gobiernos para establecer medidas encaminadas a lograr 
que los individuos con discapacidad tengan los mismos derechos que todas las 
personas de la sociedad. En el Artículo 6 de la Norma ii ―Esferas previstas 
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para la igualdad de participación― los Estados se comprometen a integrar la 
educación de las personas con discapacidad en la planificación nacional de la 
enseñanza, la elaboración de los planes de estudio y la organización escolar, 
para garantizar la igualdad de oportunidades de educación en todos los niveles 
a niños, jóvenes y adultos con discapacidad, en entornos integrados (Organiza-
ción de Naciones Unidas (onu), 1993).

Con las Normas Uniformes, los estados se comprometen a lograr la inte-
gración gradual de los servicios de enseñanza especial en la enseñanza general 
en entornos integrados, que suponen la adaptación de la infraestructura de las 
escuelas regulares, la prestación de servicios de apoyo de acuerdo con las ne-
cesidades de las personas con diversas discapacidades, la capacitación docen-
te, la flexibilización y adaptación de los planes de estudio, y la participación 
de asociaciones de personas con discapacidad en todos los niveles del proceso 
educativo (Organización de Naciones Unidas (onu), 1993).

Un año más tarde, representantes de 92 gobiernos y 25 organizaciones inter-
nacionales aprueban la Declaración de Salamanca, con el objetivo de promover 
la Educación Para Todos (ept) bajo el enfoque de educación integradora. Con-
cretamente, este enfoque apunta a la capacitación de las escuelas para su trans-
formación en escuelas para todos, instituciones que incluyan a todo el mundo, 
celebren las diferencias, respalden el aprendizaje y respondan a las necesidades 
de cada cual (Unesco y el Ministerio de Educación y Ciencia de España, 1994). 
La Declaración propone un cambio en el enfoque de la discapacidad bajo el 
argumento que los problemas de esta población se profundizan cuando la socie-
dad se enfoca en sus discapacidades, en lugar de sus potencialidades, y formula 
un marco de acción sobre principios, políticas y prácticas para personas con 
necesidades educativas especiales.

En razón a que cada niño o niña tiene características, intereses, capacidades 
y necesidades de aprendizaje propios, la Declaración de Salamanca proclama 
que los sistemas educativos deben diseñarse de modo que satisfagan las nece-
sidades de todos y cada uno por igual, incluyendo a aquellos con necesidades 
educativas especiales, quienes deberán integrarse a la escuela ordinaria me-
diante una pedagogía centrada en el niño. Aunque la perspectiva integradora 
se propone como base para construir una sociedad que combata las actitudes 
discriminatorias y garantice el derecho a la educación de todos, también se 
propone como estrategia para mejorar la eficiencia y la relación costo-eficacia 
de todo el sistema educativo (Unesco y el Ministerio de Educación y Ciencia 
de España, 1994), evidenciando un enfoque económico y eficientista genera-
dor de posteriores tensiones en el ámbito de la inclusión educativa. 

A pesar de los lineamientos internacionales para que los Estados constru-
yan políticas que garanticen el derecho a la educación, 17 años después de la 
proclamación de la Educación Para Todos (ept) de Jomtien, en el año 2000, 
se reconoce que millones de personas en el mundo se encuentran privadas de 
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la educación básica, desconociendo que se trata de un derecho fundamental. 
Con el propósito de generar acuerdos para hacer del derecho a la educación 
una realidad y alcanzar los objetivos de la Educación para Todos, delegados 
de 164 países, incluido Colombia, se reúnen en el Foro Mundial sobre la 
Educación en Dakar, Senegal, del 26 al 28 de abril del 2000 y proclaman 
el Marco de Acción Dakar (Peppler y Fiske, 2000). Este nuevo marco de 
acción reafirma el derecho de niños, jóvenes y adultos a la educación, desde 
un nuevo enfoque basado en el derecho de los seres humanos a beneficiarse 
de una educación que satisfaga sus necesidades básicas de aprendizaje y que 
le brinde oportunidades tanto para aprender a asimilar conocimientos, como 
para hacer y ser; una educación que le permita explotar sus propios talentos 
y capacidades, y desarrollar su propia personalidad, con el objeto que mejore 
su vida y transforme la sociedad (Peppler y Fiske, 2000).

En el texto del Marco de Acción Dakar, no se menciona la educación inclu-
siva ni se hacen alusiones específicas a estudiantes con discapacidad o nece-
sidades educativas especiales. Sin embargo, los gobiernos se comprometen a 
garantizar la equidad en el acceso a una educación de calidad a todos los grupos 
poblacionales, extender la cobertura y mejorar todos los aspectos cualitativos 
de la educación para conseguir resultados de aprendizaje mensurables espe-
cialmente en lectura, escritura, aritmética y competencias prácticas esenciales, 
que preparen a los estudiantes para la vida activa (Unesco, 2000). Desde esta 
nueva perspectiva, para Rambla, Ferrer, Tarabini y Verger (2008) la educación 
inclusiva se manifiesta como la articulación dinámica y compleja entre equidad 
y calidad, en tanto que se relaciona con el acceso a la educación para todos los 
grupos poblacionales, así como con la equidad en los procesos y los resultados 
de aprendizaje.

Seis años después de Dakar, en 2006, los Estados partes de la convención 
sobre los derechos de las personas con discapacidad se comprometen a eliminar 
las barreras que excluyen del sistema educativo a las personas con discapacidad, 
mediante un sistema de educación inclusivo (Organización de Naciones Unidas, 
2006). Es decir, se pasa de un concepto de aulas y escuelas inclusivas, a la nece-
sidad de reestructurar los sistemas educativos para hacerlos inclusivos. Este cam-
bio hacia sistemas educativos inclusivos va a constituir la política de la Unesco 
y de las declaraciones de los países firmantes en la Organización de las Naciones 
Unidas hasta la actualidad. El artículo 24 es el principal referente internacional 
en materia del derecho a la educación en el contexto de la discapacidad; este 
plantea la transformación holística del sistema educativo mediante una serie de 
obligaciones que los Estados firmantes deben acoger para garantizar la inclusión 
de niñas y niños con discapacidades, como: acceso gratuito, obligatorio, inclu-
sivo y de calidad a la educación primaria y media, y el acompañamiento indivi-
dualizado, de acuerdo con sus necesidades educativas particulares (Organización 
de Naciones Unidas, 2006).
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En el año 2009, durante la conferencia de seguimiento a la Declaración de 
Salamanca, las naciones participantes acogen el Artículo 24 de la Convención 
sobre los derechos de las personas con discapacidad como herramienta para 
cumplir con el compromiso de desarrollar un sistema de educación inclusiva, 
mediante la superación de las barreras que obstaculizan la inclusión: los entor-
nos de aprendizaje, la comunicación, el currículo, la enseñanza, la socialización 
y la evaluación a todos los niveles (Inclusion International e Instituto Universi-
tario de Integración en la Comunidad, 2009).

Los diferentes acuerdos internacionales para la educación, emitidos desde 
la Declaración de los Derechos Humanos, reivindican la educación como un 
derecho de todos sin excepción alguna. Sin embargo, el término educación 
inclusiva se propone, por primera vez, desde la perspectiva de reivindicación 
de derechos de las personas con discapacidad, durante la convención sobre los 
derechos de las personas con discapacidad del 2006. 

En el año 2009, la Unesco emite las Directrices sobre políticas de inclu-
sión en la educación. En este documento, se amplía la interpretación del con-
cepto educación inclusiva ―la convención de 2006 estaba centrada en la dis-
capacidad―, entendiendo esta, a partir de este punto, como un proceso para 
transformar los escenarios educativos en espacios donde se acepta y apoya 
la diversidad, y se construye equidad social. Por consiguiente, la educación 
inclusiva tiene por objeto acabar con la exclusión del sistema educativo de 
personas pertenecientes a poblaciones vulnerables como minorías étnicas y 
lingüísticas, afectados por vih/Sida o estudiantes con discapacidad o dificulta-
des de aprendizaje, para brindar oportunidades de aprendizaje a lo largo de la 
vida a todos los niños, jóvenes y adultos (Unesco, 2009).

De las Directrices, se resaltan las siguientes medidas:

•  Llevar a cabo análisis de las situaciones locales, respecto del alcance de 
la cuestión y los recursos disponibles, y su utilización en apoyo de la 
inclusión y la educación inclusiva.

•  Movilizar a la opinión pública en lo tocante al derecho de todos a la educación. 
•  Forjar un consenso en torno a los conceptos de educación inclusiva y 

de calidad.
•  Reformar la legislación con miras a apoyar la educación inclusiva de 

conformidad con las convenciones, declaraciones y recomendaciones 
internacionales. 

•  Concebir maneras de medir el efecto de la educación inclusiva y de calidad.
•  Ayudar a los profesores a entender, primero, su función en el marco de la 

educación, y, segundo, entender la inclusión de la diversidad en el aula 
como una oportunidad y no como un problema (Unesco, 2009, p.14).
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Un aspecto a destacar de estas directrices es que, más allá de entablar la discu-
sión en términos de la relación eficiencia-calidad-inclusión, consideran la nece-
sidad de ofrecer herramientas a los encargados de la formulación de políticas de 
educación inclusiva. Como primera medida, se solicita un cambio en la actitud 
y valores de todo el conjunto de actores y grupos de interés, incluyendo padres 
de familia, escuelas y sociedad civil, de manera que una primera medida sea 
desarrollar un contexto adecuado para la promoción de la inclusión (p.18). Entre 
otras medidas, se establece «Elaborar planes y programas de estudios inclusi-
vos» (pp.18-19), en donde, como parte de los cuatro pilares de la educación para 
el siglo xxi, se asume la necesidad de aprender a ser y a vivir juntos.

De igual forma, el anterior documento resalta la formación y sensibiliza-
ción de los docentes como un pilar fundamental de la inclusión educativa, 
ya que su obrar es determinante en el contexto educativo. Se solicita, ade-
más, que haya continuidad, respeto y compromiso con el marco del derecho 
internacional, las convenciones, recomendaciones y políticas subsecuentes, 
de manera que se establezcan mecanismos de seguimiento y evaluación para 
analizar el impacto de las políticas de educación inclusiva en cada país, den-
tro de lo cual plantean recomendaciones que parecen combinar cuestiones de 
evaluación externa con aspectos curriculares que sin duda conducen al proble-
ma de la evaluación del aprendizaje. Finalmente, el documento presenta unos 
anexos, dentro de los cuales se resaltan los ept, uno de los cuales establece: 
«velar por que de aquí a 2015 todos los niños, y sobre todo las niñas, los niños 
[sic] que se encuentran en situaciones difíciles y los que pertenecen a mino-
rías étnicas, tengan acceso a una enseñanza primaria gratuita y obligatoria de 
buena calidad y la terminen» (2009, p.27). 

En el contexto regional, los Ministros de Educación de Iberoamérica aprue-
ban las Metas Educativas 2021: La educación que queremos para la genera-
ción de los bicentenarios, en el marco de la xviii Conferencia Iberoamericana 
de Educación. En la declaración final (Organización de Estados Iberoame-
ricanos, 2011), los países firmantes se comprometen a construir un sistema 
educativo que satisfaga las necesidades sociales en términos de cobertura, ca-
lidad, equidad e inclusión de grupos excluidos, como estrategia para lograr 
la cohesión e inclusión social. La Meta General Segunda persigue «Lograr la 
igualdad educativa y superar toda forma de discriminación en la educación» 
(pag 148:2010) mediante la implementación de estrategias que garanticen la 
integración de minorías étnicas, pueblos originarios, estudiantes de zonas ur-
banas marginales o rurales y estudiantes con necesidades educativas especia-
les a las escuelas comunes, por medio de la adaptación de la infraestructura, 
el currículo y los métodos de enseñanza (Organización de Estados Iberoame-
ricanos, 2011)

En el documento Learning for All, del Banco Mundial y la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económico (ocde), se describe la equidad 



Políticas globales sobre inclusión educativa

49

en la educación en función de la inclusión de grupos poblacionales vulnerables 
como minorías lingüísticas, personas discapacitadas y niñas en el sistema edu-
cativo; insta a los países a desarrollar un sistema de evaluación comparativa 
que les permita identificar las desigualdades del sistema, con el objetivo de 
desarrollar estrategias efectivas para la igualdad y la inclusión. De acuerdo con 
esta entidad, la inclusión de todas las personas en la escuela regular mejora la 
eficacia y la relación costo-beneficio de todo el sistema educativo (World Bank 
Group, 2011, pp.44-45). El Banco Mundial, con una visión de la educación 
más centrada en el «capital humano», en la evaluación estandarizada de los 
aprendizajes y en la eficiencia en las inversiones en los países «en desarrollo», 
se ha unido a los manifiestos internacionales liderados por la Unesco, pero 
con un enfoque más orientado a la «inclusión educativa», por su posible efi-
ciencia ―reducción de costos frente a la complejidad del sistema y diversidad 
poblacional―, que a la «educación inclusiva». De igual forma, adopta una 
perspectiva más centrada en la evaluación de los resultados de aprendizaje que 
en la participación.

Con estos antecedentes, la inclusión y la equidad se declaran la piedra an-
gular de la transformación educativa en el Foro Mundial sobre la Educación 
2015, realizado en Incheon, Corea del Sur. La Declaración de Incheon reafirma 
los objetivos del movimiento mundial en pro de la Educación para Todos y 
constituye el compromiso histórico de países y organizaciones firmantes para 
alcanzarlos, mediante la implementación de acciones audaces e innovadoras 
que configuren una nueva visión de la educación al 2030: hacia una educación 
inclusiva y equitativa de calidad y un aprendizaje a lo largo de la vida para to-
dos (Unesco, 2015b). La nueva visión de la educación propuesta para 2030 se 
inspira en una concepción humanista basada en los derechos humanos, la dig-
nidad, la justicia social, la inclusión y la aceptación de la diversidad lingüística, 
étnica y cultural, para «garantizar una educación inclusiva, equitativa y de cali-
dad y promover oportunidades de aprendizaje durante toda la vida para todos». 
Los firmantes se comprometen a diseñar estrategias para hacer frente a todas 
las formas de exclusión y marginación, y a eliminar las desigualdades en el ac-
ceso, la participación y los resultados de aprendizaje, centrando los esfuerzos 
en los más desfavorecidos: minorías vulnerables, desplazados por la violencia 
o desastres naturales y estudiantes con discapacidad (Unesco, 2015b).

La ocde y el Banco Mundial insistieron en sus puntos de vista en el marco 
del evento de Incheon, y los firmantes de la declaración se comprometieron 
también a construir políticas e implementar las transformaciones necesarias 
para ofrecer una educación de calidad, mejorar los resultados de aprendizaje 
y diseñar sistemas educativos eficientes y eficaces basados en la inclusión de 
todos en el sistema educativo regular (Unesco, 2015b).

La ocde ―sobre la cual Colombia inició un proceso de adhesión desde mayo 
de 2013―, publica el informe Launch of Education at a Glance 2016: OECD 
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Indicators (Gurría, 2016), en el que se miden, por primera vez, los resultados 
de las estrategias implementadas por los países miembros para alcanzar «la 
educación de calidad incluyente y equitativa, y fomentar las oportunidades de 
aprendizaje para todos» (Gurría, 2016). En el informe, es evidente que, si bien 
se reporta un aumento en la inversión en educación en los últimos años, esta 
inversión no corresponde a recursos públicos, sino por el contrario,  a una finan-
ciación privada en todos los niveles educativos y que, a pesar de ello, entre 2008 
y 2013 la matrícula de estudiantes bajó en un 1 %. Se reconoce entonces, a partir 
del informe, que la calidad y accesibilidad aún siguen siendo retos para todos 
los países ―sólo 12 de los 35 países de la ocde registran información disponible 
sobre avances en las metas de educación―, y que «mejorar la eficiencia, la cali-
dad y la igualdad de la educación es fundamental para promover el crecimiento 
incluyente y ofrecer a todos una oportunidad equitativa de alcanzar el éxito» 
(Gurría, 2016).

Aunque el reconocimiento de la educación como motor del desarrollo de 
los pueblos y sociedades parece no tener discusión y se reitera que la educa-
ción es un derecho de todos los niños y niñas, la construcción de acuerdos, 
alrededor de la inclusión en el campo educativo en los organismos internacio-
nales, ha devenido llena de cambios y tensiones entre un discurso basado en 
los derechos liderado por la Unesco bajo la denominación de educación inclu-
siva, y otro liderado por el Banco Mundial centrado en la eficiencia y eficacia 
del sistema educativo ―inclusión educativa―. El premio Nobel y economista 
Amartya Senn ha expresado esta tensión en su discurso ante la Commonwealth 
Education Conference en Edimburgo en 2003:

La educación básica no es sólo un acuerdo para entrenar en el desarrollo de 
habilidades ―que es importante―, sino también un reconocimiento de la 
naturaleza del mundo, con su diversidad y riqueza, y una apreciación de la 
importancia de la libertad y la razón, así como amistad. Hoy es más fuerte 
que nunca la necesidad de tener esa comprensión, esa visión. (Como se 
citó en  Armstrong et al., 2009, p.58)
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CAPÍTULO 3
EXPERIENCIAS Y POLÍTICAS 
DE ALGUNOS PAÍSES SOBRE 
INCLUSIÓN EDUCATIVA

Carlos Miñana Blasco 
Soraya elena Layton Jaramillo 
Diana Janeth Ortiz López 

Después de haber revisado los aportes académicos y las políticas internacio-
nales, se retoman experiencias y políticas educativas en algunos países. Estos 
han sido escogidos con diferentes criterios, a manera de muestra intencional: 
países que han sido pioneros y que han influenciado notablemente las políticas 
internacionales en educación inclusiva; países con sistemas educativos o con 
condiciones similares a las de Colombia; países que presentan modelos nove-
dosos para el abordaje de la diversidad en la escuela. Con este fin, se ha evita-
do consultar las fuentes oficiales de los gobiernos, pues es muy frecuente que 
los documentos oficiales y portales web presenten una mirada poco autocrítica 
de la situación de la inclusión educativa en el respectivo país. Por ello, se ha 
preferido consultar estudios y balances académicos de las políticas de estos 
países publicados en revistas académicas reconocidas internacionalmente y 
arbitradas ―revisadas por pares―.

PANORAMA GENERAL EN EUROPA
Los países europeos y pertenecientes a la ocde han transitado en las dos 
últimas décadas, desde políticas públicas que se basan en una visión asis-
tencialista para los casos de las minorías y su inclusión en el ámbito educa-
tivo, hasta la necesidad de reconocer las necesidades educativas especiales 
de los estudiantes, la educación para todos, ept, y la consideración del 
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concepto de inclusión, a través de mecanismos en las escuelas regulares 
que permitan la atención de las poblaciones diversas. 

Se ha presentado un giro alrededor de dos corrientes: la corriente médica 
o categorical model que responsabiliza del fracaso escolar a algún defecto, 
patología o insuficiencia del propio estudiante que implica una atención de 
estas enfermedades, desviaciones o defectos por parte de áreas especializadas 
en salud y educación; el relational model que está en línea con el modelo 
sociopolítico y sociocrítico, en donde el concepto de «estudiantes con difi-
cultades» fue reemplazado por «estudiantes en dificultades», que se deben 
integrar a la escuela regular y es ésta, la encargada de involucrar mecanismos 
que permitan la inclusión (Berhanu, 2011).

El paso de enfoques políticos socialdemócratas, en algunos países europeos, 
a enfoques neoliberales, en la mayoría del continente, ha implicado de manera 
generalizada que las políticas públicas respondan en la actualidad a las orien-
taciones institucionales sobre atención e inclusión de diferentes grupos, entre 
los cuales toma bastante importancia los grupos étnicos diversos, debido a las 
migraciones constantes al interior de Europa.

El estudio realizado por Manzano García y Tomé Fernández (2016), en 32 
países europeos para rastrear el concepto de inclusión en las leyes primarias, 
señala entre sus principales consideraciones y conclusiones: 

a)	 la inmigración constituye en la actualidad la fuente de nuevas necesida-
des educativas; 

b)	 todos los países europeos incluyen el concepto de educación inclusiva 
en sus legislaciones; 

c)	 unos de los principales desafíos de la inclusión es el multiculturalismo y 
el respeto a la diversidad; 

d)	 el concepto de inclusión en los países analizados incluye la necesidad 
de enfocar la política y las acciones en una educación no exclusiva, que 
integre a estudiantes con desventajas económicas o sociales; 

e)	 se incluye en la normatividad a estudiantes con necesidades educativas 
especiales; 

f)	 la educación inclusiva está basada en la enseñanza de valores que garan-
ticen en los estudiantes una educación social, ética, justa, democrática e 
igualitaria. (2016, p.7) 

Inglaterra

Resaltamos la experiencia de Inglaterra como uno de los países del Reino 
Unido con un proceso de maduración, en el que se pueden observar avances 
significativos para el debate sobre la educación inclusiva desde la publicación 
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del Warnock Report en 1978, en el cual se formula la educación como un bien 
al que todos deben tener acceso. 

En la segunda mitad del siglo xx, comenzaron a ser cuestionados los modelos 
de la educación especial separada, en tanto que las personas eran etiquetadas 
con base en su discapacidad y esto institucionalizaba prácticas de discriminación 
contra grupos de personas con necesidades de educación especial (Armstrong 
et al. 2009, p.23). En Inglaterra y Gales, la escuela comprensiva o integral fue 
experimentada en los años 40 e implantada desde 1965 ―hoy cerca del 90 % de 
la educación secundaria funciona en comprehensive schools― como una reac-
ción a un sistema el cual ubicaba a los estudiantes en diferentes tipos de escuelas 
con base en sus logros ―más cercana al modelo alemán―, lo cual reforzaba 
la existencia de desigualdades socioeconómicas y prácticas discriminatorias. El 
movimiento de la escuela integral se basa en la pertinencia de crear un tipo de 
escuela para todos que sirviera a una comunidad socialmente diversa (Ainscow 
y César, 1996, pp.234-235). En 1978, no obstante, el Warnock Report repor-
tó que el 18 % de los estudiantes en ese país tenían «necesidades educativas 
especiales» y requerían atención especializada para continuar con sus estudios. 
Propuso abordar la problemática dentro del contexto de la escuela, la familia y 
la comunidad en lugar de verlas como déficits individuales. Sin embargo, este 
enfoque falló, porque presentó una definición de las necesidades de educación 
especial sin principios claros para la asignación de recursos y porque se basó en 
una filosofía liberal de elecciones personales (Armstrong et al., 2009, p.24). 

Influenciada por el Reporte Warnock, La Ley de Educación de 1981 esta-
bleció el principio de integración en la escuela regular para los estudiantes con 
necesidades de educación especial. En 1997, el enfoque de la inclusión para los 
estudiantes con necesidades especiales fue respaldado en el Libro Verde, Exce-
lencia para Todos los Niños: Satisfacer las Necesidades Educativas Especiales, 
el cual respalda a su vez la Declaración y Marco de Acción de Salamanca de la 
Unesco y Unesco y el Ministerio de Educación y Ciencia de España (1994). En 
1995, Gran Bretaña dictó la Ley de Discriminación de la Discapacidad, en la 
que ordenó la eliminación de la discriminación y de los obstáculos que impedían 
la participación en la sociedad (Peters, 2003). En 2001, el Código de Prácticas 
de Necesidades Educativas Especiales se desarrolló para orientar la práctica so-
bre políticas y procedimientos, y proporcionar un marco para identificar, evaluar 
y satisfacer las necesidades de los estudiantes. También se ha elaborado una 
orientación reglamentaria sobre educación inclusiva para proporcionar asesora-
miento práctico sobre el funcionamiento del nuevo marco de inclusión.

En este mismo año, se dictó la Ley de Necesidades Educativas Especiales 
y Discapacidad la cual insiste de manera contundente para que los niños con 
necesidades educativas especiales sean educados en la educación general. Para 
impulsar la agenda de inclusión, en 2004, se desarrolló la estrategia Eliminando 
Barreras al Logro, la cual proporciona una acción sostenida y una revisión en 
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cuatro áreas clave: intervención temprana, eliminación de obstáculos al apren-
dizaje, aumento de expectativas y logros y mejoras (Lay, 2010, p.101).

A pesar de los esfuerzos del Reino Unido en avanzar en la educación inclu-
siva, han surgido críticas a las políticas establecidas. Lloyd (2000, como se citó 
en Lay, 2010, p.101) señala que el Libro Verde no aborda adecuadamente los 
elementos de la inclusión tales como la justicia social, la equidad y la respuesta 
a la diversidad y, en cambio, la trata de manera simplista, como una cuestión de 
reubicación de recursos y ajustes menores al currículo actual. De esta manera, 
el currículo no es capaz de responder a la diversidad y la estrategia todavía se 
basa en las nociones de normalización, compensación y enfoques de déficit. Por 
otra parte, el sistema no ha logrado resolver el conflicto entre dos visiones de la 
política pública: una centrada en los derechos de todos los niños a la educación 
y que aboga por una educación realmente inclusiva y para todos, siguiendo los 
planteamientos y experiencias lideradas por Mel Ainscow y ratificadas por los 
países que firmaron las declaraciones de la Unesco; otra, de base ideológica 
libertariana ―neoliberal―, que promueve los mercados educativos, que pro-
mueve que la educación debe resolverse a través de elecciones individuales y 
con financiación individual, y que la labor del Estado debe centrarse en regular 
los mercados y exigir rendición de cuentas a los niños y niñas, a las familias 
y a las escuelas, y concentrarse en los resultados del aprendizaje ―normal-
mente resultados en pruebas estandarizadas―. Estas tensiones en la normativa 
inglesa y las prácticas no han sido resueltas: «hay dos fuerzas contradictoras 
funcionando: una que es ampliamente inclusiva y preocupada por ampliar las 
oportunidades para todos; otra, preocupada por establecer sistemas y procesos 
para administrar niños que no encajan en el sistema regular» (Armstrong et al., 
2009, p.23).

Finlandia

Este país tiene un modelo educativo que se diferencia notablemente de las ten-
dencias internacionales, que inicia la escolaridad en forma tardía, que se basa en 
la alta autonomía de los profesores y profesoras, y que ―a pesar de no centrarse 
en la evaluación― logra destacar en los rankings internacionales. Hoy se pre-
senta como uno de los modelos a seguir en el contexto mundial. En Finlandia, 
antes de 1997, los estudiantes con discapacidades significativas eran atendidos 
por el sector de bienestar social y, por ende, estaban vinculados a centros de 
atención privados especializados. En ese año, se firma la Ley de Educación bá-
sica, que permitió a este tipo de estudiantes incorporarse a las escuelas regulares 
de enseñanza general (Pesonen et al., 2014). 

En el año 2007, un grupo directivo del Ministerio de Educación presenta como 
estrategia de desarrollo de la educación especial a largo plazo, el Libro Blanco, 
con el fin de proponer enmiendas a la Ley de educación básica. Entre 2007 y 2010, 
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los diferentes municipios incluyeron como prioridad la formación de docentes en 
la atención de casos de educación especial, en las escuelas regulares.

A comienzos del año 2011, se aprueba la nueva ley, en donde se señala que 
cada municipio en Finlandia construiría sus planes de estudio de acuerdo a las 
metas y necesidades particulares de su población, con autonomía para selec-
cionar los tres niveles de apoyo establecidos: el primer nivel se proporciona en 
la educación general, aula con acceso al currículo general; el segundo consiste 
en las intervenciones para destrezas específicas, cuando el estudiante demues-
tra dificultad en su dominio; y el último, y tercer nivel, es lo que tradicional-
mente se llama educación especial, más individualizada. La lógica detrás de 
la legislación es que los servicios de apoyo deben ser educativos y no basados ​​
en necesidades psicomédicas (Ahtiainen et al., 2012; Graham y Jahnukainen, 
2011 como se citó en Pesonen et al., 2014).

Esta autonomía de la que gozan los municipios en Finlandia ha permitido 
adaptar a las necesidades particulares de los estudiantes y las líneas de aten-
ción, basados en la cultura de la confianza ―culture of trust―, clave en la 
educación y sociedad finlandesas, que se hace posible gracias a la homoge-
neidad que permite la dimensión del país, y que posibilita que los maestros 
sean asignados a nivel local y tengan un alto grado de autonomía en aspectos 
relacionados con la enseñanza y el aprendizaje (Sahlberg, 2010 como se citó 
en Pesonen et al., 2014).

Respecto a los niños con talentos excepcionales, Finlandia no los reporta en sus 
bases de datos, pues supone que su formación puede estar a cargo de los profesores 
de aula con los medios y recursos con que cuentan las escuelas, en cuyo criterio 
confía la administración y la sociedad. Es necesario recordar que los profesores 
finlandeses tienen una robusta formación y gozan de una amplia autonomía y reco-
nocimiento social y salarial, por encima de la mayoría de las profesiones.

Alemania1

Es el país líder en la Comunidad Europea y uno de los más competitivos en 
la economía mundial. La educación en Alemania comienza desde los tres años 
aproximadamente con el Kindergarten o jardín para niños, y es una decisión de 
los padres si envían a sus hijos allí o no. A partir de los 5 o 6 años ―dependiendo 
del Estado Federado― se inicia la Escuela Primaria ―Grundschule― que dura 
4 años. Al final de este periodo los docentes hacen una recomendación a sus 
padres acerca de qué opción educativa podría tomar el niño basados en sus notas 

1	 La traducción del alemán de los textos consultados en este acápite estuvo a cargo de Janice Pinilla, 
estudiante de Filología alemana de la Universidad Nacional de Colombia. Ella también organizó en 
Mendeley buena parte de las referencias bibliográficas que se citan en este informe.
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e intereses durante el periodo escolar. Las opciones educativas que el sistema 
educativo alemán ofrece son las siguientes:

1.	 Hauptschule o Escuela de Enseñanza General Básica: se lleva a cabo 
hasta los 16 años, es la escuela para aquellas personas cuyas calificacio-
nes fueron bajas. Al terminar sus estudios pueden dedicarse a trabajos, 
en su mayoría, manuales y pueden optar por continuar sus estudios en 
una Escuela de Formación Profesional ―Berufschule―.

2.	 Realschule o Instituto de Enseñanza Media se enfoca en las profesiones 
que requieren más conocimientos académicos y, al igual que en el caso 
anterior, su duración es hasta los 16 años.

3.	 Gymnasium o Instituto de Enseñanza Secundaria con una duración más 
prolongada ―hasta los 18 o 19 años― prepara a los estudiantes para 
la educación universitaria. Quienes quieran aspirar a una universidad 
deberán presentar un examen obligatorio llamado Abitur, con el que se 
concluyen los estudios en esta institución.

Dentro del sistema educativo alemán podemos encontrar las Sonderschule 
o Förderschule, escuelas especializadas en la enseñanza para niños con pro-
blemas cognitivos a la que los niños acceden después de haber cursado la 
escuela primaria. Sin embargo, tras la Convención de Naciones Unidas acerca 
de los derechos de las personas con discapacidad del año 2006, en la que se 
ratificó que los estudiantes con o sin problemas cognitivos debían ser instrui-
dos conjuntamente, el gobierno alemán ha intensificado esfuerzos a través de 
la renovación infraestructural y la adecuada capacitación de docentes, para el 
desarrollo de clases heterogéneas, junto con personal escolar para fortalecer 
poco a poco la educación bajo un método inclusivo. Así mismo, a pesar de 
que entre los años 2008 y 2013 hubo un aumento del 71 % en la participación 
de niños con problemas cognitivos en escuelas regulares, los porcentajes de 
inclusión han sido bajos ―en promedio 1 % cada año en los Estados Fede-
rados― contando con que son más los estudiantes en escuelas especiales que 
los estudiantes en escuelas de enseñanza mixta. Las tasas de participación han 
sido más altas en las escuelas primaria y secundaria; no obstante, se presentan 
varios inconvenientes después de terminar la primaria, ya que los estudiantes 
con discapacidades cognitivas optan en su mayoría por seguir una educación 
práctica más que teórica. Así pues, hay una participación de 4.9 % en los ins-
titutos de enseñanza media ―Realschule―, 5.6 % en la enseñanza secundaria 
―Gymnasium― y un 89.5 % en las instituciones del primer nivel de secunda-
ria ―Hauptschule― (Klemm, 2015).
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ESTADOS UNIDOS
Estados Unidos es un país altamente descentralizado en la administración y 
en la legislación sobre educación. Su carta constitucional no contempla 
el derecho a la educación. Sin embargo, fue uno de los primeros países en 
universalizar la educación básica y secundaria en todos sus estados ya en los 
años 60. Las políticas sostenidas por democratizar la educación desde inicios 
del siglo xx fueron afectadas por los ajustes de la década de los años 80, los 
cuales produjeron un debilitamiento del sistema público y una pérdida del 
liderazgo mundial en el campo de la educación básica y media.

De acuerdo con Dudley-Marling y Burns (2014), la historia de la edu-
cación de estudiantes con discapacidades y grupos vulnerables en Estados 
Unidos ha estado marcada por la exclusión y la segregación, especialmente, 
de las poblaciones afroamericanas. Solo hasta 1964, con la ley de los derechos 
civiles, se acabó la segregación masiva de los afroamericanos en las escuelas. 
Sin embargo, estudios recientes de la Universidad de California muestran que 
en la práctica hoy se está incrementando la segregación escolar, en relación 
a la situación de hace 40 años (Orfield, 2009). Los altos índices migratorios 
han favorecido las políticas «multiculturales» en educación ―aunque con fre-
cuencia se han reducido a incluir actividades multiculturales, folclore, en los 
manuales escolares en la educación básica y media― y la creación de cursos 
libres sobre diferentes culturas del mundo en los grados superiores y univer-
sitarios. Hay una polarización en la población entre dos perspectivas que tuvo 
su clara expresión en las elecciones presidenciales de 2016: una que valora la 
diversidad y el multiculturalismo, y otra que propende por la hegemonía de la 
cultura «blanca» frente a los afroamericanos, latinos y migrantes (ver apartado 
sobre grupos étnicos en el capítulo 6).

Antes de la promulgación de Ley 94-142 ―Education for All Children 
Act―, varios Estados tenían leyes para excluir del sistema educativo a niños 
y niñas sordos, ciegos, con trastornos emocionales o «no educables», y otros 
Estados «permitían» la implementación de programas para estudiantes con 
discapacidades específicas, aunque no eran de obligatorio cumplimiento. En la 
década de 1970, un millón de niños con discapacidades fueron excluidos com-
pletamente del sistema educativo y otros 3.5 millones no recibieron servicios 
educativos apropiados (Dudley-Marling y Burns, 2014). El activismo social de 
los años 70 en pro de la inclusión educativa de las personas con discapacidad 
logró, en 1975, la aprobación de la Ley 94-142 del Congreso de los Estados 
Unidos, considerada un punto de referencia para la reivindicación del derecho 
a la educación de todos los niños y niñas. En ella, se reglamenta el derecho a la 
educación de niños discapacitados en el «ambiente menos restrictivo posible», 
que derivó en dos enfoques sobre la inclusión educativa: el enfoque basado en 
el déficit y el enfoque socioconstructivista (Dudley-Marling y Burns, 2014).



Educación inclusiva: estado de la cuestión y balance analítico

58

El enfoque basado en el déficit se argumenta desde la diferencia entre norma-
lidad y anormalidad, de acuerdo con mediciones estandarizadas para calcular el 
«rango promedio» en las capacidades y habilidades cognitivas, sociales o moto-
ras de los seres humanos. Desde esta perspectiva, la inclusión educativa consiste 
en ofrecer oportunidades educativas a aquellos que se encuentran por debajo de la 
media, en una o más de las capacidades o habilidades, quienes son considerados 
«anormales» o «discapacitados». La educación, entonces, debe ser especial, 
para proveerles de las herramientas necesarias que les permita desenvolverse 
normalmente en un ambiente normal, en la mejor medida posible. Para lograrlo, 
la educación especial se basa en tres aspectos: identificar el tipo y grado de disca-
pacidad, diseñar estrategias para compensar el déficit y realizar las adaptaciones 
necesarias para su inclusión en la escuela, como adaptaciones en el currículo o en 
la infraestructura. De acuerdo con el tipo y grado de discapacidad ―cognitiva, 
social o motora― se determina cuál es el mejor ambiente para la educación del 
discapacitado: escuelas especiales o escuelas regulares. Desde este enfoque, los 
programas para lograr la inclusión educativa, como el Plan de Educación Indivi-
dualizada ―Individualized Education Plan― tienen un carácter técnico y buscan 
mejorar la eficiencia y la eficacia del modelo (Dudley-Marling y Burns, 2014)2. 

El enfoque socioconstructivista se nutre de investigaciones en diferentes 
disciplinas como psicología, sociolingüística, estudios de género o antropolo-
gía, y se basa en que el aprendizaje se alcanza mediante la interacción del 
individuo con el otro, el contexto y la cultura. En este sentido, la discapacidad 
no reside en el individuo como tal, sino en el medio que no permite a los 
individuos desenvolverse de acuerdo con las características que le son propias. 
Este enfoque asume que cada persona, independientemente de su edad, género, 
circunstancias económicas, raza o localización geográfica está en una constan-
te construcción de conocimiento, basada en sus propias experiencias de vida 
(Dudley-Marling y Burns, 2014). Para los educadores socioconstructivistas, la 
inclusión educativa consiste en la integración de estudiantes diversos en el aula, 
valorando sus diferencias ―sin negar que estudiantes en situación de discapaci-
dad necesitan apoyo especial―, por lo que son las escuelas, no los estudiantes, 
las que necesitan transformarse para favorecer la inclusión.

Los dos puntos de vista sobre inclusión educativa en Estados Unidos 
se basan en concepciones completamente diferentes de la discapacidad. Ha 
predominado el enfoque basado en el déficit, con resultados cuantitativos 
satisfactorios: en la actualidad, casi todos los estudiantes con discapacidad 
pasan la mayor parte de su tiempo educándose junto a niños y niñas sin dis-
capacidad, resultados que, para algunos investigadores, representa el triunfo 
en las políticas de inclusión. Sin embargo, para los investigadores con un 

2	 Esta propuesta es la que asumió el Ministerio de Educación Nacional en Colombia en 2017, como 
veremos más adelante.
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enfoque de la inclusión socioconstructivista, que haya un mayor número 
de estudiantes con discapacidad en las escuelas, no significa que se haya 
alcanzado la inclusión educativa basada en el respeto a la diversidad y la 
diferencia (Dudley-Marling y Burns, 2014).

AUSTRALIA
Aunque en Australia el sistema educativo es jurisdicción de cada estado, 
el gobierno central ha promovido reformas a nivel nacional para garantizar 
el derecho a la educación de poblaciones vulnerables a lo largo del vasto 
territorio. La inclusión educativa se ha logrado de forma gradual, gra-
cias a la articulación sinérgica entre políticas educativas y transformaciones 
sociales, las cuales originaron un ambiente de aceptación y respeto por la 
diversidad (Forlin, 2006).

La historia de la inclusión educativa en este continente comienza durante 
los años 40 a 70, con la construcción de una gran cantidad de escuelas pú-
blicas para estudiantes con discapacidades específicas que solo recibían es-
tudiantes considerados «educables» o «entrenables», y dejaba por fuera del 
sistema a niñas y niños que requerían un apoyo mucho más especializado 
(Forlin, 2006).

Durante los años 70, el Reporte Karmel, en 1973, con recomendaciones 
para la integración educativa de las personas con discapacidad y las declara-
ciones internacionales para reivindicar los derechos de los niños, provocó en 
la sociedad un cambio en la forma de ver a las niñas y niños discapacitados, 
que se materializaron en 1981, con la celebración del Año Internacional de las 
Personas Discapacitadas. Durante este año, se implementaron políticas educa-
tivas para hacer de la integración de la población discapacitada en la escuela 
una realidad, de manera paralela con el incremento de espacios de participa-
ción en todos los aspectos de la sociedad (Forlin, 2006).

Para brindar el apoyo especializado que requieren niños y niñas discapa-
citados, algunos estados, como Australia Oeste (wa) cuentan con Centros de 
Apoyo Educativo, Education Support Center (esc), instalados en las escuelas 
regulares. Los esc favorecen la cultura de aceptación a la diversidad, al fo-
mentar espacios de interacción cercana entre los niños y niñas con necesida-
des educativas especiales y el resto de estudiantes. Los esc empiezan en los 
años 90 y, con estos, se ha reportado aumento significativo del número de 
estudiantes inscritos con discapacidad en el sistema educativo regular (Forlin, 
2006). Los estados que no cuentan con esc han logrado la integración de ni-
ños y niñas con discapacidad en la escuela, con la participación de profesores 
especializados y psicólogos que atienden las necesidades particulares de esta 
población (Forlin, 2006). 
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A partir de la Declaración de Salamanca (Unesco, 1994), el enfoque 
de la inclusión educativa en Australia se amplía a otros grupos vulnerables 
como indígenas y minorías étnicas o raciales. La asistencia de niños y jóvenes 
indígenas a la escuela se vuelve obligatoria y, a partir de los años 90, ha 
ido aumentando paulatinamente el número de estudiantes indígenas inscritos 
en escuelas públicas. Sin embargo, la transición aún parece ser difícil, pues, 
en 2003, se reportó que la tasa de retención de indígenas en las escuelas es tan 
solo del 43.7 % (Commonwealth of Australia, 2005).

Pese a las diferencias políticas para lograr la inclusión educativa, territorios y 
estados del continente australiano convergen en la transformación hacia la acep-
tación de la diversidad como eje fundamental para luchar contra la exclusión 
de grupos vulnerables, además del aumento en la inversión y la formación de 
profesionales y docentes para la atención especializada de estas poblaciones, en 
un ambiente sensible ante sus necesidades de aprendizaje (Forlin, 2006).

COREA DEL SUR
Por sus diferencias históricas y culturales, en Corea del Sur, se han realiza-
do críticas sobre la manera de abordar la educación inclusiva, basadas en la 
experiencia y lineamientos occidentales, por lo que se ha emprendido un ca-
mino diferente hacia el establecimiento de la educación especial, buscando 
una identificación con el contexto coreano directamente. Corea del Sur es, 
también, un referente importante pues fue sede del encuentro internacional 
en torno a educación inclusiva: el Foro Mundial sobre la Educación 2015, 
realizado en Incheon.

En la antigüedad, se aplicaron políticas de bienestar, basadas en el Save 
and Heal ―salvar y sanar―, dirigida a ancianos, débiles y discapacitados 
que posicionan a Corea como un país con una larga tradición en educación 
especial y un sistema de bienestar para discapacitados. Si bien se consideraba 
la atención exclusiva de personas con discapacidad en centros especializados, 
en los 90 se incluyen enmiendas a leyes y reglamentos para mejorar la calidad 
de los servicios especiales. Además, los estudiantes con discapacidades leves 
ingresan a las aulas regulares, llegando a una relación de 4 a 1 (Kim, 2012). 

La educación inclusiva se incorpora a las escuelas primarias y secundarias, 
ofreciendo educación especial no solo en las escuelas especiales y aulas espe-
ciales, sino también en aulas generales, hospitales y hogares como una forma 
de educación itinerante. En 2007, la ley de 1994 fue revisada nuevamente para 
reforzar los siguientes temas:

•  Fortalecimiento de las instituciones federales y locales, y la diversifica-
ción de la educación especial, los sistemas de prestación de servicios, 
incluida la instrucción itinerante, las escuelas y los programas escolares.
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•  Hacer hincapié en la educación especial temprana para lactantes y el 
desarrollo de sistemas de prestación de servicios de educación especial 
gratuitos adecuados.

•  Disminución del número de estudiantes por aula para fortalecer la calidad 
de la educación de los estudiantes con discapacidades.

•  Ampliación de la enseñanza obligatoria.

En 2007, había un total de 65 940 estudiantes con discapacidades: 35 % 
de ellos recibieron educación especial en escuelas especiales, 54 % recibieron 
educación escuelas convencionales en aulas especiales y 11 % se encontraban 
en el aula general. Por lo tanto, aproximadamente, el 65 % de los estudiantes 
con discapacidades fueron expuestos a la educación inclusiva, ya sea en clase 
especial, o aulas generales. Los estudiantes que fueron asignados a las aulas 
en las escuelas generales contaron, principalmente, con maestros de educa-
ción especial (Kim, 2012). 

En Corea, se ha estimado que, adicional a ofrecer programas especiales en 
escuelas generales, se requiere considerar el ambiente escolar general de las 
escuelas regulares, ya que la mayoría de los estudiantes con discapacidad inte-
lectual, perturbación emocional, o autismo, y una minoría de estudiantes con 
discapacidades visuales y auditivas reciben instrucción en aulas especiales en 
escuelas generales. La educación coreana se reconoce por su intensa compe-
titividad académica, que ejerce altos niveles de presión psicológica sobre los 
estudiantes, con la cual se busca lograr un excelente rendimiento académico 
en la secundaria. Sin embargo, se ha planteado que puede ser antitética y ad-
versa a la práctica de la educación inclusiva. En la actualidad, se cuestiona la 
calidad de la experiencia educativa para los estudiantes con discapacidades, 
puesto que muchas clases especiales se incluyen físicamente en las escuelas 
generales, sin atención a la creación de experiencia de aprendizaje de calidad 
que facilite la inclusión social y académica. Como resultado, muchos estu-
diantes con discapacidad en escuelas generales se han aislado dentro de las 
clases especiales (Kim, 2014).

La responsabilidad de la educación de los estudiantes con necesidades espe-
ciales ha sido concentrada en maestros de educación especial, debido a que los 
maestros de educación general no abordan este enfoque durante su formación 
docente. Recientemente, se ha hecho conciencia de que ambos tipos de maestros, 
tanto de educación general como especial, juegan un papel igualmente impor-
tante en la implementación exitosa de la política de educación inclusiva. En este 
sentido, el Ministerio de Educación lanzó algunos lineamientos basados en tres 
acciones que promueven la educación inclusiva:

•  Desarrollo de planes de estudio y materiales didácticos para la sensibi-
lización y el conocimiento sobre diferentes tipos de discapacidad.
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•  Creación de oportunidades en el entorno escolar donde los estudiantes 
con y sin discapacidad puedan trabajar juntos.

•  Proporcionar oportunidades para el voluntariado con personas con 
discapacidad.

A pesar de los avances y los progresos realizados en la educación inclusiva 
en Corea del Sur, en la actualidad, el trabajo se centra en la formación docente 
que permita avanzar en una práctica más profunda de educación inclusiva 
(Kim, 2012).

AMÉRICA LATINA
Experiencias como las de México, Chile, Argentina y Brasil muestran algunas 
rutas en la implementación de la educación inclusiva con avances significati-
vos pero también con elementos aún por superar. 

México

Este país se caracteriza por un consolidado sistema de educación pública que 
llega hasta la universidad y por una inversión sostenida en dicho sistema. En 
México, los servicios educativos son predominantemente públicos y las escue-
las ofrecen educación gratuita. Sin embargo, el sistema educativo no ha sido 
eficiente en la reducción de las brechas sociales, y las desigualdades se eviden-
cian en las diferencias entre estudiantes urbanos y rurales. A pesar de ello, desde 
2012 se han mostrado mejoras en los niveles de desempeño de los estudiantes 
con mayores desventajas socioeconómicas en las pruebas pisa (García-Cedillo 
y Romero-Contreras, 2015, p.146). 

En 1992, se consideró la integración de los alumnos con necesidades edu-
cativas especiales en el aula general, a partir de la firma del Acuerdo Nacional 
para la Modernización de la Educación entre el gobierno federal y el sindicato 
de docentes, y se modificó el Artículo 41 de la Ley General de Educación, en 
donde se hizo referencia a la integración de los alumnos con necesidades edu-
cativas especiales en el aula general. En el Artículo 41, se define la educación 
especial como un subsistema educativo que sirve a los estudiantes con disca-
pacidades temporales y a los estudiantes con capacidades sobresalientes (dof, 
Gaceta Oficial de la Federación 1993/2014, 18, como se citó en García-Cedillo 
y Romero-Contreras, 2015, p.148). En 2005, fue promulgada la Ley General 
de Personas con Discapacidad. 

En 2007, México firmó y ratificó la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad de las Naciones Unidas. En 2011, la Ley General 
de Personas con Discapacidad fue modificada y renombrada Ley General 
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para la Inclusión de Personas con Discapacidad. En esta, se definen cuatro 
discapacidades: sensorial, física, mental e intelectual, y se ordena la coordi-
nación entre las Secretarías de Educación y Salud para proveer prótesis, apo-
yos ortopédicos y apoyos técnicos para estudiantes con discapacidad (dof, 
Boletín Oficial de la Federación, 2011–2012, como se citó en García-Cedillo 
y Romero-Contreras, 2015, p.149). 

Los estudiantes con necesidades educativas especiales son atendidos 
por profesionales de educación especial afiliados a las escuelas. Antes de 
la integración educativa, los servicios de educación especial en México se 
orientaban por el modelo médico que establecía centros de formación labo-
ral, grupos integrados dentro de escuelas generales, instituciones de servi-
cios de apoyo, y educación especial ―escuelas por discapacidad y currículo 
especial―. Actualmente, estos servicios se orientan por el modelo educa-
cional en el que se realiza un diagnóstico y se da apoyo educativo en las 
escuelas especiales y generales a través de los Centros de Atención Múltiple 
(cam) y las Unidades de Servicios de Apoyo a la Educación Regular (usaer) 
(García-Cedillo y Romero-Contreras 2015, p.151).

De acuerdo con García-Cedillo y Romero-Contreras (2015), la formación de 
los docentes constituye uno de los resultados positivos más importantes de 
la integración educativa en México. No obstante, en los usaer se replica el 
modelo de segregación, cuando los maestros de apoyo trabajan con los estu-
diantes individualmente o en grupos. Adicionalmente, no siempre se presta la 
colaboración necesaria entre maestros de educación general y de educación es-
pecial. De este modo, México requiere de programas de capacitación para los 
profesionales de educación general y especial, y la apertura de puestos de trabajo 
para el personal de educación especial.

Chile

Este ha sido el país en el continente donde se implementaron en forma tem-
prana y de forma intensiva las reformas denominadas neoliberales de los años 
80. Hoy, las demandas sociales, ante el crecimiento de la deuda de los hogares 
para financiar la educación, han llevado a cambios de gobierno y a reformas 
recientes. La Ley General de Educación de 2009 promulga la obligatoriedad 
de la enseñanza primaria y secundaria, y señala que el Estado debe garantizar 
el acceso a todos a las escuelas públicas y privadas a través de financiación 
pública. Los servicios de educación especial están coordinados por una de-
pendencia central del Ministerio de Educación. La educación especial es una 
modalidad educativa que incluye escuelas de educación especial para atender a 
estudiantes sensitivos, intelectuales, motores, de comunicación y discapacitados 
de lenguaje; escuelas de educación general con proyectos de integración edu-
cativa para estudiantes con discapacidades y grupos especiales para estudiantes 
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con discapacidades de aprendizaje; escuelas y aulas en el hospital para los estu-
diantes que reciben tratamiento médico (Ministerio de Educación 2005, como 
se citó en García-Cedillo y Romero-Contreras, 2015, p.146).

En 1990, el Decreto 490 permitió la implementación de proyectos escola-
res para integrar estudiantes con discapacidades en el aula general. En 1993, 
fue emitida la Ley 19 284 sobre la Integración Social de las Personas con 
Discapacidad. En la Ley 20 422, se define la educación especial como una 
modalidad dentro del sistema educativo que presta servicios en general y se 
establece que las escuelas generales deben incorporar las innovaciones nece-
sarias y las adaptaciones curriculares, infraestructura y apoyo para permitir 
y facilitar el acceso de las personas con discapacidad a los cursos o niveles 
educativos existentes, ofreciéndoles los recursos adicionales necesarios para 
asegurar su permanencia y progreso en el sistema (Ministerio de Educación, 
2009, como se citó en García-Cedillo y Romero-Contreras, 2015, p.149). En 
2007, Chile también firmó la Convención sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad de Naciones Unidas.

Antes de la integración educativa, los servicios de educación especial en Chile 
se orientaban por el enfoque de déficit según el cual se realizaba un diagnóstico 
con grupos multiprofesionales y se establecía un tratamiento con escuelas de edu-
cación especial y currículos especiales. En la actualidad, la implementación de 
la integración educativa se orienta por el enfoque biopsicosocial a partir del cual 
el diagnóstico también se realiza con grupos multiprofesionales y se propone un 
tratamiento-educación con escuelas de educación especial, currículos especia-
les y proyectos de integración educacional (García-Cedillo y Romero-Contreras, 
2015, p.151), por lo que la estructura del sistema educativo no tuvo mayores 
cambios. En el sistema educativo chileno, tener un proyecto de integración es 
opcional para las escuelas. Las escuelas públicas tienen una cuota máxima para 
estudiantes con discapacidades y las instituciones privadas no están obligadas a 
recibir estudiantes con discapacidades.

La investigación de García-Cedillo y Romero-Contreras (2015) señala que 
la integración de los estudiantes con discapacidades en las aulas generales aún 
se encuentra rezagada y el sistema educativo chileno se basa en un sistema de 
valores que profundiza las desigualdades. Si bien se ha impulsado el incre-
mento de proyectos de integración para estudiantes con necesidades educati-
vas especiales sin discapacidad y se han aumentado los subsidios para apoyar 
a las escuelas de educación especial, el crecimiento del número de escuelas 
especiales ha retrasado la integración de los estudiantes con discapacidades en 
las escuelas generales. Las políticas de educación especial han mantenido la 
integración educativa solo como una opción y no como un derecho, por lo que 
no todos los estudiantes con discapacidades tienen una oportunidad real de 
estudiar en un entorno inclusivo. Además, gracias a la práctica del diagnóstico 
y el énfasis en los resultados de los estudiantes en pruebas estandarizadas, han 
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aumentado de manera excesiva la población de estudiantes con problemas de 
lenguaje y el número de escuelas de educación especial. 

Cuba

Este es uno de los países en el mundo que más invierte en la educación de sus 
ciudadanos. Cuando ha participado en las pruebas de medición de la calidad 
educativa, ha mostrado indicadores muy superiores, por encima de países como 
EE. UU., y de todos los países latinoamericanos. El sistema garantiza el acceso 
universal y gratuito a la educación pública en todos sus niveles, al mismo tiem-
po que configura para los niveles superiores un modelo altamente meritocrático. 

En Cuba, la educación inclusiva tiene su sustento jurídico en el artículo 
51 de la Constitución, en el que se plantea el derecho a la educación para 
todos y su carácter gratuito. Desde la Revolución en 1959, la educación es de 
naturaleza inclusiva y se basa los siguientes principios: carácter masivo y con 
equidad de la educación, estudio, trabajo, coeducación y la escuela abierta 
a la diversidad, enfoque de género, gratuidad, participación democrática de 
la sociedad en tareas de la educación del pueblo, atención diferenciada y la 
integración escolar (García et al., 2016, p.120).

El sistema educativo cubano contempla el Currículo de la Educación Espe-
cial para satisfacer las necesidades de las personas con discapacidad como parte 
del proyecto revolucionario. En este contexto, la educación especial es concebida 

Como un sistema de instituciones, modalidades de atención, servicios lega-
les y sociales, vías de extensión, soportes profesionales, servicios especiales 
y recursos, puestos a disposición de los alumnos con necesidades educa-
tivas especiales, que abarca a las familias, los educadores y el entorno en 
general. (Ministerio de Educación. República de Cuba, 2008, p.15)

Las escuelas de la red del Ministerio de Educación que garantizan el acce-
so a las personas con necesidades educativas especiales tienen reconocimiento 
social y prioridad en su atención. 

En este tipo de escuelas, se aplica el currículo básico de la Educación Ge-
neral y se realizan algunas adaptaciones curriculares que se ajustan a las ca-
racterísticas de los alumnos. Por ejemplo, estudiantes con fuertes limitaciones 
físicas-motoras son atendidos en sus casas por maestros ambulantes. Los Cen-
tros de Diagnóstico y Orientación (cdo) se encargan de llevar a cabo el proce-
so de diagnóstico, caracterización y evaluación de los niños con necesidades 
educativas especiales. Así mismo, los cdo orientan y hacen el seguimiento a 
las escuelas de enseñanza general para prevenir las necesidades de aprendi-
zaje y alteraciones de conducta de los estudiantes. De acuerdo con el Informe 
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Nacional sobre el Desarrollo de la Educación en Cuba, la enseñanza especial 
se centra en: 

1.	 consolidar el sistema de influencias educativas; 
2.	 orientar y asesorar la labor preventiva y comunitaria que se realiza con 

el resto de los subsistemas educacionales; 
3.	 fortalecer los Consejos de Atención a Menores; 
4.	 y ampliar la cobertura de atención desde edades tempranas (Ministerio 

de Educación. República de Cuba, 2008, p.16).

Argentina

Ha sido, históricamente, uno de los países de Suramérica con uno de los sistemas 
educativos públicos más consolidados, el cual ha sufrido problemas de finan-
ciación en las últimas décadas, mostrando señales de deterioro. De acuerdo 
con Padin (2013), la educación especial en la Argentina comienza en 1885, con 
la creación del Instituto Nacional para niños sordomudos y la Escuela Normal 
anexa para la formación de pedagogos especializados. Este tipo de educación, 
inicialmente, se basó en el modelo médico que generó un sistema segregado, que 
se continuó durante el siglo xx. En 1988, el Plan Nacional de Integración Escolar 
se centró en los aspectos educativos modificando el modelo rehabilitador. Años 
después, en 1998, en el marco de la Ley Federal de Educación, se firmó el Acuer-
do Marco para la Educación Especial y el Acuerdo Marco sobre la Evaluación, 
Acreditación y Promoción. Ya en 2003, se replantea el lugar de la educación es-
pecial y, a partir de la sanción de la Ley de Educación 26 206 (len), se comienza a 
debatir la construcción de políticas de inclusión educativa, a través de la atención 
a la diversidad.

A partir de la len, la educación especial solo se encargará de la atención 
educativa de los alumnos con discapacidad y la inclusión educativa, por el con-
trario, será asegurada a través de la corresponsabilidad del Sistema Educativo. 
De este modo, en todos los niveles y modalidades de enseñanza, se deberán 
ofrecer apoyos y recursos que garanticen la inclusión bajo de la premisa del 
respeto por las características de los estudiantes. En el documento Educación 
Especial Una modalidad del Sistema Educativo en Argentina Orientaciones 1 
se acuerda que toda estrategia de integración implica transformar los sistemas 
educativos y otros entornos de aprendizaje para responder a las diferentes ne-
cesidades de los alumnos. Se expresa que la integración debe tener un carácter 
flexible y plausible, proyectando la progresiva intervención integradora hacia 
prácticas inclusivas (Padin, 2013, pp.51-52). 

Algunos de los logros de esta política se han visto plasmados en la formación 
docente inicial y en el cambio al diseño curricular. La comunidad educativa de 
las escuelas especiales ha participado del programa Conectar Igualdad, en el 
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que se brinda una netbook por estudiante para fortalecer la propuesta pedagó-
gica con centralidad en la enseñanza. También, se han establecido políticas de 
desarrollo profesional docente para contribuir a la transformación de modelos 
y procesos de enseñanza y de aprendizaje a través de talleres. Se han generado, 
además, entornos adecuados para que los alumnos con discapacidad puedan 
contar con la accesibilidad adecuada modificando las barreras para la participa-
ción. Mediante el Plan 700 Escuelas del Ministerio Nacional, se construyeron 
o adecuaron 1611 establecimientos con condiciones arquitectónicas de accesi-
bilidad (Padin, 2013, p.58).

A partir de la revisión de las características de la educación especial y la 
inclusión educativa, Padin (2013) encuentra que, más allá de los acuerdos gene-
rales alcanzados, hay una disparidad provincial en cuanto a las estructuras que 
se han dado para llevar adelante los lineamientos de esta modalidad educativa. 
Así, mientras algunas jurisdicciones cuentan con dotación de personal suficien-
te, otras no han avanzado en el tema. Además, son diversas las experiencias 
que muestran que las instituciones no han generado nuevos formatos organiza-
cionales para atender a la diversidad, y no se han adaptado a las necesidades 
de los estudiantes con discapacidad y a los docentes de escuelas especiales. La 
autora señala que, si bien se ha avanzado en la problemática de la integración 
de la población a las escuelas de educación especial, aún muchos estudiantes 
que asisten a estas escuelas son catalogados bajo la categoría de «discapacidad 
mental leve», a pesar de que no presentan ningún tipo de discapacidad orgánico 
o funcional y, en su lugar, atraviesan por problemas de aprendizaje o de con-
ducta en muchos casos. En este caso, se requiere superar la homogeneización 
de los estudiantes mediante el respeto a su heterogeneidad y la atención a sus 
trayectorias escolares (Padin, 2013, p.58).

Brasil

Este país tiene un sistema descentralizado donde los gobiernos estatales tienen 
autonomía para administrar la educación, y cuenta con un gran liderazgo eco-
nómico y cultural en la región, con visibilidad internacional, aunque con gran-
des inequidades. La primera traducción de la Declaración de Salamanca estuvo 
disponible en 1994 en Brasil. Durante esta época, Brasil se caracterizó por un 
contexto político democrático en que los movimientos sociales tomaron fuerza. 
A partir de la Política Nacional de Educación Especial de 1994, se comienza a 
pensar la educación especial como la integración de las personas con discapaci-
dad en escuelas regulares. Se asigna, entonces, a la educación la responsabilidad 
de la inclusión social y se hacen inversiones masivas en educación profesional y 
técnica y en la educación superior. Esto con el fin garantizar la educación de to-
dos los ciudadanos para entrar en el mercado laboral (Breitenbach et al., 2016).
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Para Breitenbach, Honnef y Tonetto (2016), la Educación Especial incor-
pora un formato de educación inclusiva a través de una nueva política. Sin 
embargo, esta no cubre la complejidad de un país con desigualdades sociales 
y económicas. Las políticas públicas para la educación inclusiva y la educa-
ción especial han sido y están siendo propuestas en Brasil sobre cambios en 
la interpretación de la Declaración de Salamanca que han conducido a su tra-
tamiento como sinónimos. Los autores identifican que el escenario instaurado 
por esos cambios vincula a la educación inclusiva con la educación especial, 
de manera tal que pareciera que la primera está orientada exclusivamente a la 
segunda (Breitenbach et al., 2016, p.374). De este modo, la educación inclusi-
va se ha interpretado como una tarea que le compete solamente a la educación 
especial, lo que ha resultado en una serie de confusiones conceptuales, en 
detrimento del desarrollo de actividades para todos los estudiantes.
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CAPÍTULO 4
POLÍTICAS NACIONALES 
GENERALES Y NORMAS SOBRE 
INCLUSIÓN EDUCATIVA

Carlos Miñana Blasco 
Marisol Moreno Angarita 
Diana Janeth Ortiz López

Después de revisar las políticas internacionales y algunas experiencias de países, 
se abordan, a continuación, las políticas nacionales, políticas que han tratado de 
cumplir los acuerdos y declaraciones firmados en los escenarios multilaterales. 
Para ello, se revisa, en primer lugar, la normativa vigente en orden cronológico 
y se concluye, en este sentido, con una breve descripción de los programas más 
significativos. Se incluyen no solo las leyes, decretos o resoluciones, sino tam-
bién algunos planes decenales, documentos del Consejo Nacional de Política 
Económica y Social (conpes), lineamientos de política ministerial para un sector 
específico, etc. En esta sección, se tienen en cuenta, principalmente, las normas y 
programas nacionales de carácter más general, pues de manera posterior, se abor-
dan en detalle los orientados a poblaciones específicas y los implementados en el 
Distrito Capital de Bogotá. La jurisprudencia, si bien es de nivel nacional, suele 
estar asociada a demandas de poblaciones específicas, por lo que se recogerá en 
la sección correspondiente a la normativa nacional para cada tipo de población.

NORMATIVA
Colombia se ha comprometido con la transformación del sistema educativo hacia 
la inclusión, de acuerdo con los lineamientos orientadores de la unesco (Beltrán 
et al., 2015). Desde la proclamación de la Constitución Política Colombiana en 
1991, se consagra la educación como un derecho fundamental de todas las per-
sonas, de carácter obligatorio para niños y niñas entre 5 y 15 años de edad, y, en 
el artículo 67, se obliga al Estado a velar por la calidad educativa, la cobertura, el 
acceso y la permanencia de los estudiantes en el sistema educativo (Constitución 
Política de Colombia, 1991).

El Congreso de la República reglamenta el servicio público de educación, me-
diante la Ley 115 de 1994. De acuerdo con la Constitución, el artículo 1 de esta 
ley establece la integración en el servicio educativo formal ―preescolar, básica 
y media―, no formal e informal a niños y jóvenes en edad escolar, a adultos, a 
campesinos, a grupos étnicos, a personas con limitaciones físicas, sensoriales y 
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psíquicas, con capacidades excepcionales, y a personas que requieran rehabilita-
ción social (Ley 115 General de Educación de Colombia, 1994).

Aunque la Ley 115 tiene implícito el principio de integración de población 
vulnerable en el sistema educativo, el Gobierno colombiano ha promulgado 
reglamentación complementaria para garantizar el derecho a la educación de 
todos los ciudadanos y ciudadanas: El Decreto 2082 de 1996 reglamenta la 
atención educativa para personas con limitaciones de orden físico, sensorial, 
cognitivo o emocional y las personas con capacidades o talentos excepciona-
les de acuerdo con los principios de: integración social y educativa, desarrollo 
humano, oportunidad y equilibrio, y soporte específico. El Artículo 17 deman-
da a las instituciones educativas (ie) que atienden únicamente a personas con 
limitaciones a adaptar gradualmente su Proyecto Educativo Institucional (pei) 
bajo el principio de integración, para atender a todos los estudiantes.

Colombia incorpora al bloque de constitucionalidad los avances del Dere-
cho Internacional de las personas con discapacidad. Mediante la Ley 762 de 
2002, se incorpora la Convención Interamericana para la eliminación de todas 
las formas de discriminación contra las personas con discapacidad.

La Resolución 2565 de 2003 del Ministerio de Educación Nacional esta-
blece los parámetros y criterios para la prestación del servicio educativo a la 
población con necesidades educativas especiales (nee). Las secretarías de educa-
ción regionales son las encargadas de garantizar los recursos y procesos para la 
inclusión de la población con nee en las instituciones públicas y seleccionar una 
entidad para realizar los exámenes que permitan identificar el grado de discapa-
cidad para la focalización de los estudiantes.

La Política Pública Nacional de Discapacidad se crea mediante el docu-
mento conpes del 2004, como parte del Plan Nacional de Desarrollo 2002–
2006, Hacia un Estado Comunitario (Departamento Nacional de Planeación, 
2004). La política se diseña bajo un enfoque de protección y manejo social del 
riesgo y propone estrategias para evitar la discriminación y exclusión social, 
promoviendo actitudes positivas hacia la diversidad, la igualdad social de las 
personas con discapacidad, la inclusión e integración social y su participación 
de la comunidad en la prevención, mitigación y superación de la discapacidad.

En el año 2005, el Documento Número 2 Lineamientos de política para la 
atención educativa a poblaciones vulnerables define las poblaciones vulnera-
bles como aquellas personas que, por su naturaleza u otras circunstancias, se 
encuentran expuestos a la exclusión, la pobreza, los efectos de la inequidad y 
la violencia; allí, se identifican cinco grupos para la atención prioritaria: 

1.	 personas con discapacidad o con talentos excepcionales; 
2.	 grupos étnicos ―negros, afrocolombianos, raizales y palenqueros, 

indígenas y rom―; 
3.	 población víctima del conflicto armado; 
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4.	 población desmovilizada en proceso de reinserción; 
5.	 población habitante de frontera (Ministerio de Educación Nacional, 2005).

En el año 2006, el men introduce el concepto de educación inclusiva, en-
tendida como la atención con calidad y equidad a las necesidades comunes y 
específicas que presentan los estudiantes (Beltrán et al., 2015). Para alcanzar 
la educación inclusiva, el Gobierno Nacional ha promulgado la normativa adi-
cional que se expone a continuación:

La organización del Sistema Nacional de Discapacidad (snd) se reglamenta 
mediante la Ley 1145 de 2007, que busca garantizar la articulación de las políticas, 
los recursos y la atención a las personas con discapacidad a nivel nacional y territo-
rial. Con el snd se busca optimizar los recursos, y se organiza y evalúa la oferta de 
programas y servicios en términos de cobertura de la población con discapacidad.

La organización del servicio de apoyo pedagógico para la atención de los 
estudiantes con discapacidad y con capacidades o talentos excepcionales, en 
el marco de la educación inclusiva, se reglamenta por medio del Decreto 366 
del 9 de Febrero de 2009 del Ministerio de Educación Nacional. La norma 
aplica para las entidades territoriales certificadas, que son las encargadas de la 
prestación del servicio educativo pertinente y sin ningún tipo de discrimina-
ción a la población que presenta barreras en el aprendizaje y la participación, 
en función de su discapacidad ―sensorial, motora, cognitiva o adaptativa― o 
para aquellos estudiantes que sobresalen en pruebas que miden la capacidad 
intelectual o presentan un desempeño superior en un área específica.

Con la Ley 1346 de 2009, Colombia incorpora al bloque de constitucio-
nalidad la convención sobre los derechos de las personas con discapacidad 
proclamada por las Naciones Unidas.

Ya en el año 2013, el men diseña los Lineamientos de política de educación 
superior inclusiva para definir estrategias y acciones que permitan el acceso de 
grupos vulnerables previamente focalizados a la educación superior (Ministe-
rio de Educación Nacional, 2013). Mediante el documento conpes del 2013 se 
precisan los compromisos para la implementación de la política de Prosperidad 
para Todos del Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014. En este documento, se 
definen los lineamientos, estrategias y recomendaciones para la construcción e 
implementación de la Política Pública de Discapacidad e Inclusión Social (pp-
dis) con la participación del Estado, la sociedad civil y la ciudadanía, cuyo ob-
jetivo es que las personas con discapacidad puedan gozar de la igualdad en los 
derechos y libertades fundamentales (Departamento Nacional de Planeación y 
Consejo Nacional de Política Económica y Social, 2013).

PROGRAMAS
Para atender las necesidades de formación de manera contextualizada, pertinente y 
diferenciada de acuerdo con el grupo poblacional, el men ha definido un portafolio 
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de «modelos educativos» de carácter flexible y adaptables: Aceleración del Apren-
dizaje, que propone disminuir la extra edad en la educación básica primaria; Escuela 
Nueva, dirigido a la ampliación de la cobertura en la educación básica primaria; Pos-
tprimaria, que busca la ampliación de la cobertura para estudiantes entre 12 y 17 años 
que terminan la primaria, para que continúen sus estudios de sexto a noveno grado 
en un ambiente contextualizado de acuerdo a sus propias expectativas; Telesecun-
daria, un modelo que busca aumentar la cobertura y garantizar la permanencia en 
el sistema educativo de la población rural en la educación básica secundaria (Minis-
terio de Educación Nacional, 2010); Servicio de Educación Rural ser, un modelo 
en educación básica dirigido a jóvenes y adultos, que, como se indica en el Decreto 
3011, adapta la investigación participativa para contextualizar los conocimientos a 
la realidad de los estudiantes, a través de sus propias experiencias (Decreto 3011, 
1997); Programa de Educación Continuada cafam, que, de acuerdo al mismo 
decreto, ofrece alternativas pedagógicas flexibles y lúdicas para la alfabetización de 
jóvenes y adultos, de tal manera que puedan continuar sus estudios de básica y me-
dia (Decreto 3011, 1997); y Sistema de Aprendizaje Tutorial sat, para que jóvenes 
y adultos de las zonas rurales completen la educación básica, secundaria y media, 
por medio de la integración de la educación con el trabajo y la organización 
comunitaria (Decreto 3011, 1997). Estos modelos son considerados por Beltrán 
et al. (2015) como programas de inclusión, ya que se adaptan a las necesidades de 
diferentes poblaciones que no tienen acceso a la escolarización regular.

En el año 2006, el Ministerio de Educación Nacional formula el Programa 
de Educación Inclusiva con Calidad, en el que se diseña la ruta y metodolo-
gía para la transformación de las instituciones educativas hacia la inclusión. 
La metodología está estructurada por etapas, fases, estrategias y actividades 
adaptables a las condiciones y contextos particulares de cada municipio o ie 
y tiene como objetivo desarrollar el proceso de inclusión a partir del recono-
cimiento a la diversidad. Para poner en práctica esta metodología, se crea un 
Equipo Nacional de Formadores, Equipos de Formadores Territoriales y un 
Equipo de Gestión Territorial que trabajan bajo un modelo de formación tipo 
cascada, para llegar a todas las instituciones del país (Beltrán et al., 2015).

Para reconocer el estado de la inclusión, el men elabora, en 2008, el Índice de 
Inclusión Educativa, una herramienta de autoevaluación de la gestión directiva, 
académica, administrativa y de la comunidad para identificar fortalezas y oportu-
nidades de mejora de la calidad en las condiciones de aprendizaje, participación 
y convivencia de la comunidad1.

1	 Este índice se basa en la Guía para la evaluación y mejora de la educación inclusiva Desarrollando el 
aprendizaje y la participación en las escuelas (Booth y Ainscow, 2002), desarrollado en Inglaterra, 
adoptado por la unesco, traducido y adaptado en numerosos países.
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CAPÍTULO 5
POLÍTICAS DISTRITALES 
GENERALES Y NORMAS SOBRE 
EDUCACIÓN INCLUSIVA

Soraya  Elena Layton Jaramillo 
Carlos Miñana Blasco 
Diana Janeth Ortiz López 

Este capítulo se centra en las políticas distritales generales ―normativa jurídica 
en un sentido amplio y programas― relacionadas con la educación inclusiva. 
Las políticas específicas para cada población se abordan en la sección corres-
pondiente.

NORMATIVA
La ciudad de Bogotá es una ciudad diversa. En sus calles, conviven niños, jóvenes 
y adultos de raza, color, religión, ideología política, género, orientación sexual, 
situación económica, capacidades y habilidades diversas, a quienes la ciudad debe 
garantizar equidad en derechos fundamentales, como la educación.

En este sentido, el gobierno de la ciudad ha emprendido acciones afirmati-
vas para revertir las formas de discriminación a grupos vulnerables y fomentar 
la equidad e igualdad real con un enfoque diferenciado, de acuerdo con los 
principios rectores de la Constitución Política colombiana de 1991 (Secretaría 
de Educación del Distrito, 2016a). De las acciones afirmativas emprendidas 
por el Distrito, se desprenden varios acuerdos con los que se busca convertir 
la equidad y la inclusión en una realidad.

Por medio del Acuerdo 125 de 2004 del Concejo de Bogotá, se dictan disposi-
ciones para reglamentar la implementación de la Cátedra de Derechos Humanos, 
Deberes y Garantías y Pedagogía de la Reconciliación para los establecimientos 
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educativos públicos y privados en los niveles preescolar, básica, media y supe-
rior, formal y no formal, con el propósito de contribuir a la formación de una cul-
tura de reconocimiento y respeto por los derechos humanos. El parágrafo 1 obliga 
a la Secretaría de Gobierno, en coordinación con todas las entidades guberna-
mentales y no gubernamentales, a desarrollar programas a favor de los derechos 
humanos a niños, niñas, jóvenes y adultos desescolarizados, con prioridad a las 
personas vulnerables, de acuerdo con el artículo 13 inciso 3 de la Constitución 
Nacional (Acuerdo 125, 2004).

En el mismo año 2004, con el Acuerdo 127 del Concejo de la ciudad, se crea 
el programa de capacitación gratuita en informática para los adultos en condi-
ción de discapacidad del nivel 1 y 2 del Sistema de Identificación de Potenciales 
Beneficiarios de Programas Sociales (sisbén) y se emiten los lineamientos para 
su reglamentación (Acuerdo 127 2004); ya para el 28 de diciembre, se establece 
el Sistema Distrital de Atención Integral de Personas en condición de discapa-
cidad, con el propósito de diseñar políticas, planes, programas y proyectos que 
«faciliten la prevención, los cuidados en salud y sicológicos, la habilitación, la 
rehabilitación, la educación, la orientación, la integración laboral y la garantía 
de los derechos fundamentales económicos, culturales y sociales de las perso-
nas con limitación y/o discapacidad».

El 12 de octubre de 2007, con el Decreto 470, la ciudad adopta la Política 
Pública de Discapacidad para el Distrito Capital, de acuerdo con las directri-
ces nacionales (Decreto 470, 2007).

Mediante la expedición del Decreto 330 de 2008, se determina como función 
de la Secretaría de Educación la orientación, formulación y ejecución de políti-
cas, planes y programas para garantizar el derecho a la educación de niñas, niños 
y jóvenes, y fomentar su permanencia en el sistema, ofreciéndoles una educa-
ción con pertinencia, calidad y equidad, en sus diferentes niveles y modalidades.

Ya en el año 2009, se publica el Acuerdo 359 del Concejo de Bogotá, por 
el cual se establecen los lineamientos de política pública para los indígenas en 
la capital, un:

Conjunto de estrategias, acciones, planes y programas que la Administra-
ción Distrital en todos sus órdenes desarrollará en concertación con los 
pueblos indígenas, para garantizar igualdad de oportunidades, acceso y 
permanencia en el goce efectivo de sus derechos y el mejoramiento de sus 
condiciones de vida (Acuerdo 359, 2009, art. 3),

basado en los principios de diversidad e integridad étnica y cultural, intercul-
turalidad y multiculturalidad, representación colectiva, autonomía, participa-
ción, consulta y concertación, y equidad étnica.

El Concejo de Bogotá implementa «programas de formación para el traba-
jo y/o competencias laborales para las personas en situación de discapacidad 
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incorporadas en el Registro para la localización y caracterización de las per-
sonas con discapacidad», por medio del Acuerdo 447 de 2010, en el marco del 
Plan de Acción de la Política Pública de Discapacidad para Bogotá, con un 
enfoque de formación socio-laboral, el cual busca la inclusión laboral de las 
personas en condición de discapacidad.

Ahora bien, con el Acuerdo 453 de 2010, el Concejo de Bogotá crea el servi-
cio de apoyo pedagógico escolar para niños, niñas y jóvenes hospitalizados e in-
capacitados en la red de hospitales de la Secretaría de Salud, con el fin de garan-
tizarles el derecho a la educación y facilitar el proceso de educación formal a los 
estudiantes que por alguna razón se encuentran en condición de hospitalización.

El Acuerdo 559 de 2014 del Concejo de Bogotá establece los lineamien-
tos para garantizar «el acceso y accesibilidad de las personas en situación de 
discapacidad a la información pública consignada en los medios virtuales del 
Distrito» (Acuerdo 559, 2014, art. 1). Allí, se obliga a las entidades públicas, 
incluidas las bibliotecas, a garantizar el acceso a la información haciendo uso 
de las Tecnologías de la Información y la Comunicación (tic), de acuerdo con 
las necesidades especiales de la población con discapacidad.

Por medio del Acuerdo 603 de 2015, el Concejo de Bogotá adopta el Pro-
tocolo-Guía con los lineamientos de ayudas técnicas distritales para avanzar 
en «la rehabilitación integral, el desarrollo físico y social autónomo de las 
personas con discapacidad, en cumplimiento de la Constitución, la Ley y los 
convenios internacionales suscritos por Colombia» (Acuerdo 603, 2014, art. 
1). Los principios que orientan la implementación de protocolos son: perspec-
tiva del ciclo vital, equidad, autonomía, cobertura, corresponsabilidad social, 
territorialidad, participación e individualización.

PROGRAMAS
Con base en la normativa nacional y distrital, Bogotá ha implementado progra-
mas hacia la inclusión educativa, dirigidos, inicialmente, a niños, niñas y jóvenes 
con discapacidad y talentos excepcionales. En años recientes, la ciudad amplía 
la visión de la inclusión educativa mediante la implementación de estrategias 
para garantizar el acceso permanente y de calidad, con un enfoque diferencial, no 
solo a la población con discapacidad, sino también a los grupos étnicos afrodes-
cendientes, palenqueros, raizales, indígenas y rom, las personas lesbianas, gais, 
bisexuales, transexuales e intersexuales (lgbti) y víctimas del conflicto armado 
(Secretaría de Educación del Distrito, 2014b, p.13).

Para la incorporación de niños, niñas y jóvenes con discapacidad y talentos 
excepcionales, la Secretaría de Educación del Distrito (sed), de acuerdo con 
el Concepto 130011 de 2010, cuenta con colegios, que incluyen prácticas in-
clusivas en las siguientes modalidades pedagógicas (Secretaría de Educación 
del Distrito, 2010):
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•  Atención educativa en el aula regular: dirigida a escolares, cuyo grado de 
discapacidad les permite estar en el aula regular, mediante adaptaciones 
curriculares y el diseño de Proyectos Educativos Personalizados (pep). 

•  Programa de diversificación curricular: para estudiantes con discapaci-
dad cognitiva leve, que busca mejorar los niveles de aprendizaje y ase-
gurar su permanencia en la escuela.

•  Atención educativa en contextos exclusivos: para escolares con discapaci-
dad cognitiva que requieren el apoyo especializado de equipos pedagógi-
cos interdisciplinarios, en aulas de atención exclusiva dentro del colegio.

•  Aula para estudiantes sordos: para preescolar y básica primaria, en las que 
un sordo adulto acompaña al docente, para servir como modelo lingüístico.

•  Integración con intérprete: para los estudiantes sordos, usuarios de la 
Lengua de Señas colombiana, para secundaria y media. Los estudiantes 
sordos se integran con estudiantes oyentes y cuentan con la ayuda de un 
intérprete de manera permanente.

En la tabla 5.1, se sintetizan las modalidades pedagógicas para la inclusión de 
estudiantes con necesidades educativas especiales en el sector oficial en Bogotá.

Tabla 5.1. Modalidad pedagógica de acuerdo con el tipo de discapacidad/nee

Discapacidad/Necesidades 
educativas especiales Modalidad pedagógica

Discapacidad cognitiva leve
Síndrome de Down y autismo

1. Integración al aula regular 
2. Atención en aula exclusiva 
3. Diversificación curricular

Auditiva 1. Aulas para sordos (B primaria) 
2. Integración con Intérprete (B secundaria y media)

Visual Integración al aula regular

Lesión neuromuscular y otros Integración al aula regular

Multidéficit - Sordo ceguera Inclusión alternativa

Talentos excepcionales Integración al aula regular/ Centros lúdicos y pace

Fuente: Secretaría de Educación del Distrito (2010).

Con el Plan de Desarrollo Distrital 2012-2016 Bogotá Humana, la ciudad 
se propone superar la segregación y la discriminación con el ser humano como 
centro de las políticas públicas. 	Este amplía la visión de inclusión educativa, 
como se lee en la estrategia 6:

Garantizar el acceso permanente y de calidad a la educación de niños, 
niñas, adolescentes y jóvenes, para ampliar la cobertura de la educación 
inicial, extender la jornada en la educación básica y media y articular esta 
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última con la superior, hacia el mejoramiento de las oportunidades de los 
jóvenes de menores recursos de la ciudad, asegurar el enfoque diferencial 
para todos los grupos étnicos afrodescendientes, palenqueros, raizales, indí-
genas y rom, las personas lgbti, con discapacidad y víctimas del conflicto 
armado. (Acuerdo 489, 2012)

Las apuestas fundamentales de la política educativa de la Bogotá Humana 
fueron la educación para la ciudadanía y la convivencia, y el currículo para 
la excelencia académica y la formación integral (Secretaría de Educación del 
Distrito, 2014a, p.18).

La primera estrategia propone una educación para construir la ciudadanía 
y la convivencia mediante la implementación de un modelo pedagógico que 
transforme la escuela, partiendo del reconocimiento de los actores educativos 
como estrategas y protagonistas de su realidad, con capacidad de reflexión, 
de diálogo, de organización y aprendizaje, a través de la metodología de Re-
flexión-Acción-Participación (Secretaría de Educación del Distrito, 2014a, 
p.20). La segunda estrategia consiste en el diseño curricular para fortalecer la 
educación inicial, la básica y la media con «más tiempos y más aprendizajes, en 
pro de la formación integral y la excelencia académica» (Secretaría de Educa-
ción del Distrito, 2014a, p.21).

El Plan de Desarrollo Distrital 2012-2016 busca fomentar la inclusión edu-
cativa con un enfoque diferencial, el cual se enmarca en una perspectiva de 
derechos humanos que se concreta con los Lineamientos distritales para la 
aplicación del enfoque diferencial (Comisión intersectorial poblacional del 
Distrito Capital, 2013).

Durante la implementación de este denominado Plan de Desarrollo Distri-
tal 2012-2016 Bogotá Humana se fortalece la inclusión educativa de estudiantes 
con discapacidad, por medio de apoyos humanos, técnicos y tecnológicos a 
los colegios con prácticas inclusivas en diferentes modalidades pedagógicas, y se 
implementan nuevos programas para la inclusión de poblaciones vulnerables, con 
un enfoque diferencial (Dirección de inclusión e integración de poblaciones, s.f.).

Atención a la población víctima del conflicto armado

Para ofrecer una educación de calidad y pertinencia a los niños, niñas y jóve-
nes víctimas del conflicto armado, la Secretaría de Educación del Distrito di-
seña un programa diferencial con el propósito de que los procesos educativos 
dirigidos a esta población contribuyan a la reconstrucción de sus proyectos 
de vida y a la adaptación en los lugares de recepción, mediante el acompaña-
miento pedagógico a las instituciones, el suministro de herramientas flexibles 
y el fortalecimiento de la capacidad de maestros y maestras (Dirección de 
inclusión e integración de poblaciones, s.f.).
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Educación intercultural y atención a grupos étnicos

La sed ha avanzado en la inclusión de grupos étnicos mediante procesos de pro-
moción del reconocimiento de estas poblaciones y el fortalecimiento de la edu-
cación intercultural y la etnoeducación en el sistema educativo distrital. Estos 
se han llevado a cabo, principalmente, en aquellas instituciones que cuentan con 
una mayor cantidad de estudiantes pertenecientes a grupos étnicos: afrocolom-
bianos, negros, palenqueros, raizales, indígenas, rom o gitanos, con el propósito 
de que sean sujetos plenos de derecho sin prejuicios ni racismo o exclusión 
(Dirección de inclusión e integración de poblaciones, s.f.).

LGTBI

Desde la sed se formuló un Plan de Acción de la Política Pública lgbti para 
incentivar la construcción de una cultura de respeto a la diversidad y eliminar 
las prácticas discriminatorias relacionadas con la identidad de género y la orien-
tación sexual en las escuelas del Distrito. Esto se realiza mediante la adecuación 
de los manuales de convivencia, los Proyectos Educativos Institucionales, las 
estrategias pedagógicas y los proyectos en educación para la sexualidad y la 
implementación de programas de protección y prevención de vulneración de los 
derechos humanos de las personas con orientación sexual diversa (Dirección de 
inclusión e integración de poblaciones, s.f.).

Desincentivación del trabajo infantil

La SED, también, ha avanzado en la inclusión de niñas, niños y jóvenes me-
nores de edad trabajadores y de aquellos que pertenecen al sistema educativo 
distrital, que se han identificado como trabajadores en el comercio callejero y 
el reciclaje, la mendicidad o pertenecientes a familias desplazados o cabildos 
indígenas con programas de vinculación a actividades de refuerzo escolar, lúdi-
cas, recreativas, deportivas y formativas extraescolares (Dirección de inclusión 
e integración de poblaciones, s.f.).

Programa Volver a la escuela

Este programa está enfocado en la restitución del derecho a la educación de 
niños, niñas y jóvenes en extraedad que se han alejado del sistema educativo, 
mediante estrategias de nivelación ―procesos básicos, aceleración primaria 
y aceleración secundaria―. El programa, también, contempla la cualificación 
de las propuestas pedagógicas flexibles para que los docentes puedan devol-
verle a los estudiantes de este grupo la confianza y la motivación, favorecer su 
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continuidad en el sistema e incrementar la eficiencia del servicio público de 
educación (Dirección de inclusión e integración de poblaciones, s.f.).

Educación para adultos

La sed ha fomentado la inclusión de la población adulta en el sistema educativo, 
mediante la aplicación de modelos flexibles que se adaptan a las necesidades de 
esta población en cuanto a horarios, lugar y metodologías, cumpliendo los estánda-
res mínimos de calidad (Dirección de inclusión e integración de poblaciones, s.f.).

Aulas hospitalarias

En los últimos años, se ha implementado el Programa Aulas Hospitalarias, con 
el fin de garantizar el derecho a la educación de niños, niñas y jóvenes que se 
encuentran en situación de hospitalización, en algunos de los hospitales de la red 
pública (Dirección de inclusión e integración de poblaciones, s.f.).

Morrales de sueños

Este programa consiste en la vinculación de empresas y personas naturales 
para apoyar a los estudiantes vulnerables. Como prioridad se apoya a estu-
diantes con discapacidad o talentos, víctimas del conflicto, grupos étnicos y 
del programa Volver a la escuela, con la entrega de kits escolares, uniformes 
y calzado escolar (Dirección de inclusión e integración de poblaciones, s.f.).

Población con talentos o capacidades excepcionales

La Dirección de Inclusión y Dirección de poblaciones de la sed ha firmado 
diferentes convenios para ofrecer oportunidades de educación alternativa en 
ciencias, música, medios de comunicación, narración y expresión creativa para 
potenciar las capacidades de aquellos estudiantes que sobresalen por sus talen-
tos excepcionales (Secretaría de Educación del Distrito, 2015a, p.35).

Aunque la administración distrital ha diseñado políticas, planes, estrategias y 
programas para lograr la inclusión educativa, Bogotá aún se encuentra lejos 
de tener escuelas inclusivas. Es necesario que los actores del ámbito educativo 
y social de la ciudad dirijan sus esfuerzos para avanzar hacia el desarrollo de un 
sistema educativo inclusivo, mediante acciones de acompañamiento técnico, difu-
sión de publicaciones, investigaciones y estudios sobre la inclusión, capacitación 
docente y diseño de instrumentos para la recopilación de información cuantitativa 
y cualitativa sobre la situación de la educación inclusiva y articulación de los 
planes y programas, pero, sobre todo, dirigir acciones hacia la transformación 
social de la ciudad hacia una cultura de aceptación y respeto de la diversidad.
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CAPÍTULO 6
CONCEPTUALIZACIÓN SOBRE 
INCLUSIÓN EDUCATIVA DE 
POBLACIONES ESPECÍFICAS

Adriana Caballero Pérez 
Karina Camacho Reyes 
Martha Isabel Cortés Ocazionez 
Susana Fergusson 
Carlos Miñana Blasco 
Marisol Moreno Angarita 
Margarita Posada Escobar 
Óscar Alejandro Quintero Ramírez 
Alexander Restrepo Ramírez

Los conceptos y políticas sobre educación inclusiva pueden resultar inocuos, 
inoperantes o incluso contradictorios en algunos casos, si no se consideran las 
especificidades de determinados grupos poblacionales. Cada grupo poblacio-
nal, además, se han adoptado posiciones diferentes frente a las estrategias para 
la inclusión. Este abordaje se enmarca en el denominado enfoque diferencial, 
adoptado por las políticas públicas colombianas y, especialmente, distritales.

El enfoque diferencial reconoce que el curso de vida es distinto para cada 
persona, según sus condiciones particulares y las situaciones y contextos 
en los que interactúa. Por ende, implica visibilizar y valorar esta diversi-
dad en el diseño e implementación de las políticas públicas, así como pro-
mover que se elimine cualquier discurso o práctica discriminatoria basada 
en las diferencias.
Se fundamenta en los principios de igualdad, diversidad, interculturalidad, 
integralidad, participación e inclusión, por lo que enfatiza en la necesidad 
de evidenciar, profundizar o ajustar la oferta de atención dirigida a los ni-
ños, niñas, adolescentes y a sus familias, de acuerdo con sus diferencias 
individuales y colectivas. Se orienta a reivindicar los derechos de todas las 
personas, independientemente de sus particularidades, y considera que exis-
ten rasgos que exigen acciones distintivas para construir o reconstruir las 
condiciones habilitantes del ejercicio y la garantía de los derechos, tanto 
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a nivel individual como grupal. (Equipo técnico del Comité Ejecutivo del 
Sistema Nacional de Bienestar Familiar, 2016, p.24)

Por esta razón, en este capítulo se considera la educación inclusiva desde la 
perspectiva de cada una de las poblaciones que han sido consideradas en la po-
lítica educativa, bien sea como resultado de la incorporación de los acuerdos y 
declaraciones internacionales a las políticas nacionales, o de las reivindicacio-
nes de dichas poblaciones ―grupos étnicos, personas lgbti, personas con dis-
capacidad, primera infancia, población desplazada y víctima del conflicto―.

GRUPOS ÉTNICOS1

En esta sección, se tratarán los conceptos de etnicidad y grupos étnicos. La 
definición de las colectividades humanas, en términos de grupos étnicos, ha 
sido objeto de profundas discusiones que no necesariamente ha generado la 
unanimidad en las ciencias sociales. Uno de los puntos esenciales en la defi-
nición del grupo étnico, como concepto teórico, ha sido el relacionado con 
la tensión entre la homogeneidad y heterogeneidad entre los individuos que 
componen una comunidad o una sociedad; de lo distinto, si se quiere hablar 
en otros términos. Así, en la antigua sociedad griega el etnos entró a designar 
al grupo humano exterior a la polis.

A pesar de que en un principio los conceptos de raza y etnia estuvieran 
fuertemente asociados, también fue clara la diferenciación que asociaba la 
primera con la naturaleza y la segunda con la cultura. En ese sentido, Weber 
(1964 [1922], pp.315-322) proponía que los dos conceptos refieren a lo que él 
denominaba una comunidad de origen. Sin embargo, para el caso de la etnia se 
trataba de una autoafirmación subjetiva de pertenencia por parte de un grupo 
humano o del individuo, mientras que la raza correspondía a una objetivación 
por parte del observador. Como categoría de definición de un grupo social, 
la etnia se constituyó como una construcción teórica ligada a los procesos 
de colonización, que apunta a clasificar y comparar los pueblos colonizados 
(Amselle y M’Bokolo, 1985).

Si bien es cierto que el racismo científico pierde prácticamente todo el 
espacio de legitimidad que tuvo hasta los años 50 del siglo xx, el racismo 
continuó existiendo como una realidad que puede adoptar diferentes modali-
dades. En general, se trata de una diferenciación inferiorizante a partir de unas 
características fenotípicas dadas, asociadas a diferencias culturales (Agudelo, 
2002). Hacia los años 60, y con la nefasta experiencia racista del nazismo 
alemán, los avances de la biología y la genética demuestran la inexistencia 

1	 Escrito por: Óscar Alejandro Quintero Ramírez, Carlos Miñana Blasco, Alexander Restrepo Ramírez 
y Martha Isabel Cortés Ocazionez.
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de razas biológicas dentro de la especie humana. Así, dentro de una supuesta 
«raza humana», la diferencia genética entre los individuos que la compon-
drían puede ser igual o mayor a aquella existente con otros grupos humanos 
que se considerarían como pertenecientes a «otra raza». No obstante, el debate 
científico no está totalmente cerrado en la actualidad y aún resurgen hipótesis 
sobre el carácter hereditario de rasgos culturales o de aptitudes como la inte-
ligencia (Wieviorka, 2007).

Por otro lado, las teorías esencialistas y culturalistas primaron en la concep-
tualización de los grupos étnicos hasta los años 70 (Poutignat y Streiff-Fenart, 
1969). La definición de la etnicidad que propuso Fréderick Barth, en 1969, se 
constituyó en un hito de ruptura a dichas aproximaciones culturalistas y esen-
cialistas. Para Barth (1969), el aspecto principal, en el estudio de los grupos 
étnicos, no es el contenido cultural que los compone sino las fronteras que 
permiten que dichos grupos étnicos existan. En ese sentido, el grupo étnico se 
convierte en una forma de interacción social específica. Las fronteras entre los 
grupos tampoco son esenciales, por el contrario, estas son móviles y se cons-
truyen socialmente; bajo esa misma lógica los grupos étnicos son construccio-
nes sociales, históricas e ideológicas.

En otros términos, las distinciones de categorías étnicas no dependen de una 
ausencia de movilidad, de contacto o de información, sino que implican proce-
sos sociales de exclusión e incorporación, por medio de los cuales las categorías 
se mantienen, a pesar de los cambios en la participación o la pertenencia de los 
distintos individuos. En ese sentido, las diferencias culturales pueden permane-
cer a pesar de los contactos interétnicos y de la interdependencia entre los grupos 
sociales. Así pues, una definición operativa del concepto de grupo étnico que re-
tomamos aquí es la siguiente: «Los grupos étnicos son categorías de atribución e 
identificación empleadas por los actores mismos, estas categorías tienen entonces 
la característica de organizar las interacciones entre los individuos y los grupos» 
(Barth, 1969, p.205). De acuerdo con lo anterior, el hecho de compartir una misma 
cultura es más una consecuencia o un resultado del grupo étnico, que su carac-
terística definitoria o primaria. Este aspecto ha sido de crucial importancia para 
garantizar una aproximación adecuada a las problemáticas de los «grupos étnicos» 
en este trabajo, al no establecer nociones o concepciones a priori de los mismos. 

En ese mismo sentido, se optó por una concepción contextual y relacional 
de las identidades sociales, en general, y de la identidad étnica en particular: 
contextual, por un lado, ya que la etnicidad no puede estar por fuera de un 
contexto más amplio al del grupo étnico y en el cual este se enmarca (Agier, 
2000); y relacional, por otro lado, ya que, como se describió, la frontera del 
grupo étnico se traza frente a un «otro» o «unos otros». Finalmente, la iden-
tidad étnica es también situacional, en la medida en que los actores sociales 
buscan, en las interacciones y situaciones reales y cotidianas, el sentido de su 
acción y la reafirmación de esa identidad étnica.
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Los grupos étnicos en Colombia

En Colombia, hubo una cierta continuidad de las categorías socio-raciales 
producidas en la época de la colonia. Para la reciente República independiente 
de finales del siglo xix, la aplicación de las ideas liberales de la Revolución 
Francesa y la Declaración Universal de los Derechos del Hombre no estu-
vo exenta de generar dificultades e incertidumbres en la identidad nacional, 
principalmente, en el proyecto de constituirse como «nación en un mundo de 
nacionalismos» (Wade, 1999). 

De esta forma, la aceptación «no problemática» de las categorías que fundamen-
taron la «sociedad de castas» colonial se puede observar a través de la decons-
trucción de los discursos científicos, políticos y religiosos de la época republicana. 
Como ya ha sido presentado en algunas investigaciones académicas (Cunin, 2003), 
el resultado de dichos discursos fue, por lo general, toda una serie de estereotipos 
y prejuicios relacionados con los descendientes de los esclavizados africanos y las 
poblaciones aborígenes de América.

La solución encontrada por las élites latinoamericanas fue la movilización 
política del mestizaje, entendido ambiguamente como «el cruce de las tres ra-
zas» que generaba una «identidad propia», distinta a la europea, pero en cierta 
forma heredera de ella. Una de las estrategias de los líderes políticos y militares 
durante las guerras de independencia consistió en prometer la libertad a los es-
clavos a cambio de su adhesión a los ejércitos libertadores. Estudios históricos 
han mostrado cómo la participación de las poblaciones negras en las guerras de 
independencia fue suprimida de los discursos independentistas y republicanos, 
y la participación de los indígenas puesta en un segundo plano dándole mayor 
prioridad a los relatos de los «próceres de la patria», describiéndolos como 
criollos, es decir, como hijos de europeos nacidos en América (Viveros Vigoya, 
2004). Bajo esta nueva identidad americana, se reprodujeron las jerarquías ra-
ciales de la colonia, pues se dejó implícita la percepción de inferioridad de las 
poblaciones negras, indígenas y mestizas, y, sobre todo, la superioridad de lo 
europeo. En ese sentido, el mestizaje fue entendido como un proceso de «blan-
queamiento» de la población. 

El mestizaje presentado como categoría de construcción de la república 
colombiana no significa necesariamente que lo «negro» o lo «indígena» hayan 
sido referentes ausentes en la «naturaleza» de la nación. Estas categorías fue-
ron funcionales para las nuevas élites colombianas en su proceso de posicio-
namiento en la sociedad, ya que comenzaron a basar su «superioridad» desde 
lo «blanco» y «elitista», en contraposición con la «inferioridad» de lo «negro» 
e «indígena». Así pues, a lo largo de la vida republicana «la negritud», y «lo 
indígena» en mayor medida, han sido siempre elementos simbólicos en el ima-
ginario de la nación (Wade, 1999, pp.7-8). Sin embargo, solo hasta hace muy 
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poco este elemento simbólico pasó a ser un elemento institucionalizado por el 
Estado colombiano, en especial, para el caso de la población negra.

Uno de los cambios más radicales plasmados en la Constitución Política de 
1991 fue la definición de la nación como «pluriétnica y multicultural», lo cual 
generó una ruptura del nacionalismo precedente fundado esencialmente en el 
mestizaje. El multiculturalismo dio paso a la aceptación oficial de las minorías 
étnicas, sean estas indígenas o negras, entendidas como elementos «modernos» 
de la nación. Recientemente, también se han aceptado a las comunidades gi-
tanas o rom como minoría étnica, al igual que los raizales del Archipiélago de 
San Andrés y Providencia, ubicado en el mar Caribe. El reconocimiento de la 
diversidad étnica de la población colombiana está estrechamente ligado con la 
definición de políticas diferenciales por parte del Estado, enfocadas directamen-
te a cada una de estos grupos étnicos, quienes, por condiciones históricas, socia-
les y económicas, han sido y aún son los más afectados por las desigualdades 
sociales en el país. 

Educación inclusiva y minorías étnicas

En los últimos años, sobre todo desde la década de los años 90, se ha presentado 
una amplia producción académica alrededor del concepto de la inclusión en 
educación. Por lo general, para el caso de la educación superior se habla más 
en términos de acciones afirmativas (Carvajal et al., 2013; Zapata et al., 2014). 
Sin embargo, para los otros niveles educativos se ha hablado de integración y de 
inclusión (Comisión Económica para América Latina y el Caribe y Secretaría 
General Iberoamericana, 2007, p.18). 

Un primer antecedente conceptual indirecto se deriva de la Convención 
169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, adoptado 
por la 76a reunión de la Conferencia General de la oit, en Ginebra en 1989, 
donde se plantea, en el artículo 26, el derecho que tienen los pueblos intere-
sados de adquirir una educación en todos los niveles, «por lo menos en pie de 
igualdad con el resto de la comunidad nacional» (OIT, 1989, art. 26).

Por su parte, la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación 
Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia, en Durban, (Asam-
blea General de las Naciones Unidas, 2001) es un antecedente muy importante, 
en materia de inclusión, ya que se considera uno de los mecanismos a través de 
los cuales se puede combatir la discriminación racial y la xenofobia.

Otro antecedente importante sobre el concepto de inclusión educativa para 
grupos étnicos radica en la Convención sobre la Protección y Promoción de 
la Diversidad de las Expresiones Culturales, en donde, de manera tácita, se 
advierte la necesidad de un compromiso fundamental para salvaguardar las 
expresiones culturales de los diferentes pueblos bajo el principio de «igual 
dignidad y respeto de todas las culturas», por lo cual es necesario adoptar la 
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protección, entendida como las «múltiples medidas encaminadas a la preser-
vación, salvaguardia y enriquecimiento de la diversidad de las expresiones 
culturales» (Unesco, 2005a, p.5).

En la Declaración de los Pueblos Indígenas (2009), no hay una definición 
explícita de educación inclusiva, pero sí se ofrecen varios criterios para ha-
cerlo. Entre ellos, se pueden enunciar la «(…) búsqueda de condiciones de 
equidad en educación sustentadas en las diferencias culturales y perspectiva 
de derechos» (párr. 3). Se ratifica, además, en esta Declaración, que todo pro-
ceso educativo es continuo y debe darse a lo largo de toda la vida, evitando la 
fragmentación de niveles y de saberes. De igual forma, esta Declaración esta-
blece que se requiere una educación que tenga en cuenta a la niñez indígena 
que vive en zonas urbanas, fortaleciendo su identidad y sentido de pertenencia 
a su pueblo indígena. En síntesis, se requiere un sistema de educación abierto 
a otras formas de aprender, con docentes que conozcan las lenguas maternas 
de los niños y niñas indígenas, y con instituciones que prohíban y castiguen 
el racismo. 

Una definición más formal y explícita se encuentra en Directrices sobre 
políticas de inclusión en la educación (Unesco, 2009), en donde, con base en 
la Declaración Mundial sobre la Educación para Todos (Unesco, 1990), en el 
tercer artículo, se exhorta a los diferentes países a «universalizar el acceso a la 
educación para todos los niños, los jóvenes y los adultos, y la promoción de la 
equidad», similar a lo planteado en la Declaración de los Pueblos Indígenas 
(2009). Así, concretamente: «La educación inclusiva es un proceso de fortale-
cimiento de la capacidad del sistema educativo para llegar a todos los educan-
dos; por lo tanto, puede entenderse como una estrategia clave para alcanzar la 
ept» (Unesco, 2009, p.8).

En un contexto más académico, la inclusión educativa para grupos étnicos 
ha sido abordada principalmente con base en ciertas normativas, pero des-
de una perspectiva crítica. Es el caso de Castillo y Caicedo (2008), quienes 
relacionan la inclusión educativa para grupos étnicos con base en el artículo 
67 de la Constitución Política de Colombia, el cual ha servido de base para 
concebir la educación como un derecho fundamental, propiciando de igual 
forma la aparición de medidas de acción afirmativa, definidas como «(…) 
deberes constitucionales sugeridos como deseables éticos a los poderes pú-
blicos y a la sociedad civil con el fin de alcanzar la igualdad de hecho. Este 
tipo de medidas es característico del Estado Social de Derecho» (Mosquera 
y León, 2009, i). Así pues, el concepto de inclusión educativa para grupos 
étnicos no puede separarse de la noción de interculturalidad, entendida como 
la «presencia e interacción equitativa de diversas culturas y la posibilidad de 
generar expresiones culturales compartidas, adquiridas por medio del diálo-
go y de una actitud de respeto mutuo» (Unesco, 2005a, 5).
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De igual forma la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos 
de los pueblos indígenas establece en su artículo 14, numeral 3, que: 

Los Estados adoptarán medidas eficaces, conjuntamente con los pueblos 
indígenas, para que las personas indígenas, en particular los niños, inclui-
dos los que viven fuera de sus comunidades, tengan acceso, cuando sea 
posible, a la educación en su propia cultura y en su propio idioma. (Orga-
nización de Naciones Unidas, 2008, p.7)

A la vez, la inclusión educativa para grupos étnicos se plantea en la Decla-
ración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas 
para adolescentes indígenas de la siguiente manera:

Artículo 14: establecimiento de sistemas educativos y acceso a una edu-
cación que tenga en cuenta las particularidades culturales. (…) Las per-
sonas indígenas, particularmente los niños, tienen el mismo derecho que 
cualquier otro niño a ir a la escuela y no pueden ser excluidos por ser 
indígenas. Esto significa que los gobiernos deben asegurar que los pueblos 
indígenas –particularmente los niños– que vivan dentro o fuera de sus co-
munidades obtengan los mismos beneficios del sistema educativo que los 
otros, en una forma que respete las culturas, idiomas y derechos indígenas. 
(Unicef, 2013, p.16)

A la luz de todo lo anterior, es posible considerar que la inclusión educativa 
para grupos étnicos es definida principalmente con base en los siguientes con-
ceptos: un marco común de garantía de los derechos humanos; la idea de igual-
dad formal y de equidad en tanto la necesidad de enfoques diferenciales en la 
atención educativa; la consideración de interculturalidad como base relacional 
del respeto de la diversidad; y la necesidad de promover medidas de justicia 
reparativa, sobre todo basadas en principios de la justicia redistributiva y el 
reconocimiento como lo son las medidas de acción afirmativa. 

Dilemas de la diversidad cultural en la educación

La diversidad cultural plantea diferentes retos educativos. Inicialmente, la edu-
cación formal sirvió de soporte a la construcción de los estados-nación, «inven-
tando» y consolidando identidades nacionales, retomando elementos culturales 
de unos pueblos nativos, pero a costa de la diversidad de pueblos minoritarios 
que sufrieron dolorosos procesos de «integración» en la sociedad mayoritaria. 
En ese sentido, la educación contribuyó a la construcción de «una» «cultura 
nacional» y, en algunos casos, regional.
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Los pueblos indígenas hoy, en su mayoría, han orientado sus luchas hacia 
su reconocimiento como pueblos o como naciones indígenas, exigiendo de los 
estados-nación, no una educación intercultural, sino una «educación propia» y, 
en el caso de Colombia desde inicios del 2000, un «sistema educativo propio». 
Algo similar sucede con la población sorda, quienes no solo en Colombia, sino 
en muchos países desde los años 70, reivindican también una educación «pro-
pia», por decirlo de alguna manera, pues se consideran un grupo «cultural». 

Otra perspectiva frente a la diversidad cultural en la escuela ha sido lo que 
en algunos países denominan multiculturalismo, especialmente, en socieda-
des con una población significativa de migrantes de muy diversa proce-
dencia; aunque hay muchas formas de entender la educación multicultural, 
normalmente con esta propuesta se busca la «integración» de los migrantes 
a la sociedad mayoritaria, pero reconociendo algunos de sus valores cultura-
les. Estas propuestas, normalmente, se traducen en promover el respeto de 
los niños y niñas migrantes, y realizar algunas actividades, normalmente 
folklóricas: recetas de cocina, aprender algunas canciones o bailes, aprender 
algunas palabras o frases, conocer algo de la geografía y las costumbres, 
realizar fiestas «multiculturales» con muestras de diversos países o pueblos.

En sociedades, cada vez más pluralistas y diversas, especialmente en las 
grandes ciudades cosmopolitas, la diversidad cultural y social es impresionante, 
por lo que resulta prácticamente imposible abordar con la misma profundidad 
toda la diversidad cultural ―religiosa, también, pues en muchos casos lo cultural 
está ligado inseparablemente a lo religioso― y lingüística presente en un salón 
de clase o en un colegio. Por esta razón, normalmente se desarrolla una especie 
de «multiculturalismo escolar» que, por lo menos, sirve para promover el respeto 
y mitigar la discriminación al interior de las aulas, mientras la mayor parte del 
tiempo se promueve los valores, lengua y cultura local. El tema es bastante 
complejo, ya que existen cada vez más sociedades culturalmente bilingües ―es 
decir que prácticamente nadie habla una sola de las dos lenguas, por ejemplo 
catalán-castellano, vasco-castellano, gallego-castellano en España―; un niño 
marroquí, por ejemplo, en una escuela en Cataluña, además de su lengua nativa 
suele saber francés, pero en la escuela le hablan casi todo el tiempo en catalán; 
tiene que estudiar además español e inglés como segunda lengua. Adicionalmen-
te, si la escuela promueve la interculturalidad de una manera seria, el niño de-
bería aprender las lenguas de sus compañeros provenientes de Ghana, Rumania, 
Ecuador, Siria, Turquía y Senegal. Hay que señalar que este niño marroquí se 
considera un «problema» para el sistema educativo español, en realidad, por-
que tiene escasos recursos y, como dice el Informe de la Agencia Europea para 
el Desarrollo de la Educación del Alumnado con Necesidades Educativas, con 
«niveles educativos y económicos más bajos en comparación con los del país 
de residencia» (2009, p.9). Pareciera que el hijo de un magnate petrolero o de 
un millonario marroquí no va a presentar problemas «multiculturales» que deba 
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asumir el sistema educativo español o europeo. La diversidad cultural parece ser 
un problema para el sistema educativo cuando esta diversidad se articula también 
con la pobreza o la desigualdad. El Informe mencionado trae una excelente revi-
sión de la literatura académica y recoge las investigaciones que se han realizado 
y los grandes dilemas que presenta este fenómeno migratorio para los sistemas 
educativos de los países de la Unión Europea.

En el caso colombiano, la migración extranjera es apenas del 0.2 % ―frente 
a cifras entre el 6-20 % en Europa, de 17 % en EE.UU., y 23 % en Canadá; en 
Luxemburgo, el 38 % de los estudiantes de la escuela pública son migrantes―, 
por lo que los planteamientos del multiculturalismo así entendido no han sido 
tan fuertes en nuestro país. Por otro lado, la diversidad cultural de los pueblos 
indígenas en Colombia es grande ―68 lenguas―, pero en estos momentos es-
tán en un proceso de fortalecimiento a su interior, consolidando una educación 
propia y fortaleciendo sus lenguas que, durante siglos fueron desvalorizadas y 
perseguidas por la sociedad mayoritaria y por la escuela formal. 

Tal vez un modelo de educación intercultural a la manera norteamericana 
o europea terminaría debilitándolos como pueblo. Sin embargo, la presencia de 
niños y niñas indígenas en edad escolar en una gran ciudad cosmopolita y plu-
ralista como Bogotá, plantea el reto de construir junto con los mismos pueblos 
indígenas una política educativa, para ellos en este contexto urbano, que sea via-
ble, que no los excluya de la vida y de la educación en la ciudad, que respete su 
diversidad y no los debilite culturalmente. Similares desafíos, con sus correspon-
dientes particularidades, deben enfrentar las poblaciones, negras, afrocolombia-
nas, raizales y palenqueras, junto con las poblaciones gitanas.

PERSONAS LGBTI2

Con el ánimo de ofrecer una definición operativa, pero que conserve su estatus 
teórico y crítico, se formula a continuación una conceptualización de lo que 
sería educación inclusiva para personas lgbti3, a partir de tres ejes: debates 
conceptuales, problemas de accesibilidad detectados en la literatura especia-
lizada y propuestas para construir climas escolares seguros que favorezcan la 
valoración positiva de la diversidad humana. 

Educación, inclusión e interseccionalidad

La Unesco definió la inclusión educativa como «un proceso de abordaje y respues-
ta a la diversidad de las necesidades de todos los estudiantes» (Fundación Social 

2	 Escrito por: Susana Fergusson.
3	 La sigla LGBTI hace referencia a lesbianas, gais, bisexuales, transgeneristas e intersexuales, cate-

gorías vinculadas a los conceptos de orientación sexual e identidad de género (ver anexo 1).
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CEDAVIDA y Secretaría Distrital de Planeación, 2016, p.144). Dicho proceso es 
responsabilidad del Estado, por lo tanto son los actores sociales que componen el 
sistema educativo, los encargados de crear las condiciones para el aprendizaje en 
medio de la diversidad y de brindar oportunidades efectivas para que los niños y 
las niñas participen y se beneficien de los diferentes tipos de escuelas (Unesco, 
2005a; 2008). En el ámbito de la política pública colombiana, el Ministerio de 
Educación Nacional, a través del Decreto 366 de 2009, se refirió a la educación 
inclusiva pero la orientó principalmente a las personas con discapacidad, lo que 
resulta a veces problemático para cuestiones de identificación étnico-racial, gé-
nero u orientación sexual. Por ello, se han propuesto conceptos alternativos como 
educación para la diversidad, pero no han tenido resonancia en la formulación de 
instrumentos de gobierno. 

En Colombia, el debate sobre inclusión y orientación sexual está contenido 
en diferentes políticas poblacionales que intentan responder a las caracterís-
ticas pluriétnicas y multiculturales del país reconocidas en la Constitución de 
1991. El marco constitucional favoreció el reconocimiento de los derechos 
de las personas con identidades sexuales y de género no normativas, pues se 
abandonó la criminalización de la homosexualidad, vigente hasta 1980, y se 
dio visibilidad política a un sector social denominado primero lgbt (lesbianas, 
gais, bisexuales, trans) y luego lgbti ―incluyendo intersexuales― (Esguerra 
y Bello, 2014).

No obstante, los discursos y prácticas desplegados para hacer realidad la 
«inclusión», en medio del multiculturalismo neoliberal, tuvieron algunos re-
sultados indeseados. En palabras de Esguerra y Bello «la adopción acrítica de 
un modelo identitario multiculturalista ha hecho que no se reconozca el cruce 
de las matrices de opresión de género y sexualidad con las matrices y los 
sistemas de raza/racialización/racismo, clase, modernidad/colonialidad, hete-
rosexualidad obligatoria como régimen político, cisgenerismo, sistema etario, 
segregación y jerarquización territorial, discapacidad física, mental, sensorial 
y múltiple» (2014, p.20). Por tal razón, es fundamental pensar la relación entre 
educación e inclusión desde la interseccionalidad, advirtiendo los múltiples 
sistemas de opresión que colocan en diferentes posiciones de sujeto a personas 
con orientaciones sexuales e identidades de género no normativas.

La educación inclusiva debe tener en cuenta que una persona lgbti pue-
de sufrir diferentes tipos de hostigamiento o «performances de odio» (Butler, 
1990; 1998) que varían o se intensifican según el género, la edad, las caracterís-
ticas étnico-raciales, la clase u origen social, o el hecho de presentar o no algún 
tipo de discapacidad. El cruce de una o más de estas variables se actualiza en 
las prácticas de matoneo ―acoso y humillación sexual, ridiculización pública, 
acoso verbal, daño de objetos personales, hostigamiento físico y virtual, ex-
clusión, expulsión, vulneración del buen nombre, etc.―, cuando la escuela no 
provee un ambiente de seguridad y confianza para la expresión de la alteridad. 
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Se trata de un asunto que lleva los debates sobre el aprendizaje al terreno de la 
justicia social (Gill et al., 2010; Fraser, 2002). Por tanto, la educación inclusiva 
pensada desde la interseccionalidad puede ser una poderosa herramienta para 
que las personas lgbti desarrollen su potencial y su identidad no esté más sujeta 
al circuito normalizador de la vergüenza (Sedgwick, 1999).

Problemas de accesibilidad

Según la Secretaría de Planeación del Distrito Capital (Dirección de Diversi-
dad Sexual, 2013b, p.52), las principales barreras halladas para alcanzar un 
modelo de educación inclusiva para personas lgbti en Bogotá son: i) la falta 
de formación del profesorado y miembros de la comunidad educativa, ii) la 
carencia comunicativa y el débil trabajo en red con familias y comunida-
des, iii) el papel negativo de los medios de comunicación en la construcción 
de sentidos y significados sobre la sexualidad en la juventud, iv) la vigencia 
de prácticas y discursos punitivos sobre la diversidad sexual, v) la limitada 
visión sobre derechos sexuales y reproductivos, y vi) la interpretación de la 
diversidad sexual como un problema a prevenir. Además, en relación con los 
procesos de escolarización, desde la perspectiva de la educación inclusiva, 
la disposición de la política pública lgbti no aborda de manera transversal el 
tema de infancia y adolescencia, lo cual se traduce en que no hay una oferta 
institucional específica que responda a las necesidades particulares de esta po-
blación, descrita bajo marcos proteccionistas que no reconocen a las personas 
menores de edad como sujetos autónomos. 

Las «barreras» pueden ser consideradas problemas de «accesibilidad». Este 
término ayuda a pensar en dificultades de diferente orden por las que tienen que 
pasar las personas lgbti cuando no encuentran ambientes escolares apropiados. 
Se trata, como puede verse al revisar la literatura especializada de varios países 
(Nardi y Quartiero, 2012; Rayside, 2014; Reygan, 2016), de un asunto recurren-
te y multidimensional. 

En primer lugar, hay un problema técnico, puesto que los currículos frac-
cionan la realidad y los docentes tienen dificultades para abordar la orientación 
sexual fuera del marco biomédico, y trabajarla como una cuestión de derechos 
humanos, de política y ciudadanía (Coelho y Lunardi Campos, 2015; Fernandes 
Dinis, 2008).

En segundo lugar, la política escolar incorpora y expresa aspectos estructu-
rales de orden cultural, religioso y ético. Como lo muestran estudios recientes 
realizados en Brasil y Canadá (Nardi y Quartiero, 2012; Taylor et al., 2015), 
no se aprueba la educación inclusiva, aunque muchos profesores consideran 
que los derechos de las personas lgbti son derechos humanos. Lo anterior es 
porque este tipo de orientación pedagógica genera «miedo», debido a que mu-
chos maestros consideran que hablar sobre diversidad sexual es incitar a los 
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alumnos a «tornarse homosexuales». Algunos educadores defienden, incluso, 
que los maestros puedan objetar la implementación de la educación inclusiva 
sobre temas lgbti por razones religiosas, pues consideran que el derecho a la 
libertad de culto tiene prioridad sobre otros derechos. De igual manera, pocos 
maestros se sienten cómodos practicando la educación inclusiva con temáticas 
lgbti y solo unos pocos lo están haciendo verdaderamente. Al respecto, los 
estudios citados mencionan diferentes causas que pueden ser interesantes al 
observar las coincidencias con lo que ocurre en las escuelas y colegios bogo-
tanos (Dirección de Diversidad Sexual, 2013a; 2013b): los docentes le temen 
a las repercusiones disciplinarias y religiosas, no quieren confrontar a los pa-
dres conservadores o a veces tienen miedo de herir susceptibilidades entre los 
estudiantes lgbti; todo esto sucede, sin hablar de los problemas de orden eco-
nómico y la precariedad con que buena parte de las escuelas públicas trabajan 
en países como Colombia.

Un aspecto importante que ha sido subestimado en los diagnósticos locales 
sobre barreras de acceso a la educación inclusiva tiene que ver con la existencia 
de arreglos de parentesco o configuraciones familiares diversas y con la discri-
minación sufrida por maestros y funcionarios con orientaciones sexuales no 
normativas (Cunningham, 2015; Gill et al., 2010). Este punto es crucial, pues 
la «comunidad educativa» es una red socio-técnica compuesta también actores 
institucionales y comunitarios. Al respecto, un artículo breve publicado en la 
Revista Curve (Eramo, 2012) señala cómo el hostigamiento no es padecido 
solo por los «pares», razón por la cual la palabra bullying parece no conte-
ner los diferentes tipos de violencia sufridos por la población lgbti en los am-
bientes escolares. En esa misma vía, la ong Colombia Diversa ha desarrollado 
varios estudios sobre discriminación y violencia en contextos escolares en la 
ciudad de Bogotá (Cuéllar y Rivera, 2016), mostrando cómo los hostigamien-
tos en contra de quienes se reconocen como lgbti no terminan en el ambiente 
escolar, sino que se desarrollan y refuerzan en los contextos doméstico, laboral 
y comunitario.

Todos estos factores dificultan la permanencia de personas lgbti en las escue-
las debido a la discriminación. Los procesos de enseñanza requieren una mirada 
holística del ser humano y condiciones para reflexionar acerca de las limita-
ciones y conflictos que deben atravesar quienes se apartan de las convenciones 
sociales que naturalizan los arreglos de parentesco hegemónicos, la norma de 
género y la heteronormatividad.

Ambientes escolares seguros

El reto de las instituciones educativas es la instauración de relaciones simétricas 
al interior de las comunidades escolares para que la diversidad sea reconocida 
como un valor positivo con potencial transformador. Para esto, es fundamental 
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construir ambientes escolares seguros, con la participación activa de familiares, 
instituciones y comunidades, en los cuales nadie se avergüence de lo que es, ni 
sea blanco de burlas y actos violentos, debido a su comportamiento, procedencia 
social o apariencia física.

A pesar de que hay un conocimiento nominativo acerca de lo que es una 
educación inclusiva, en el cotidiano de los centros escolares perviven resisten-
cias para valorar positivamente la diversidad. Para esto, deben tomarse en se-
rio las herramientas propuestas en estudios que señalan caminos para construir 
ambientes escolares seguros en varios niveles (Taylor et. al., 2015; Cuéllar y 
Rivera, 2016; Michelle, 2012; Nardi y Quartiero, 2012).

En términos institucionales, es necesario i) apropiar y adaptar elementos éti-
cos y políticos de la educación no opresiva o «liberadora» (Freire, 2009), para 
entender el impacto de las estructuras de marginalización y privilegio; ii) situar la 
educación inclusiva para personas lgbti en el marco de obligaciones y derechos 
humanos vigente; iii) desarrollar políticas educativas sobre escuelas seguras con 
sistemas de reporte de incidentes y acompañamiento familiar en casos de hosti-
gamiento y prejuicio; iii) brindar información precisa sobre educación inclusiva 
lgbti y derechos de las personas lgbti; iv) crear clubes y dispositivos de escucha 
dentro de los planteles con la participación de pares de todas las orientaciones se-
xuales e identidades de género; v) promover alianzas con comunidades religiosas 
que apoyen la educación inclusiva lgbti para discutir sobre la construcción de 
relaciones simétricas y democráticas en la escuela; vi) preparar a los profesores 
para adaptar principios de educación inclusiva a contenidos lgbti; y vii) sensibili-
zar a los miembros de la comunidad educativa con la importancia de los sistemas 
de soporte institucional y legal para la educación inclusiva de personas lgbti.

En términos comunitarios, es vital el trabajo con las familias y movimien-
tos sociales para generar debates objetivos sobre la pluralidad de configura-
ciones familiares en que está organizada la población colombiana. Esto es 
porque hoy en Colombia y particularmente en las ciudades más pobladas e 
industrializadas como Bogotá es una realidad que los niños, niñas y ado-
lescentes, que asisten a las instituciones educativas, provienen de hogares 
con arreglos de parentesco monoparentales, extensos, homoafectivos, entre 
muchos otros, que tienen derecho a la educación y a la justicia social. A pesar 
de esto, las familias lgbti o con hijos lgbti continúan siendo invisibilizadas 
por la sociedad que las condena al ostracismo y las obliga a permanecer en 
instituciones inseguras y opresivas que no les permiten expresar plenamente 
toda su potencia creadora. Como plantea Michelle (2012), una escuela in-
clusiva implica hacer el salón de clase accesible a las familias lgbti, per-
mitir que los alumnos sean llamados por su nombre «social», liberar el 
uso de uniformes según el sexo, fijar afiches, carteleras y usar las redes 
sociales para afirmar que familias de todas las constelaciones y padres de to-
das las orientaciones sexuales y géneros son bienvenidos, intervenir siempre 
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que haya actos de habla discriminatorios. En suma, construir seguridad para 
forjar escuelas que cuiden y estimulen la formación de ciudadanos creativos 
que contribuyan a buscar soluciones pacíficas a los conflictos y a defender el 
respeto a la diversidad en una escena pública amenazada por diferentes tipos 
de fundamentalismos. 

PERSONAS CON DISCAPACIDAD4

La Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad define discapacidad como un «concepto que evoluciona y 
que resulta de la interacción entre las personas con deficiencias y las barreras 
debidas a la actitud y al entorno que evitan su participación plena y efectiva 
en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás» (Organización de 
Naciones Unidas, 2006, p.6). Es un concepto situado históricamente, que ha 
evolucionado y se transforma a lo largo de los desarrollos de una sociedad 
específica (Braddock y Parish, 2001). Es una realidad universal, que puede ser 
congénita ―de nacimiento― o adquirida por un accidente, enfermedad o por 
la vía natural del envejecimiento.

El análisis detallado de esta definición pone de presente tres elementos fun-
damentales para la comprensión del complejo fenómeno social que subyace 
a la generación y mantenimiento de la discapacidad, así como a las medidas 
sociales necesarias para garantizar la inclusión social de esta población.

El núcleo de la definición se encuentra en el término interacción. En la con-
cepción actual de la discapacidad, la mirada no se centra en las alteraciones 
en el cuerpo de la persona, ni en el modo de corregirlas, tampoco se centra de 
forma exclusiva en la sociedad y la exclusión que genera a partir de su modelo 
económico, político y cultural. El modelo biopsicosocial, modelo desde el que 
actualmente se conceptualiza la discapacidad, reconoce que las deficiencias 
en las funciones y estructuras corporales que presentan las personas interac-
túan con su entorno material y social, el cual ―a través de sus facilitadores y 
barreras― puede promover o restringir el ejercicio de sus derechos. En este 
sentido, la eliminación de barreras y la generación de facilitadores disminuyen 
el impacto que las deficiencias pueden tener sobre el funcionamiento de una 
persona, en particular, sobre su participación plena y efectiva en la sociedad.

El segundo elemento clave de la definición es la participación. La con-
cepción actual de discapacidad pone de manifiesto que las restricciones en 
la participación son la más clara manifestación de la discapacidad e impli-
ca que quien las enfrenta no pueda desempeñar el rol que le es socialmente 
asignado en su sociedad, de acuerdo con su grupo de edad. Las restriccio-
nes en la participación son, en palabras de Palacios (2008), efectos de la 

4	 Escrito por: Margarita Posada Escobar y Marisol Moreno Angarita.
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marginación y exclusión social a las que tradicionalmente han sido some-
tidas las personas con discapacidad. En este sentido, la principal vía para 
asegurar la participación plena y efectiva de las personas con discapacidad 
es la garantía de sus derechos.

El tercer elemento a destacar dentro de la definición de discapacidad es la 
igualdad de condiciones con los demás. Adoptar el principio de igualdad no 
significa desconocer la existencia de diferencias entre las personas, sino más 
bien valorar la diversidad humana, adoptando modelos inclusivos de socie-
dad. Así, de acuerdo con Eroles «en algunas ocasiones, la igualdad de oportu-
nidades exige la desigualdad en las prestaciones, para garantizar un resultado 
justo» (2009, p.34). En palabras de Moreno Angarita (2010), lo que se busca 
a través de este trato igualitario diferenciado es dar a cada uno lo que necesite 
según su condición, para compensar las desigualdades originadas en las caren-
cias de bienes naturales o sociales que redundan en desventajas sociales para 
estos segmentos de población.

Retomando los tres elementos que han orientado este análisis de la defini-
ción de discapacidad, es posible reconocer que también son esenciales para 
comprender el concepto de inclusión social, que no sería otra cosa que la inte-
racción positiva entre las personas con discapacidad y su entorno físico y social 
que, a través de sus facilitadores, promueven, protegen y aseguran su participa-
ción plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con los demás. 
En nuestro marco normativo nacional, la inclusión social es definida como 

Un proceso que asegura que todas las personas tengan las mismas oportu-
nidades, y la posibilidad real y efectiva de acceder, participar, relacionarse 
y disfrutar de un bien, servicio o ambiente, junto con los demás ciuda-
danos, sin ninguna limitación o restricción por motivo de discapacidad, 
mediante acciones concretas que ayuden a mejorar la calidad de vida de 
las personas con discapacidad. (Ley Estatutaria 1618, 2013, art. 2.2)

Así, una de las expresiones de logro de la inclusión social de las personas 
con discapacidad, es la educación inclusiva. 

PRIMERA INFANCIA5

El ciclo vital de primera infancia se considera el ciclo inicial de desarrollo 
humano y comprende desde la gestación hasta los 5 años, en Colombia. En  
algunos países, la primera infancia abarca niños y niñas hasta los 3 años, 
mientras que, en otros, este límite se extiende hasta los 8 años. Estas diferen-
cias se basan en razones políticas, económicas, académicas, pragmáticas o en 

5	 Escrito por: Adriana Caballero Pérez y Marisol Moreno Angarita.
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tradiciones locales de cada país; la Convención sobre los Derechos del niño 
aprobada en Ginebra, en el año 1989, y ratificada por colombia mediante la 
Ley 12 se 1991, 

Propone que una definición de trabajo adecuada de la primera infancia sería 
el período comprendido desde el nacimiento hasta los 8 años de edad; los 
Estados Partes deberán reconsiderar sus obligaciones hacia los niños peque-
ños a la luz de esta definición. (Organización de Naciones Unidas, 2005)

La primera infancia es un ciclo fundamental para el desarrollo individual y 
social, ya que comprende tanto la consolidación biológica como sociocultural 
de los individuos. Desde el punto de vista biológico, durante los primeros 7 
años de vida el cerebro del ser humano se desarrolla rápidamente, formando 
conexiones neuronales complejas que servirán como soporte de la salud física 
y psíquica de las personas, su funcionamiento cognitivo y relaciones inter-
personales (Lo, et al., 2016). Desde el punto de vista cultural, «en estos años 
el ser humano encuentra su nicho ontogenético, su lugar en el mundo, en la 
cultura en la que nace y en los diferentes contextos de socialización en los que 
está inmerso» (Secretaría Educación del Distrito, 2014b, p.11).

 Una de las principales transformaciones, en relación con la conceptuali-
zación de primera infancia, se da a partir de la Convención sobre los derechos 
del niño, en 1989, en la cual son considerados sujetos de derechos. Esta trans-
formación implica:

(…) dejar de concebirles como pequeños adultos, seres incompletos a la 
espera de los mayores para desarrollarse y, en consecuencia, invisibles por 
cuanto no existen por sí mismos, sino en la medida de las acciones de los 
adultos. Ser sujeto derechos desde la primera infancia es afirmar que el 
carácter social es inherente al ser humano desde los comienzos de su vida 
y que gracias a él y a las capacidades que poseen, las niñas y los niños par-
ticipan en la vida de la sociedad y se desarrollan a partir de la interacción 
con otros. (Secretaría Educación del Distrito, 2014b, p.11)

La consideración de los niños y niñas como sujetos de derechos, implica el 
ejercicio de su ciudadanía de manera autónoma, entendiéndolos como interlocu-
tores válidos con capacidades para elaborar y expresar sus necesidades e intere-
ses, así como el sentido de su propia vida, con formas particulares de relacionar-
se con sus pares, sus familias, sus contextos de aprendizaje y desarrollo. Algunas 
implicaciones importantes de esta concepción, de acuerdo con la Secretaría de 
Educación de Bogotá (2014b), son las siguientes:
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•  Las niñas y niños de 0 a 5 años son seres sociales: inician su vida, inmersos 
en una familia, en un contexto y una sociedad determinados. Desde el 
nacimiento, cuentan con capacidades físicas, psicológicas y sociales sobre 
las que se desarrolla la interacción.

•  Las niñas y niños de 0 a 5 años son seres en la diversidad: asociados tanto 
a los ritmos particulares de maduración de los infantes, como a las condi-
ciones del contexto que les rodea, tanto en lo material ―condiciones de 
habitación, lugares, territorios, instituciones― como en lo personal ―ti-
pos de familias y sus formas de conformación, adultos a cargo, grupos 
y comunidades que les rodean, etc.―. Así mismo, es necesario tener en 
cuenta las diferencias para grupos indígenas, afrodescendientes, raizales, 
rom y palenqueros, y su influencia en niños y niñas. 

•  Consideraciones individuales de los niños y niñas: ya que el ciclo total 
de primera infancia incluye momentos distintos del desarrollo infantil, 
asociados a necesidades particulares de atención en cada edad y a cada 
sexo, en esa etapa. Una consideración específica individual es la condi-
ción de discapacidad6 en esta etapa. 

Con base en esta conceptualización, y, directamente, desde el ámbito edu-
cativo, se reconoce la importancia de articular acciones en favor de la primera 
infancia, en el marco de la educación inclusiva y el enfoque diferencial, de 
manera que no corresponda a los niños y niñas adaptarse a las condiciones 
ofrecidas por la escuela, sino que le corresponde a la escuela, y a todo el entor-
no educativo, adaptarse y adaptar sus prácticas pedagógicas a las necesidades 
de los niños y niñas para lograr la inclusión, «no solo en términos de disca-
pacidad, sino también ampliándolo para la población en condiciones diversas 
como desplazamiento por la violencia, grupos indígenas y afrodescendientes, 
entre otras» (Secretaría Educación del Distrito, 2014b, p.16). Esta visión inte-
gra el reconocimiento de que el aprendizaje y el desarrollo están íntimamente 
ligados, tanto en lo individual como en lo colectivo y aún más allá, en el de-
sarrollo de la sociedad. Los niños y niñas «a partir del desarrollo y el apren-
dizaje, encuentran una relación íntima y de doble vía: el desarrollo permite 

6	 La discapacidad se caracteriza, en el caso de la primera infancia, por revelar algunas variaciones 
o alteraciones permanentes en el desarrollo, las cuales tienen incidencia de manera particular en 
las formas en las que los niños y las niñas funcionan en la vida cotidiana. De acuerdo con el Lin-
eamiento Técnico para la Atención Integral de niños y niñas de primera infancia con alertas del desarrollo o 
con discapacidad (Moreno Angarita, 2015: 3), en primera infancia, la discapacidad se ha identificado 
así: a) desde la concepción, por cuanto algunas personas adquieren la condición al momento del 
nacimiento; b) otras en los primeros meses, como resultado de una serie de desatenciones afecti-
vas, nutricionales, de cuidados, de limitada interacción con las personas y el medio que les rodea, 
entre otros; y c) también reconociendo que algunas condiciones de salud, como enfermedades 
congénitas, adquiridas, síndromes o enfermedades diversas, impactan el proceso de desarrollo e 
incluso terminan en la instauración de una discapacidad.
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aprendizajes y los aprendizajes impulsan el desarrollo» (Secretaría Educación 
del Distrito, 2014b, p.11).

POBLACIÓN EN SITUACIÓN DE DESPLAZAMIENTO7

Según los Lineamientos de política para la atención educativa a poblaciones 
vulnerables de la Dirección de Poblaciones y Proyectos Intersectoriales del 
Ministerio de Educación Nacional (2005), las personas desplazadas hacen 
parte de la población afectada por la violencia8. La Secretaría de Educación 
del Distrito (2015b) también las concibe como parte de la población víctima 
del conflicto armado y, cuando se refieren específicamente a las víctimas de 
desplazamiento forzado, hablan de población en situación de desplazamien-
to, de la misma manera que el Ministerio de Educación Nacional9.

De acuerdo con las discusiones que orientaron la Ley 1448 de 2011, en su 
artículo 60, se entiende por víctima del desplazamiento forzado a 

Toda persona que se ha visto forzada a migrar dentro del territorio na-
cional, abandonando su localidad de residencia o actividades económicas 
habituales, porque su vida, su integridad física, su seguridad o libertad 
personales han sido vulneradas o se encuentran directamente amenazadas, 
con ocasión de las violaciones a las que se refiere el artículo 3 de la pre-
sente Ley. (Ley 1448, 2011, art. 60)

El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (acnur) 
(s.f.) categoriza como desplazados internos, o en inglés Internally Displaced 
People (idp), a quienes se ven en la obligación de abandonar sus lugares de resi-
dencia para buscar seguridad y protección, sin salir de las fronteras de su país, y, 
por lo tanto, permaneciendo bajo la responsabilidad de su gobierno. 

La acnur (2016) identifica la interrupción de la educación como uno de los 
principales efectos que tiene el desplazamiento forzoso sobre los niños y las 
niñas, junto con el desmembramiento de sus familias y redes comunitarias, y 
los riesgos para su salud física, mental y emocional.

Es importante tener en cuenta que las personas desplazadas pueden haber 
sido afectadas por otro u otros de los hechos victimizantes, contemplados en 

7	 Escrito por: Karina Camacho Reyes.
8	 Junto con los y las niñas desvinculadas de los grupos armados al margen de la ley y los hijos e hijas 

en edad escolar de adultos y adultas desvinculadas del conflicto armado.
9	 El término en situación de desplazamiento enfatiza el carácter transicional de la afectación, indicando 

que no se trata de una característica que defina a las personas, sino una victimización de la cual ha 
de salirse con las medidas requeridas para ello.
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la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras10, y que, en esa medida, requieren 
asistencia y atención integral no solo en relación con el desplazamiento, sino 
en interrelación con otros hechos victimizantes o características de la persona, 
relacionadas con otros sistemas de exclusión, por ejemplo: personas desplaza-
das que, a su vez, son mujeres y víctimas de violencia sexual. 

El desplazamiento forzado también es considerado por la normatividad 
colombiana como una grave violación a los Derechos Humanos y al Derecho 
Internacional Humanitario, el cual genera un estado de cosas inconstitucio-
nal de afectación prolongada y masiva, según la Sentencia T-025 de la Corte 
Constitucional de Colombia (2004).

A partir de las definiciones del Auto 178 de 2005 de la Corte Constitucional 
se entiende que la garantía plena del derecho a la educación para las personas 
desplazadas requiere de atención diferencial y ajuste de la oferta institucional a 
las necesidades de esta población, no solo en términos de acceso ―con mecanis-
mos como la ampliación de cupos―, sino también de permanencia en el sistema 
educativo; de allí la necesidad de transformación de las prácticas pedagógicas. 

Posteriormente, documentos como el Plan Sectorial Educación de calidad 
para una Bogotá Positiva 2008-2012 dan cuenta de una comprensión de las 
necesidades de inclusión educativa de personas desplazadas, en términos de 
acceso, cobertura, calidad, pertinencia, y eficiencia de los servicios educativos. 
La calidad es entendida de tal manera que implica la formación especializada 
para docentes y el diseño e implementación de modelos educativos flexibles 
para responder a las necesidades diferenciales de las personas desplazadas.

Desde otras formas de abordaje del problema, el Decreto 250 de 2005 de 
la Presidencia de Colombia concibe la inclusión educativa de las personas 
desplazadas como un proceso amplio, que incluye responsabilidades como 
fortalecer el servicio educativo en zonas de retorno y reubicación de población 
desplazada, y apoyar la construcción, reparación y adecuación de la infraes-
tructura física y dotación de los planteles educativos que prestan el servicio a 
la población desplazada.

Desde el conflicto armado colombiano se distinguen por lo menos dos for-
mas de desplazamiento: i) desplazamiento masivo, usualmente ocasionado por 
amenazas y masacres cometidas por los actores armados y que suele estar 
acompañado por el «desplazamiento por goteo», que se produce en el ano-
nimato y pretende mantener en la invisibilidad a sus víctimas; y ii) desplaza-
miento individual que tiene lugar en las masacres, asesinatos, desapariciones 
y amenazas selectivas o esporádicas, de modo que las personas o familias 

10	 Atentado terrorista, amenazas, delitos contra la integridad sexual, desaparición forzada, homicidio 
y masacres, minas anti-persona o munición sin explotar, secuestro, tortura, reclutamiento forzado 
a menor de edad y otras afectaciones sin tipología, pero que pueden ser declaradas y evaluadas 
por la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas.
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terminan por tomar la decisión de huir ante los rumores o amenazas de ser las 
próximas víctimas (Ministerio de Educación Nacional, s.f., p.16).

La Propuesta de emergencia para la atención de niñas y niños en situa-
ción de desplazamiento (como se citó en Ministerio de Educación Nacional 
s.f., pp.22 y 23) se refiere a la afectación a las comunidades y, dentro de ellas, 
a las escuelas, por cuenta del conflicto armado y sus dinámicas de desplaza-
miento. Allí, se definen tres categorías según la forma como tales dinámicas 
se presentan: i) Zonas de expulsión o áreas de donde se ha provocado la sa-
lida definitiva o temporal de sus pobladores y pobladoras, sin que se resuelva 
la situación de fondo; ii) zonas de recepción o de asentamientos transitorios 
a las que llegan grupos de personas desplazadas en forma masiva de éxodo 
comunitario, individual, o en familia; y iii) zonas de reubicación definitiva de 
población afectada que acceden a nuevas propiedades.
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CAPÍTULO 7
POLÍTICAS GLOBALES Y 
EXPERIENCIAS INTERNACIONALES 
PARA CADA TIPO DE POBLACIÓN

Adriana Caballero Pérez 
Karina Camacho Reyes 
Martha Isabel Cortés Ocazionez 
Susana Fergusson 
Carlos Miñana Blasco 
Marisol Moreno Angarita 
Óscar Alejandro Quintero Ramírez 
Alexander Ramírez

Una vez caracterizadas cada una de las poblaciones, se abordan, a continuación, 
las políticas internacionales y algunas experiencias en educación inclusiva para 
cada grupo poblacional.

GRUPOS ÉTNICOS1

Podría decirse que, en materia de educación inclusiva para minorías étnicas o ra-
ciales, la mayoría de parámetros e iniciativas transnacionales han sido propues-
tos por organismos de cooperación internacional como la onu y su organización 
en materia de educación, ciencia y cultura, unesco. Sin embargo, cabe destacar 
que algunos países, incluso antes de la 48ª Conferencia Internacional de Educa-
ción (oie) de la unesco (2008), habían desarrollado iniciativas en esta materia. 
Es el caso de España, que en el año 2000 desarrolla un Congreso de atención 
a la diversidad denominado De la integración a una educación para todos; en 
este, se plantea principalmente que, dados los altos flujos migratorios, el país no 
puede desconocer una realidad que enriquece la diversidad y «facilita el avance 
entre los pueblos», de manera que es necesario proponer una educación intercul-
tural, que comienza por identificar las dificultades de asimilación y adaptación 

1	 Escrito por: Óscar Alejandro Quintero Ramírez, Alexander Ramírez, Martha Isabel Cortés Ocazionez 
y Carlos Miñana Blasco.
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que tienen los estudiantes de minorías étnicas. Se propone, en consecuencia, que 
para dar acogida a estos nuevos integrantes, es necesario transformar cualitati-
vamente el sistema escolar, acercando sus contenidos con las construcciones fa-
miliares y culturales de estudiantes pertenecientes a minorías étnicas (Marchena 
y Martín Espino, 2002). 

Aunque por los alcances de este trabajo es difícil medir el impacto de estos 
lineamientos en las políticas efectivas de España en la primera década del siglo 
xxi, es importante resaltar la integralidad de este documento en la propuesta 
de un sistema educativo intercultural apropiado a las demandas de educación 
inclusiva para minorías étnicas en ese país. 

Posteriormente, en el contexto latinoamericano, la unesco presenta un docu-
mento orientado a ofrecer lineamientos de política educativa para la atención a 
la diversidad cultural en Brasil, Chile, Colombia, México y Perú (Hirmas et al., 
2005). Este documento es quizás el más completo en la materia, ya que, además 
de ofrecer los antecedentes conceptuales y jurídicos de la educación inclusiva 
para la diversidad cultural en Latinoamérica, desarrolla un balance de las princi-
pales normativas y políticas que cada país ha desarrollado al respecto, incluyendo 
al final una evaluación sobre la evidencia empírica del impacto de dichas inicia-
tivas. Entre los resultados, se encuentra que, si bien estos países reconocen su 
naturaleza pluriétnica a nivel constitucional, las políticas educativas focalizadas 
para afrodescendientes e indígenas son marginales dentro del sistema educativo, 
en tanto este sigue reproduciendo modelos curriculares y pedagógicos ―y for-
mación docente― homogeneizantes (Hirmas et al., 2005, p.609). En esta misma 
línea, se encontró que las políticas curriculares no tienen en cuenta el contexto 
cultural desde el que se produce el conocimiento y la existencia de «procesos 
epistemológicos alternos» (Hirmas et al., 2005, p.612). De igual forma, se iden-
tificó como barrera para la inclusión educativa una concepción hegemónica del 
lenguaje, que limita los estilos comunicativos y las formas de interrelación (Hir-
mas et al., 2005, p.615).

En un contexto más global, en el artículo 26 de la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos, encontramos una serie de iniciativas que buscan 
desarrollar una agenda específica que, en la primera década del siglo xxi, lle-
van a la consolidación de la reunión 48ª de la Conferencia Internacional de 
Educación (oie) de la unesco, denominada Educación Inclusiva: el camino 
del futuro. En esta reunión, se desarrollaron, en mayor, medida temas diferen-
ciales respecto al derecho a la educación, pero no se hizo tanto énfasis en el 
concepto de educación inclusiva: «La conferencia se centró en los medios de 
proporcionar educación a cientos de millones de personas de todo el mundo 
que tienen poco acceso a las oportunidades de aprendizaje o carecen totalmen-
te de ellas» (Unesco, 2008, p.1).

A partir de este marco, son visibles un conjunto de estrategias que buscan 
desarrollar no sólo el concepto de inclusión educativa sino también compromisos 
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a nivel político y económico para favorecer a las minorías étnicas y raciales en 
la educación. Con base en los alcances de las conferencias internacionales sobre 
educación organizadas por la unesco, la misma organización publica en el año 
2009 el documento Directrices sobre políticas de inclusión en la educación, en 
el cual se desarrollaron los fundamentos conceptuales y la evolución de la cate-
goría inclusión, con énfasis en la relación entre eficacia e inclusión, así como la 
movilización de la opinión pública en la legitimidad social de la educación como 
un derecho para todos, teniendo en cuenta que la diversidad en el aula es una 
oportunidad y no un problema. Finalmente, el documento presenta unos anexos, 
dentro de los cuales se resaltan los Objetivos de la Educación para Todos (ept), 
uno de los cuales establece: 

Velar por que de aquí a 2015 todos los niños, y sobre todo las niñas, los ni-
ños que se encuentran en situaciones difíciles y los que pertenecen a mino-
rías étnicas, tengan acceso a una enseñanza primaria gratuita y obligatoria 
de buena calidad y la terminen (p.27). 

En conformidad con este marco, se puede apreciar un conjunto de acciones 
concretas que, por ejemplo, en el caso de Latinoamérica remiten a políticas que, 
según Payá (2010, p.128), pueden considerarse válidas, tales como: el Diseño 
Curricular Nacional de Perú, que busca principalmente desarrollar una inclu-
sión para personas con necesidades educativas especiales y lineamientos bási-
cos sobre diversificación y adaptación; el Departamento de Desenvolvimiento 
y Articulación Institucional de Brasil, el cual buscó principalmente desarrollar 
sinergias entre diversos actores; o el Programa Nacional de Inclusión Educativa: 
Todos a estudiar, en Argentina, que busca integrar en el sistema educativo per-
sonas con diversas trayectorias escolares y sociales. 

Por su parte, la Organización de Estados Iberoamericanos (oei), con base 
en una historia reciente de objetivos estratégicos y programas de apoyo que in-
cluyen asistencia técnica y presupuestaria para los países miembros, entre ellos 
Colombia, ha desarrollado un conjunto de acciones articuladas con los diferen-
tes gobiernos para la educación inclusiva de minorías étnicas. En 2014, lanzó 
el Programa Iberoamericano para la inclusión educativa, cuyos objetivos son: 
«garantizar la equidad educativa y asegurar la educación en la diversidad facili-
tando el acceso, la permanencia y promoción de todo el alumnado independien-
temente de su condición de etnia, origen social, procedencia y/o condiciones 
personales” (OEI y Fundación Mapfre, 2018). Este Programa está enfocado en 
el programa de buenas prácticas en educación inclusiva de la oei y la Fundación 
Mapfre, desarrollando materiales didácticos y encuentros para visibilizar el im-
pacto positivo de estas medidas en países como Ecuador y Uruguay. 

En relación con experiencias internacionales de educación inclusiva con 
minorías étnicas, algunas de ellas dejan aprendizajes interesantes en términos 
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de que para avanzar hacia la inclusión se necesita pensar, diseñar e implemen-
tar los cambios necesarios de forma compartida en el marco de un proceso 
sostenido de innovación educativa. La buena práctica inclusiva debe enten-
derse como una actuación «situada», que adquiere sentido y es viable a partir 
de una realidad concreta, de unos condicionantes estructurales que la hacen 
única e irrepetible. No hay buenas prácticas ideales o generalizables, pues 
dependen del contexto en el que se desarrollan. Lo que se valora como buena 
práctica en una zona rural de Guatemala o del Paraguay puede no serlo en la 
periferia de San Pablo o en una comuna de un barrio acomodado de Santiago 
de Chile (Hernández Izquierdo, 2014, p.91).

A continuación, se resumen algunas de las experiencias expuestas en el 
libro Avances y desafíos de la educación inclusiva en Iberoamérica (Marchesi 
et al., 2014) con el fin de tener elementos de referencia a nivel internacional:

El proyecto Formación de agentes educativos de primera infancia en pautas 
de crianza desde saberes ancestrales afrodescendientes presenta una iniciativa 
de la oei que busca mejorar la calidad de la educación inicial de niños y niñas 
afrodescendientes de entre 0-6 años en la Costa Pacífica y del Caribe de Co-
lombia. Su objetivo es que se generen relaciones interculturales armónicas con 
otros niños y niñas de distinta condición étnica a través de la capacitación de 
agentes educativos. Dicha capacitación se focaliza en brindarles herramientas 
pedagógicas y didácticas con enfoque étnico afrodescendiente e intercultural.

•  El Proyecto de educación en la interculturalidad: el colegio Apóstol San 
Pablo presenta un proyecto educativo llevado a cabo en Burgos (España), 
basado en una educación intercultural, que ha tenido como foco la gran ri-
queza educativa que ofrece la diversidad de nacionalidades de su alumnado.

•  El proyecto Atención educativa del bilingüismo y comunidades indígenas 
en Paraguay hace referencia a la implementación en este país de un 
modelo de bialfabetización ―español/guaraní, las lenguas oficiales de 
ese país― desarrollada de manera exitosa en veinte instituciones esco-
lares ubicadas en zonas periurbana y rural del distrito de Quiindy, en el 
departamento de Paraguarí, en Paraguay. Esta propuesta se diferencia de 
las demás aplicadas en las escuelas del país, porque trabaja la educación 
bilingüe intercultural iniciando el proceso escolar en una de las lenguas 
oficiales con carácter de lengua materna e incorporando la otra en carác-
ter de segunda lengua de manera paulatina y procesual.

•  La experiencia del Grêmio Recreativo Cultural Escola de Samba Mirim 
Pimpolhos da Grande Rio es un interesante trabajo desarrollado por esta 
escuela de samba de Rio de Janeiro que se focaliza en el desarrollo de ta-
lleres artísticos que estimulan la conciencia ambiental y la creatividad de 
alumnos en situación de vulnerabilidad socioeconómica ―muchos de ellos 
afrodescendientes―, con altos historiales de repitencia y de fracaso escolar.
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PERSONAS LGBTI2

En mayo de 2016, la unesco congregó a los respectivos Ministerios de Edu-
cación de varios países para discutir sobre las violencias por razón de identi-
dad de género y orientación sexual en los ambientes escolares, y para adop-
tar las medidas pertinentes. Como antecedentes existen algunos preámbulos 
normativos internacionales, tales como la Declaración Universal de los De-
rechos Humanos (1948), la Convención de la Unesco sobre la Lucha contra 
las Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza (1960) y la Convención 
sobre los Derechos del Niño (1989). Recientemente, se lanzó el informe 
titulado Out in the open: education sector responses to violence based on 
sexual orientation or gender identity/expression (Unesco, 2016b), que ra-
tifica los compromisos con la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, 
en la cual la educación inclusiva, equitativa y de calidad, orientada desde 
el enfoque diferencial, aparece como una preocupación internacional que 
demanda el desarrollo de estrategias de acción y políticas públicas.

En junio de 2011, el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas 
aprobó por un margen estrecho la primera resolución (17/19) relativa a los dere-
chos humanos, la orientación sexual y la identidad de género (Organización de 
Naciones Unidas, 2012, pp.7-9). La resolución obliga a los Estados asociados 
a asumir sus responsabilidades en la materia, haciendo prevalecer el principio 
de no discriminación en todos los sectores de la administración pública. Por su 
parte, el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
elaboró el documento denominado Orientación Sexual e Identidad de Género 
en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos (2012), en el cual se 
vincula la legislación internacional con los derechos humanos de las personas 
lgbti. En este documento, se establecen también una serie de recomendaciones 
para erradicar las violencias por razón de identidad de género y orientación 
sexual, y se incluye un apartado relativo al sistema educativo como uno de los 
principales núcleos reproductores de estigma y discriminación: 

Algunas autoridades educativas y escuelas discriminan a los alumnos por su 
orientación sexual o expresión de género, lo cual tiene como consecuencia 
en ocasiones la denegación de su ingreso o su expulsión. Las personas lesbia-
nas, gais, bisexuales y trans jóvenes suelen ser víctimas de la violencia y el 
hostigamiento, incluido el acoso escolar, de sus compañeros y profesores. La 
lucha contra este tipo de prejuicios e intimidación requiere esfuerzos concer-
tados de las autoridades escolares y educativas y la integración de los princi-
pios de no discriminación y diversidad en los planes de estudios y el lenguaje 
utilizados en las escuelas (Organización de Naciones Unidas, 2012, p.51).

2	 Escrito por: Susana Fergusson.
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Otras organizaciones, en alianza con la unesco, contribuyen también a la 
promoción de los derechos de la población lgbti dentro del sector educativo. 
The Global Alliance for LGTB Education (gale) es una red de colaboradores 
oficiales de la unesco, que opera en Ámsterdam, encargada de promover la in-
clusión dentro de la escuela a personas con desventajas debido a su orientación 
sexual e identidad de género, mediante diferentes cursos y talleres3 que buscan 
que la escuela sea un espacio accesible y se reduzcan las tasas de deserción 
causadas por el matoneo y la homofobia. Esta red, también, busca superar lo 
que han denominado como depsoig4―perjudicado debido a la expresión de 
preferencia sexual o identidad de género― a través de la formación de una 
cultura menos heteronormativa que fomente el derecho de ser y el derecho 
a expresar la identidad para así mejorar y compartir la experiencia educativa 
desde una perspectiva intersubjetiva5.

La International LGBTQI Youth and Student Organisation (iglyo) es una 
red europea que trabaja con 95 ong de jóvenes y estudiantes lgbtqi. A través 
de conferencias, seminarios, talleres y otros, este conjunto de organizaciones 
propicia oportunidades de formación y participación en torno a la temática. Una 
de las principales herramientas de ilgyo es el análisis y la evaluación de datos 
e indicadores en relación con las políticas de educación, formación de profeso-
res y programas de estudio en la Unión Europea. En una publicación titulada 
Guidelines for Inclusive Education: Sexual Orientation, Gender Identity and 
Gender Expression (IGLYO, 2014), se compilan estudios realizados en el año 
2013 que evidencian la relevancia del aprendizaje escolar como escenario capaz 
de promover mejores oportunidades laborales y proyectos de vida para la pobla-
ción lgbtqi. Dentro de sus estudios base, se encuentra la guía para educadores 
de las escuelas de Europa, elaborada en colaboración con el Comité Sindical 
Europeo para la Educación (csee), que busca fomentar un entorno de aprendizaje 
inclusivo por medio de estrategias para crear un espacio seguro y manejar ciertas 
situaciones en el aula6 (IGLYO, 2014).

Los organismos multilaterales dedicados a la promoción y garantía de dere-
chos sexuales y reproductivos también se muestran interesados en los procesos 
educativos que contribuyan a las buenas prácticas en materia de educación sexual, 
inclusión y no discriminación de la población lgbti. El programa onusida, por 
ejemplo, a través de la Guía de acciones estratégicas para prevenir y combatir la 
discriminación por orientación sexual e identidad de género: Derechos humanos, 

3	 Las principales estrategias desarrolladas por la organización GALE son: Dealing with strong opinions, 
Peer education y Combating homophobia in schools. GALE. A combined KA1 course on Homophobia/
Transphobia in schools. Amsterdam: 2015.

4	 Siglas en inglés: Disadvantaged because of their Expression of Sexual Preference or Gendered Identity.
5	 Véase: https://bit.ly/2IGEHAH.
6	 The International Lesbian, Gay, Bisexual, Transgener, Queer and Intersex Youth & Student Organisation: 

https://bit.ly/2J7QSHd.
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salud y vih, propone que dentro de la escuela sea posible una comisión técnica 
para la discusión sobre el abordaje de la orientación sexual en las políticas de edu-
cación, garantizando la participación de organizaciones del movimiento social 
lgbti (ONUSIDA, 2006). Otra publicación de la serie buenas políticas y prácticas 
para la educación en vih y salud de la unesco, denominada Respuestas del Sector 
de Educación frente al Bullying Homofóbico, evalúa y rescata las perspectivas 
globales con relaciones a las políticas, normativas y alcances que han desarrolla-
do las escuelas (Unesco, 2013). El documento, en su análisis sobre los planes de 
estudio y su implementación, menciona la importancia de una educación sexual 
que no solamente involucre temáticas de prevención y métodos anticonceptivos, 
sino que discuta cuestiones de educación sexual integral enfocándose en las dife-
rencias, la tolerancia y los imaginarios en torno a la diversidad, para así eliminar 
las barreras provocadas por el estigma y la discriminación.

En conexión con las recomendaciones de la unesco, citadas al inicio de este 
apartado, la Consulta Regional sobre la Violencia Homofóbica y Transfóbica en 
el Ámbito Escolar, que tuvo lugar en Bogotá en 2014 (Unesco, 2015a, p.11), Co-
lombia Diversa y la ong Sentido publicaron la Encuesta de clima escolar lgbt en 
Colombia 2016, en articulación con la Fundación Todo Mejora de Chile y glsn 
―Gay, Lesbian and Straight Alliance― de Estados Unidos (Cuéllar y Rivera, 
2016). Esta se trata de un diagnóstico de las experiencias de inclusión y exclusión 
de adolescentes y jóvenes que se identifican como lesbianas, gais, bisexuales y 
trans en su paso por el ámbito escolar. El informe muestra cómo el acoso por 
orientación sexual e identidad y expresión de género es una práctica recurrente 
dentro de los procesos de escolarización. Estudios simultáneos realizados en otros 
países de la región señalan cómo esta problemática es también una realidad en 
Argentina, Brasil, Chile, Cuba, México, Perú y Uruguay (Unesco, 2015a).

La Red iberoamericana de educación lgbti7 es una plataforma conformada 
por Colombia Diversa, la Fundación Triángulo (España), Llamale H (Uruguay), 
movilh (Chile) y promsex (Perú). El objetivo de esta red es promover el respeto 
a las personas lgbti en ámbitos escolares. Estas organizaciones, articuladas con 
el proyecto Educando con inclusión, buscan: la creación y difusión de herra-
mientas y materiales regionales específicos, orientados a la comunidad educati-
va y a la sociedad en general; generar alianzas; denunciar el matoneo y el acoso 
al que se ven expuestas las personas lgbti en entornos educativos; y trabajar en 
la formulación de políticas públicas que ofrezcan un marco normativo para la no 
discriminación por razones de identidad de género y orientación sexual.

De todo lo anterior, se deriva que la violencia, el acoso y la discriminación 
por identidad de género y orientación sexual constituyen una problemática de 
vulneración de derechos humanos frente a la cual organismos multilaterales, 
instituciones públicas y organizaciones de la sociedad civil de diferentes países 

7	 Véase: https://bit.ly/2oNvwI3.
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han manifestado la urgencia de organizarse para combatir las injusticias y asi-
metrías perpetuadas por el sistema educativo.

PERSONAS CON DISCAPACIDAD8

Los niños y niñas con discapacidad, al igual que la mayoría de los niños, tienen 
su primer contacto en profundidad con la vida social por fuera de la familia a 
través de la llegada a la escuela; es justamente en dicho escenario donde debe 
empezar a garantizarse su derecho a la inclusión social plena y efectiva.

La presencia de los estudiantes con discapacidad en el aula ha sido objeto de 
política a partir de las últimas tres décadas y su hito fundador se remonta a 1994, 
año en que los representantes de 92 países, reunidos en la Conferencia Mundial 
sobre Necesidades Educativas Especiales, convocada por el Gobierno de España 
y la Unesco, proclamaron la Declaración de Salamanca (Unesco y el Ministe-
rio de Educación y Ciencia de España, 1994). Esta declaración y su marco de 
acción se fundamentan en el reconocimiento de la importancia que tiene «actuar 
con miras a conseguir “escuelas para todos”, esto es, instituciones que incluyan 
a todo el mundo, celebren las diferencias, respalden el aprendizaje y respondan a 
las necesidades de cada cual» (Unesco y el Ministerio de Educación y Ciencia de 
España, 1994, iii). La Declaración de Salamanca es la piedra angular de la educa-
ción inclusiva y se inspira en la propuesta de la Unesco Educación para todos, o 
ept, de 1990. La Declaración proclama que 

todos los niños tienen el derecho fundamental a la educación, el cual se les 
debe garantizar; que cada niño tiene características, intereses, capacidades 
y necesidades de aprendizaje que le son propios; que los sistemas educati-
vos deben ser diseñados y los programas aplicados de modo que tengan en 
cuenta toda la gama de esas diferentes características y necesidades; y que 
las personas con necesidades educativas especiales deben tener acceso a 
las escuelas ordinarias, que deberán incluirlos en una pedagogía centrada 
en el niño, capaz de satisfacer esas necesidades». (Unesco y el Ministerio 
de Educación y Ciencia de España, 1994, viii)

El principio fundamental de la Educación Inclusiva es «que todos los niños [y 
jóvenes] deben aprender juntos, siempre que sea posible, haciendo caso omiso de  
sus dificultades y diferencias» (Unesco y el Ministerio de Educación y Ciencia de 
España, 1994). Las escuelas que implementen la educación inclusiva9

8	 Escrito por: Marisol Moreno Angarita.
9	 En esa época, el término utilizado en la Declaración fue escuela integradora, aunque, posterior-

mente, se ha ido concibiendo la política en términos de educación inclusiva, como se ha mostrado 
en capítulos anteriores.
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Deben reconocer las diferentes necesidades de sus estudiantes y responder a 
ellas, adaptarse a los diferentes estilos y ritmos de aprendizaje de los niños [y 
jóvenes] y garantizar una enseñanza de calidad por medio de un programa de 
estudios apropiado, una buena organización escolar, una utilización atinada 
de los recursos y una asociación con sus comunidades. Debería ser, de hecho, 
una continua prestación de servicios y ayuda para satisfacer las continuas 
necesidades especiales que aparecen en la escuela. (Unesco y el Ministerio 
de Educación y Ciencia de España, 1994, pp.11-12)

La educación inclusiva, además de su valor intrínseco para garantizar a las 
personas con discapacidad su derecho a recibir una educación de calidad y para 
promover su inclusión social, representa el escenario perfecto para trasformar 
los prejuicios que cimientan la discriminación, que históricamente han enfren-
tado las personas con discapacidad, lo cual se logra mediante la creación de 
comunidades educativas incluyentes, centradas en la persona y en el respeto a 
la dignidad humana (Opertti, 2009).

Otra de las grandes virtudes de la educación inclusiva es que su impacto 
no solo trae beneficios a los niños con discapacidad. Al ser un modelo centra-
do en el niño y en el reconocimiento de sus diferencias, sus potencialidades, 
sus particulares ritmos de aprendizaje y las necesidades de apoyo que puedan 
presentar, a través de él puede proporcionarse un exitoso proceso educativo a 
todos los niños, incluidos aquellos con discapacidad.

De acuerdo con el Informe Mundial sobre la Discapacidad (Organización 
Mundial de la Salud y Banco Mundial, 2011) la inclusión de los niños con 
discapacidad en el sistema educativo es importante, si se tiene en cuenta que 
reduce los costos sociales y económicos de la exclusión, pues contribuye a 
romper el círculo vicioso que existe entre discapacidad y pobreza.

Estudios como los de Peters (2003) y Miles y Singal (2010) muestran que 
ha existido confusión y ambigüedad frente a la población denominada con el 
término de Necesidades Educativas Especiales, la cual se ha confundido con 
otros grupos sociales excluidos y que, aunque se hacen grandes esfuerzos para 
que todos los niños de edad escolar se inscriban en la escuela y completen la 
educación primaria, no está sucediendo lo mismo con los niños y niñas con 
discapacidad, especialmente, en los países menos desarrollados.

En países desarrollados, el movimiento hacia estrategias más inclusivas ha 
tenido dificultades con el legado de la educación segregada o exclusiva para 
los grupos identificados como especiales. No obstante, ha existido un cre-
ciente reconocimiento de que es mejor para niños con necesidades especiales 
asistir a las escuelas regulares, con diversas formas de apoyo. Los estudios 
realizados indican que los estudiantes con discapacidades logran mejor resul-
tados académicos en ambientes inclusivos (Kiuppis, 2014).
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No obstante, se ha sugerido que la propia unesco ha generado confusión, 
en tanto el movimiento de Educación Para Todos se centró en los niños de la 
calle, menores trabajadores, niños soldados, pueblos indígenas y población 
rural, ignorando a la población con discapacidad, razón por la cual la pobla-
ción con discapacidad promovió el movimiento de educación inclusiva, el 
cual, en sus orígenes, se ha centrado en la atención educativa a esta población.

Posterior a la declaración de Salamanca, aparece la Convención de Naciones 
Unidas de Derechos de las Personas con Discapacidad, promulgada en el 2006, 
ratificada por más de 100 países, la cual entró en vigor en 2008 y contempla en 
su artículo 24, en consecuencia con lo anterior, que «las escuelas inclusivas de-
ben reconocer y responder a las diversas necesidades de los alumnos, los ajustes 
razonables tanto de los estilos y ritmos de aprendizaje diferentes y garantizar 
una educación de calidad para todos» (Unesco, 2008, p.21). 

PRIMERA INFANCIA10

A partir de la conceptualización de primera infancia, se ha establecido el con-
senso a nivel internacional y multisectorial, entre organizaciones, sociedad 
civil y Estados, sobre la importancia de enfocar esfuerzos ―académicos, po-
líticos, técnicos y económicos― en los niños y niñas, para promover el desa-
rrollo de la sociedad. 

Con base en los escenarios en los que se deben garantizar el ejercicio 
pleno de los derechos de los niños y las niñas, planteados por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas (1989), unicef, la Fundación Bernard Van 
Leer (2007), la Comisión Intersectorial de primera infancia (2013) y la Se-
cretaría de Educación del Distrito (2014b), se establecieron una serie de 
programas y estrategias para garantizar el goce efectivo de los derechos de 
los niños y las niñas, los cuales se engloban en lo que se ha denominado 
Atención Integral a la Primera Infancia (aipi). Estos escenarios son: 

•  Realización personal relacionada con el derecho a la vida, a la supervi-
vencia y al desarrollo equitativo.

•  Realización del derecho a adquirir una nacionalidad, tener un nombre y 
crecer en una familia.

•  Realización del derecho a la protección contra agresiones, explotación 
económica, sexual o cualquier forma que sean perjudiciales para cual-
quier aspecto de su bienestar.

•  Realización de su potencial, del derecho a disfrutar de una vida plena y de-
cente en condiciones que aseguren su dignidad, le permitan satisfacer sus 
necesidades y le faciliten la participación activa del niño en la comunidad. 

10	 Escrito por: Adriana Caballero Pérez y Marisol Moreno Angarita.
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•  Realización del derecho a un nivel de vida adecuado para su desarrollo 
físico, mental, espiritual, moral y social.

•  Realización del derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de 
salud, al disfrute de los servicios sanitarios y al tratamiento de su salud 
física y mental.

•  Realización del derecho a la educación en condiciones de igualdad de 
oportunidades y que este se pueda ejercer progresivamente.

•  Realización del derecho al descanso, al esparcimiento, al juego, a las 
actividades recreativas propias de su edad, y a participar libremente en 
la vida cultural y en las artes. 

•  Realización relacionada con la participación plena en la vida cultural, 
artística, recreativa y de esparcimiento en condiciones de igualdad para 
el desarrollo de su sentido de identidad y de la comunidad en la que vive.

•  Realización del derecho a expresar libremente su opinión, a la libertad de 
pensamiento, de conciencia y de religión (Secretaría Educación del Dis-
trito, 2014b).

Desde la perspectiva de la realización de los derechos, la aipi concibe el 
desarrollo infantil de manera integral, entendido como el proceso en el que inte-
ractúan aspectos fundamentales de la vida ―biológicos, cognitivos, comunica-
tivos, socioculturales, afectivos, corporales, entre otros― y que le permite a los 
niños y niñas desenvolverse y participar activamente en la sociedad (Secretaría 
Educación del Distrito, 2014b, p.15).

De esta manera, se integran en la aipi componentes que se conjugan para 
lograr la integralidad en la atención tales como nutrición, salud, educación, 
cuidado del cuerpo, entornos protectores y seguros, recreación, etc. La articu-
lación y coordinación intersectorial caracterizan las iniciativas de promoción 
del desarrollo integral de la primera infancia a nivel internacional, tal como se 
estructura a continuación (ver figura 7.1).

En el mundo, existe una amplia gama de ofertas y modalidades de progra-
mas y estrategias de aipi, ofrecidas por sectores tanto públicos como privados; 
desde instituciones gubernamentales y no gubernamentales hasta agencias de 
cooperación internacional e iglesias. De manera global, se destacan, por re-
gión, las características presentadas en el siguiente acápite.

Asia cuenta con gran cantidad de marcos jurídicos, iniciativas y disposi-
ciones sobre primera infancia. En las subregiones de Asia oriental y el Pací-
fico, y Asia del sur y occidental, se presenta mayor avance en las estrategias 
de acuerdo con el Informe de la unesco y unicef sobre la región, publicado en 
2012 (Secretaría Educación del Distrito, 2014b, p.19). En estas estrategias, 
se destacan programas ofrecidos a los niños y niñas antes de ingresar a la es-
cuela, los cuales buscan: garantizar una mejor preparación para la escolari-
zación y un aumento en los índices de retención ―en China―; programas de  
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formación a madres líderes, consideradas las primeras maestras de los niños y 
las niñas ―en  Camboya―; intervención domiciliaria como apoyo a los padres, 
tutores y cuidadores para mejorar condiciones y conocimientos para que 
puedan asumir un papel activo en la educación de sus hijos e hijas ―en 
Filipinas―; programas que han mejorado la tasa de supervivencia, salud y 
estado nutricional que ha impactado el desempeño escolar de manera direc-
ta ―en India―; y programas multisectoriales que incluyen salud, recrea-
ción, nutrición y educación temprana ―en Tailandia y Rusia― (Secretaría 
Educación del Distrito, 2014b).

Figura 7.1. Iniciativas de promoción del desarrollo integral de la primera infancia a nivel internacional
Fuente: Adaptado de The effects of contexts, environments, and nurturing care through the mul-
tigenerational life course (Black et al., 2017, p.3) 
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En África, por su parte, se caracterizan los programas de aipi por sus prácticas 
culturales que incluyen aspectos de autoeducación, fortalecimiento de la perspec-
tiva de género, aprendizaje generativo, y tutoría entre pares ―una interacción 
amplia entre los mismos niños y niñas―. Se destacan programas de becas espe-
ciales para niñas, que benefician a las más pequeñas, en zonas rurales, así como 
clubes de madres como educadoras principales ―en Gambia―; también, centros 
de cuidado basados en la comunidad ―en Malawi―, una estrategia que demues-
tra la importancia de la organización civil para la atención a la primera infancia; 
y, finalmente, programas de educación preprimaria en zonas vulnerables, que se 
articulan con sectores de salud y alimentación ―en Sudáfrica― (Secretaría Edu-
cación del Distrito, 2014b).

Ahora bien, América Latina cuenta con programas de desarrollo infantil con 
fuertes componentes educativos y de salud para niños y niñas que no pueden ac-
ceder a las guarderías o centros de educación pre-escolar, centros de protección 
infantil, programas en favor de las madres y modalidades de atención preescolar 
que buscan la aipi, este es el caso de Argentina por ejemplo; por otro lado, está el 
Programa Nacional de atención a niños y niñas menores de 6 años ―en Bolivia―, 
el cual ha tenido avances significativos en la atención a esta población y se ha consi-
derado por parte del país como una de las inversiones con mayor retorno. 

Otros programas de atención integral se extienden, incluso, hasta la etapa de la 
adolescencia, como es el caso de Brasil, donde también existen jardines comunita-
rios; los programas especiales de desarrollo de lenguaje y alimentación, y la junta 
nacional de jardines infantiles ―en Chile―; los círculos de recreación y apren-
dizaje ―en Ecuador―, los programas de inclusión de poblaciones indígenas de 
niños y niñas ―en Perú―, entre otros (Secretaría Educación del Distrito, 2014b).

En Norteamérica, se destacan programas de educación inicial y estancias in-
fantiles o guarderías del estado ―en México―, programas federales ―transfe-
rencias a personas y gastos federales, contribuciones económicas para atención de 
aborígenes― y servicios en las provincias y territorios de manera descentralizada 
―en Canadá―; y programas de atención que favorecen el desarrollo cognitivo, 
social y emocional en los niños y las niñas, privilegiando áreas como el lenguaje, 
la alfabetización, la cognición, conocimientos generales, el desarrollo físico y la 
salud, el desarrollo emocional y social, y los enfoques de aprendizaje; también, 
están los centros de investigación en educación inicial, que orientan las políticas 
públicas y, a la vez, monitorean los avances referidos a este ciclo vital ―Estados 
Unidos― (Secretaría Educación del Distrito, 2014b).

En el caso de Europa, 

(…) todos los países de Europa, sin excepción, han desarrollado algún tipo de 
oferta de atención y educación a la primera infancia (aipi) acreditada y subven-
cionada con fondos públicos para niños por debajo de la edad de escolariza-
ción obligatoria. Las diferencias residen en las formas de organización, en las 
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autoridades competentes y en la edad en la que los niños pueden acceder a este 
tipo de oferta. (Secretaría Educación del Distrito, 2014b, p.56)

Como se ha referenciado en el mundo, en general, existe la tendencia de 
organizar la atención de la primera infancia a través de dos modelos: centros 
integrados estructurados para una única etapa que es la edad preescolar y los 
servicios organizados en función de la edad de los niños y niñas. 

La experiencia internacional ha evidenciado, en el caso específico de la 
educación para la primera infancia, que la adopción de prácticas de educación 
inclusiva se logra en conjunto con la articulación de acciones con los demás sec-
tores ―salud, bienestar, nutrición, recreación, etc.― y no de manera aislada, por 
lo que el éxito en la educación implica la atención integral. Retomando el reporte 
realizado por Mariga et al. (2014), los procesos adelantados para consolidar ex-
periencias de inclusión educativa han implicado acciones conjuntas enfocadas a:

•  La orientación y formación a todos los actores clave, promoviendo sensibi-
lización y cambios actitudinales entre los participantes, particularmente, 
maestros, padres y madres de familia, y líderes locales, a fin de apoyar sus 
habilidades para hacer de la inclusión una realidad. 

•  Ampliar el acceso a la oferta educativa para todos aquellos niños que re-
quieren apoyos específicos para ser parte de las escuelas inclusivas. 

•  El énfasis en el desarrollo de currículos inclusivos y sistemas de valora-
ción integral de los estudiantes. 

•  La disponibilidad de talento humano y recurso financiero, materiales e 
insumos académicos para la formación. 

•  Las estrategias y campañas de movilización social e información para 
extender la noción y prácticas de la inclusión a otros sectores, más allá 
del educativo.

•  La revisión y formulación de iniciativas legislativas a favor de la inclusión 
en todos los niveles de la educación (Mariga et al., 2014).

PERSONAS DESPLAZADAS VÍCTIMAS  
DEL CONFLICTO11

En la Convención sobre los Derechos del Niño no hay una mención explícita 
a la protección de derechos en situaciones de desplazamiento; solo el artículo 
22 hace referencia a las personas refugiadas, en relación con las cuales los 
Estados miembros han de garantizar «la protección y la asistencia humanitaria 
adecuadas para el disfrute de los derechos pertinentes enunciados en la presen-
te Convención y en otros instrumentos internacionales de derechos humanos o 

11	 Escrito por: Karina Camacho Reyes.
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de carácter humanitario en que dichos Estados sean partes» (Organización de 
Naciones Unidas, 2005, art. 22). No obstante, desde una interpretación evolu-
tiva de la Convención, estas obligaciones para los Estados pueden extenderse 
para el caso de los desplazamientos internos.

De hecho, el artículo 4 indica que «Los Estados Partes adoptarán todas 
las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para dar efectividad 
a los derechos reconocidos en la presente Convención» (Organización de 
Naciones Unidas, 2005, art. 4), de lo cual se deriva que el Estado colombia-
no se ve en la obligación de adoptar medidas para garantizar los derechos de 
los niños, niñas, y jóvenes que los ven vulnerados, entre ellos el derecho a la 
educación, más si se trata de graves violaciones como las que tienen lugar en 
el marco del conflicto armado.

En relación con el desarraigo cultural al que se enfrentan en general las 
víctimas del desplazamiento y con el propósito de que los demás niños, niñas, 
y jóvenes conozcan y tomen consciencia sobre el origen, dinámicas, y efectos 
del conflicto armado colombiano, resultan muy oportunos los desarrollos del 
artículo 29 de la Convención sobre los Derechos del Niño, especialmente, en 
lo que respecta a que la educación debe: 

b) Inculcar al niño el respeto de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales y de los principios consagrados en la Carta de las Naciones 
Unidas; c) Inculcar al niño el respeto de sus padres, de su propia identidad 
cultural, de su idioma y sus valores, de los valores nacionales del país en 
que vive, del país de que sea originario y de las civilizaciones distintas de la 
suya; d) Preparar al niño para asumir una vida responsable en una sociedad 
libre, con espíritu de comprensión, paz, tolerancia, igualdad de los sexos y 
amistad entre todos los pueblos, grupos étnicos, nacionales y religiosos y 
personas de origen indígena. (Unicef, 2006, art. 29)

En 2012, la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas elaboró 
el Protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño rela-
tivo a la participación de niños en los conflictos armados. En él se recuerda 
que los niños, niñas y jóvenes deben ser «educados en condiciones de paz y 
seguridad» y, a pesar de que el Protocolo está centrado en la prevención del re-
clutamiento forzado y la ampliación de la edad mínima de vinculación a ejér-
citos regulares, es un llamado al Estado colombiano para el fortalecimiento de 
acciones contra la victimización de niños, niñas y jóvenes, así como parte de 
la generación de entornos escolares pacíficos y seguros.

La Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Dere-
chos Humanos, en el año 2005, publicó los Principios y directrices básicos 
sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas 
internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho 
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internacional humanitario (2005/35). En este, se establecen cinco importan-
tes tipos de reparaciones, que en extensión tendrían que ser aplicados para la 
educación de personas en situación de desplazamiento: restitución, indemni-
zación12, medidas de rehabilitación, de satisfacción y garantías de no repeti-
ción13, todo ello atravesado por el principio de no discriminación.

Desde la perspectiva internacional, las relaciones entre el conflicto arma-
do colombiano y las vulneraciones al derecho a la educación de niños, niñas 
y jóvenes se deben tomar en cuenta, también, el marco de la lucha contra el 
narcotráfico, no solo por ser una actividad ilícita que aún financia buena parte 
de la acción de los grupos armados ilegales, sino porque, en sus labores de 
persecución y desmantelamiento, las fuerzas militares y de policía también 
han cometido desmanes y han ejercido acciones dañosas contra niños, niñas y 
jóvenes, afectando negativamente su derecho a la educación (Comisión Inte-
ramericana de Derechos Humanos, 2015, p.70). 

Acerca de la problemática del desplazamiento forzado ―entre otros hechos 
de afectación grave a los derechos de niños, niñas, y jóvenes―, que aqueja a 
varios países del mundo unesco, unicef y Naciones Unidas, a través del Alto 
Comisionado para Refugiados, se han adelantado programas educativos, des-
de 1998, en el ámbito internacional, denominados Respuesta educativa rápida 
en emergencias complejas (Aguilar y Retamal, 1999, p.41). En este documen-
to, se relatan experiencias de educación para la paz en contextos de violencia 
en diferentes países del mundo. Tal es el caso de Somalia, en donde se han 
realizado campañas y procesos para transformar la apreciación y formas de 
relacionamiento de la niñez con las armas, con el propósito de transformar las 
prácticas guerreristas y patriarcales asociadas a ellas, así como los imaginarios 
de su tráfico y uso, como único medio de supervivencia económica.

De otros lugares como, por ejemplo, de Liberia, se relata un proceso para la 
formación en resolución pacífica de conflictos y mediación escolar; de Soma-
lia, se habla de la elaboración de paquetes para practicar la solución no violenta 
de conflictos no solo para la escuela, sino para que los y las estudiantes los tra-
bajen en sus familias y vecindarios; de Burundi, se habla de la implementación 
de ayudas psicosociales y de técnicas educativas con los mismos propósitos; y, 
en Mozambique, de programas de educación para la paz que fueron realizados 
por parte de personal del área de la salud, el cual atendía el trauma del poscon-
flicto y brindaba formación profesional para personas con discapacidad, junto 
a  otros y otras profesionales que enseñaron técnicas no violentas de resolución 
de conflictos por medio del teatro, el arte y la danza (Aguilar y Retamal, 1999, 
pp.42-44).

12	 Que se refiere entre otros a resarcir la pérdida de oportunidades, entre ellas en materia de educación.
13	 Especialmente, hace referencia a la obligación de garantizar la educación, de manera prioritaria y 

permanente, para todos los sectores de la sociedad, con respecto de los derechos humanos y del 
derecho internacional humanitario.
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Finalmente, con miras a alcanzar el objetivo de desarrollo sostenible nú-
mero 4, que dice «Garantizar una educación inclusiva y equitativa de calidad y 
promover oportunidades de aprendizaje permanente para todas las personas» 
(Organización de Naciones Unidas, 2015) es indispensable la atención dife-
rencial y universal para personas en situación de desplazamiento, y la educa-
ción en situaciones de emergencia, lo cual incluye «garantizar que las políticas 
educativas, los planes sectoriales y la planificación presupuestaria incluyan la 
evaluación del riesgo, la preparación y la respuesta ante situaciones de emer-
gencia» (Organización de Naciones Unidas, 2015, p.45).
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CAPÍTULO 8
POLÍTICAS NACIONALES Y 
DISTRITALES, Y NORMAS PARA 
CADA TIPO DE POBLACIÓN

Adriana Caballero Pérez 
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Susana Fergusson 
Carlos Miñana Blasco 
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Margarita Posada Escobar 
Óscar Alejandro Quintero Ramírez 
Alexander Restrepo Ramírez

Para seguir con el abordaje diferencial, en esta sección, se detallan la normativa 
y las políticas nacionales y distritales para cada grupo poblacional. Para el caso 
de la población con discapacidad, existe una numerosa legislación, dada la di-
versidad y complejidad de su abordaje en el campo educativo; por esta razón, 
se ha realizado un ejercicio exhaustivo de revisión de la norma e incluso de la 
jurisprudencia.

GRUPOS ÉTNICOS1

En términos generales, se puede decir que el marco normativo y referencial, adop-
tado por Colombia para la educación inclusiva, se basa en la Declaración Univer-
sal de los Derechos Humanos (Organización de Naciones Unidas, 1948) en sus 
artículos 1, 2, 7 y 18, los cuales revisten un corte garantista al reconocimiento de 
la identidad, la libertad y la igualdad para todos los seres humanos; en el artículo 
26, se establece el derecho a la educación, que debe ser gratuita por lo menos en 
los niveles elementales y fundamentales de la instrucción, y, en el numeral 2, se 
promueve la tolerancia y la amistad entre todos los grupos étnicos. Por otro lado, 
está el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966, cuyo numeral 

1	 Escrito por: Óscar Alejandro Quintero Ramírez, Alexander Restrepo Ramírez, Martha Isabel Cortés 
Ocazionez y Carlos Miñana Blasco. 
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1 del artículo 4, también, plantea un sistema garantista de los derechos, en el caso 
de los grupos étnicos. 

El Convenio 169 de 1989 de la Organización Internacional del Trabajo (oit), 
denominado Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, en su artículo 2, esta-
blece la necesidad de «proteger los derechos de esos pueblos y garantizar el res-
peto de su integridad», en su artículo 26, establece su garantía para acceder a la 
educación en todos los niveles en condiciones de igualdad frente a la población 
mayoritaria, así como la necesidad de la cooperación con los diferentes grupos 
étnicos en materia de educación, de manera que esta responda a sus necesida-
des particulares, sus sistemas de valores y aspiraciones sociales, económicas y 
culturales, en su artículo 27. Estos principios fueron integrados al ordenamien-
to jurídico colombiano mediante la Ley 21 de 1991 «por medio de la cual se 
aprueba el Convenio número 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países 
independientes, adoptado por la 76ª reunión de la Conferencia General de la 
oit, Ginebra 1989» (Ley 21, 1991). En la Declaración mundial sobre educación 
para todos y marco de acción para satisfacer las necesidades básicas de aprendi-
zaje  de la Unesco (1990), se visibilizaron las inequidades y barreras que tienen 
millones de personas en el mundo para acceder a la educación y permanecer en 
ella completando el ciclo de estudios previsto ―a pesar de la pobre mención de 
los grupos étnicos (Soler Castillo, 2011, p.90)―.

Algunos de los principios generales, en lo que concierne al reconocimiento 
de los derechos interculturales y pluriétnicos del Estado nacional colombiano, 
fueron recogidos en la Constitución Política de 1991. En su artículo 7, se afir-
ma el reconocimiento y protección por parte del Estado a la diversidad étnica 
y cultural de la nación, y, en el artículo 13, se establece el principio de igual-
dad formal ante la ley para el disfrute de los derechos, libertades y oportuni-
dades sin discriminación por sexo, origen nacional o familia, lengua, religión, 
opinión política o filosófica. Es importante resaltar que, en este mismo artícu-
lo, el Estado se compromete a garantizar que esa igualdad sea real y efectiva, 
estableciendo medidas en favor de las personas que han sido discriminadas y 
marginadas, como los grupos étnicos. Además, en el artículo 67 de la misma 
Constitución Política se establece que 

La educación es un derecho de la persona y un servicio público que 
tiene una función social; con ella se busca el acceso al conocimiento, 
a la ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura. 
(Constitución política de Colombia, 1991, art. 67)

La Constitución comienza a ser reglamentada a través de leyes como la 
70 de 1993, por la cual se desarrolla el artículo transitorio 55 de la Cons-
titución Política, reconociendo y garantizando a las comunidades negras el 
derecho a un proceso educativo acorde con sus necesidades y aspiraciones 
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etnoculturales, y a que los programas y los servicios de educación se desa-
rrollen y apliquen en cooperación con ellas ―similar a lo planteado en el 
artículo 7 del Convenio 169 de 1989―, a fin de responder a sus necesidades 
particulares abarcando su historia, conocimientos y técnicas, sus sistemas de 
valores, sus formas lingüísticas y dialectales y todas sus demás aspiraciones 
sociales, económicas y culturales (art. 32 y 35). De igual forma, el artículo 36 
establece que «La educación para las comunidades negras debe desarrollar 
conocimientos generales y aptitudes que les ayuden a participar plenamente 
y en condiciones de igualdad en la vida de su propia comunidad y en la de la 
comunidad nacional», con lo cual, sin duda, se advierte que la inclusión edu-
cativa debe darse desde la diferencia étnica y racial como reconocimiento por 
parte de la población mayoritaria, y, concretamente, se plantea la necesidad 
de «(…) una política de etnoeducación para las comunidades negras y creará 
una comisión pedagógica, que asesorará dicha política con representantes de 
las comunidades» (art. 42).

Por su parte, la Ley 115 de 1994, como ley general de educación, define 
su objeto de aplicación incluyendo a los grupos étnicos y tomando como uno 
de los fines de la educación «El estudio y la comprensión crítica de la cultura 
nacional y de la diversidad étnica y cultural del país, como fundamento de la 
unidad nacional y de su identidad» (Ley 115, 1994, art. 5). Uno de los concep-
tos integrados dentro de esta ley general de educación es el de etnoeducación, 
entendido como la educación ofrecida a grupos étnicos o «(…) comunidades 
que integran la nacionalidad y que poseen una cultura, una lengua, unas tra-
diciones y unos fueros propios y autóctonos. Esta educación debe estar ligada 
al ambiente, al proceso productivo, al proceso social y cultural, con el debido 
respeto de sus creencias y tradiciones» (Ley 115, 1994, art. 55). 

Conforme con lo anterior, el Decreto 804 de 1995 «por medio del cual se 
reglamenta la atención educativa para grupos étnicos» establece que la edu-
cación para grupos étnicos hace parte del servicio público educativo y, nue-
vamente, ratifica la necesidad de que las políticas conducentes a dicho logro 
tengan una elaboración colectiva, permitiendo que los miembros de los grupos 
étnicos puedan desarrollar un proyecto global de vida, en el intercambio de 
saberes y «(…) de acuerdo con su cultura, su lengua, sus tradiciones y fueros 
propios y autóctonos» (art. 1).

Fruto de estas iniciativas aparece, también, el Decreto 2249 de 1995 «por 
el cual se conforma la Comisión Pedagógica de Comunidades Negras de que 
trata el artículo 42 de la Ley 70 de 1993». Dentro de las funciones de esta 
comisión, el artículo 4, en su numeral 1, demanda que se brinde asesoría para 
la elaboración, formulación y ejecución de políticas de etnoeducación, inclu-
yendo currículos acordes con las necesidades, intereses y expectativas de las 
comunidades negras. 
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Por su parte la Ley 387 de 1997 sobre normas de patrimonio cultural, fomen-
tos y estímulos de la cultura, también garantiza el derecho que los grupos étnicos 
tienen de conservar su identidad y tradición, así como «(…) beneficiarse de una 
educación que asegure estos derechos» (art. 1). En su artículo 13, bajo la salva-
guarda patrimonial de la identidad y tradiciones de los grupos étnicos, el Estado 
se compromete a apoyar procesos de etnoeducación.

Ya en la primera década del siglo xxi, la Corte Constitucional, por medio de 
Sentencia T-025 de 2004 y el Auto 004 de 2008, se pronunció sobre la protec-
ción de los derechos humanos de la población en situación de desplazamiento 
en Colombia, asumiendo que, como fruto de la constante amenaza y persecu-
ción que los grupos indígenas padecen en el marco del conflicto armado, mu-
chos de sus integrantes han llegado a Bogotá ―3 % de los 10 619 en datos del 
año 2010― para salvaguardar su integridad como individuos y pueblos, frente 
a lo cual los grupos étnicos reclaman ante el Estado «que se materialicen las 
ayudas para estabilización económica, vivienda, reubicación, proyectos pro-
ductivos, acceso a educación para los hijos» (Sentencia T–025, 2004).

De esta manera, las demandas constitucionales y coyunturales de las situacio-
nes experimentadas por los grupos étnicos para la salvaguarda de sus derechos, 
entre ellos el acceso a la educación, llevan al Estado colombiano a promulgar 
en su Política Pública Nacional de Primera Infancia (Documento Conpes Social 
109, 2007), a considerar la equidad e inclusión social como principios rectores 
de la política pública de la primera infancia, siendo así que 

(…) la diversidad cultural que caracteriza al país, demanda el diseño de 
estrategias que incluyan la identidad y los patrones de crianza (…) que 
no vulneren los derechos y no generen riesgos, propias de las múltiples 
vertientes culturales que caracterizan a la población del país. (Documento 
Conpes Social 109, 2007, p.26).

De igual forma, el Plan Nacional Decenal de Educación 2006-2016, en 
cuanto a su ámbito pedagógico y didáctico, establece, en su primer macro 
objetivo denominado Inclusión, Diversidad, Diferencia, Identidad y Equidad, 
que se deben 

Diseñar y aplicar políticas públicas articuladas intra e intersectorialmente 
que garanticen una educación en y para la paz, la convivencia y la ciuda-
danía, basadas en: enfoque de derechos y deberes; principios de equidad, 
inclusión, diversidad social, económica, cultural, étnica, política, religio-
sa, sexual y de género; valoración y tratamiento integral de los conflictos; 
respeto por la biodiversidad y el desarrollo sostenible. (Ministerio de Edu-
cación Nacional, 2016, p.27)
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Asimismo, en su quinto macro objetivo, denominado Innovación pedagógi-
ca e interacción de los actores educativos, se reconoce la necesidad de «Cons-
truir e implementar modelos educativos y pedagógicos innovadores haciendo 
énfasis en la formación del estudiante, ciudadano del siglo xxi, comprendiendo 
sus características, necesidades y diversidad cultural» (Ministerio de Educación 
Nacional, 2016, p.45). En cuanto a la educación inicial, en el objetivo número 7, 
se indica la necesidad de promover, desde la perspectiva de los derechos huma-
nos, propuestas pedagógicas orientadas a poblaciones infantiles pertenecientes 
a grupos étnicos en condición de vulnerabilidad y con Necesidades Educativas 
Especiales (nee) (Ministerio de Educación Nacional, 2016, pp.75-76). 

En lo que respecta al Código de Infancia y Adolescencia (Ley 1098, 2006), 
en el artículo 12, se obliga a las instituciones educativas a ofrecer una edu-
cación inclusiva de calidad que garantice el acceso y la permanencia de la 
primera infancia ―0 y 6 años―, atendiéndolos con base en el reconocimiento 
de sus diferencias. Por su parte, el artículo 25 establece que 

Los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a tener una identi-
dad y a conservar los elementos que la constituyen como el nombre, la na-
cionalidad y filiación conformes a la ley (…) Tienen derecho a preservar 
su lengua de origen, su cultura e idiosincrasia. (Ley 1098, 2006)

El Código también demanda la necesidad de que las instituciones educati-
vas respeten las manifestaciones e inclinaciones culturales de los niños, niñas 
y adolescentes, en su artículo 39. De igual forma, en su artículo 40, indica que 
el Estado debe garantizar un especialista en comunicación o traductor cuando 
la cultura de los niños, niñas y adolescentes así lo exijan. 

En concordancia con lo anterior, en el año 2007, se desarrolló en Cartagena 
el ii Simposio latinoamericano sobre Transición del niño hacia la socialización 
y la escuela, con base en el cual se formuló la Declaración de los pueblos 
indígenas (2009); en este, se estableció que la búsqueda de equidad en la edu-
cación, sustentada en las diferencias culturales y la perspectiva de derechos, 
implica el compromiso de los grupos étnicos de compartir sus saberes, a través 
del diálogo para el desarrollo de los niños y niñas de América Latina pero, a la 
vez, el compromiso de los Estados para 

(…) adecuar las políticas públicas a las particularidades lingüísticas y cul-
turales de los pueblos indígenas de la región y generar espacios de parti-
cipación efectivos basados en el derecho al consentimiento libre, previo 
e informado para todos los programas educativos de la primera infancia 
indígena, que ponga fin a programas de desarrollo infantil sustentado en 
una cultura y lengua dominante, que ha generado la pérdida de identidad y 
baja autoestima. (Declaración de los Pueblos Indígenas, 2009)
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En el año 2010, se emite el Decreto presidencial 2957, a través del cual 
se expide un marco normativo para la protección integral de los derechos del 
grupo étnico rom o gitano. En el artículo 12, se crea la Comisión Nacional de 
Diálogo como espacio de interlocución entre el Estado y estos grupos étnicos, 
siendo una sus funciones «Contribuir en la solución de los problemas de edu-
cación y salud del grupo étnico rom o gitano» (Decreto 2957, 2010, art. 12). 
En el artículo 14, por otra parte, se establece que «El Ministerio de Educación 
Nacional en coordinación con las secretarías de educación de las entidades 
territoriales certificadas orientará en el marco de su política de inclusión y 
equidad, la atención pertinente a la población estudiantil rom» (Decreto 2957, 
2010, art. 14).

Finalmente, en materia de políticas distritales se expide, en el año 2011, el 
Decreto 543 «por el cual se adopta la política pública para pueblos indígenas en 
Bogotá D.C.». En cuanto a las líneas de acción, se postula un camino de educa-
ción propia e intercultural, donde se observa la pertinencia de avanzar hacia un 
sistema de educación indígena propio (seip), que permita y garantice la perma-
nencia de la identidad de los pueblos indígenas, y, de igual forma, la «construc-
ción e implementación de un modelo de educación intercultural para los pueblos 
indígenas, que incluya niveles de educación propia, diseños curriculares, capa-
citación a docentes, diseño de material didáctico, investigación, seguimiento y 
evaluación» (Decreto 543, 2011). 

Entre otras iniciativas se plantean procesos de investigación pedagógi-
ca ―concertados con los grupos étnicos― conducentes a su intercambio de 
saberes propios de su cultura, así como la promoción de estrategias pedagó-
gicas y comunicativas dirigidas a servidores públicos y otras autoridades po-
liciales y militares, que permitan la divulgación de los derechos diferenciales 
de los pueblos indígenas. También, se postula un enfoque diferencial para 
la atención de pueblos indígenas en todos los niveles de la educación, desde 
básica a superior; y, en su artículo 7, la construcción de interculturalidad en 
la comunicación de los pueblos indígenas con la ciudadanía en general en 
el marco de estrategias de convivencia ciudadana. Otro aspecto importante 
de este mismo artículo 7, numeral i, se diseña como Camino territorio, una 
estrategia que busca promover la participación de los pueblos indígenas en 
«procesos de administración de las áreas protegidas del orden distrital», des-
de una inclusión con parámetros diferenciales (Decreto 543, 2011). 

En el Distrito Capital, se han reglamentado dos instancias consultivas im-
portantes para grupos indígenas y poblaciones afrocolombianas; se trata de 
los Decretos 612 de 2015 y 248 de 2015. En el primero, se crea el Consejo 
Consultivo y de Concertación para los Pueblos Indígenas en Bogotá, como un 
espacio de diálogo e interlocución permanente entre la Administración Distri-
tal y los Pueblos Indígenas para, como se indica en su primer artículo, «garan-
tizar el goce efectivo de sus derechos y el mejoramiento de sus condiciones 
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de vida en el marco del principio del Buen Vivir» (Decreto 612, 2015). Las 
principales funciones de este consejo son:

a)	 Analizar el impacto del proceso de ejecución de la Política Pública para 
los Pueblos Indígenas en Bogotá D.C. y el Plan Integral de Acciones Afir-
mativas, proponiendo fórmulas o mecanismos de ajuste y actualización. 

b)	 Articular acciones con la Mesa Permanente Nacional de Concertación, 
para generar procesos y políticas que sean favorables a los pueblos indí-
genas en la ciudad de Bogotá D.C. 

c)	 Articular acciones, planes y proyectos con las entidades del Orden Na-
cional, del Orden Distrital y de Cooperación Internacional. 

d)	 Orientar y concertar todas las acciones, programas, proyectos, lineamien-
tos y disposiciones administrativas susceptibles de afectarlos, preservan-
do la integridad cultural, social, económica y territorial de los Pueblos 
Indígenas en Bogotá (Decreto 612, 2015, art. 3). 

Para los propósitos de la siguiente revisión, se destaca la creación de la 
Mesa de Camino de educación propia e intercultural, en el artículo 6 del ítem 
d. Estas mesas temáticas se establecen para la deliberación, socialización y 
retroalimentación de las acciones requeridas o derivadas de la implementa-
ción de la Política Pública para los Pueblos Indígenas en Bogotá D.C. y del 
Plan de Acciones Afirmativas.

En el segundo, el Decreto 248 de 2015, se crea el Consejo Distrital de 
Comunidades Negras, Afrocolombianas Raizales y Palenqueras como ins-
tancia de concertación y decisión entre la Administración Distrital y estas 
comunidades. Esta, en su primer artículo, tiene como objeto la represen-
tación, concertación, asesoría y coordinación en torno a la formulación y 
desarrollo de la Política Pública y las acciones afirmativas para estas comu-
nidades. Sus funciones son: 

a)	 Servir de instancia de diálogo, interlocución, concertación y decisión 
entre el Gobierno Distrital y las comunidades negras, afrocolombianas, 
raizales y palenqueras residentes en Bogotá. 

b)	 Promover, planear, impulsar y proponer lineamientos y recomendacio-
nes integrales para la formulación e implementación de la política públi-
ca y acciones afirmativas para estas comunidades. 

c)	 Proponer acciones integrales para contribuir a una cultura de erradicación 
de la discriminación racial en Bogotá, que coadyuve con la materialización 
de los derechos individuales, étnicos y colectivos de estas comunidades. 

d)	 Identificar las problemáticas, hacer seguimiento a la implementa-
ción y evaluación de la política pública para las comunidades negras, 
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afrocolombianas, raizales y palenqueras residentes en Bogotá, desde 
un enfoque diferencial de derechos. 

e)	 Buscar consensos y acuerdos entre las comunidades negras, afrocolom-
bianas, raizales y palenqueras residentes en Bogotá y las entidades gu-
bernamentales, dentro del marco de la democracia participativa. 

f)	 Servir de instancia de concertación para la puesta en marcha y garantía 
del derecho fundamental a la consulta previa de medidas legislativas o 
administrativas, del ámbito Distrital susceptibles de afectar directamente 
a estas comunidades de conformidad con la Ley 21 de 1991, aprobatoria 
del Convenio 169 de la oit, sobre pueblos indígenas y tribales en países 
independientes (Decreto 248, 2015, art. 3).

En relación con la temática de interés en el presente escrito, es de resaltar 
una de las funciones relevantes de los Consejos Locales de Comunidades Ne-
gras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, de acuerdo con el artículo 20, 
el cual es asesorar y proponer a la administración local, acciones y sugeren-
cias sobre el tema productivo, cultural, identidad, territorio, salud, educación, 
participación y comunicación en la temática general de la localidad. Estos 
consejos locales estarán conformados por un número máximo de 25 repre-
sentantes por cada localidad en su espacio autónomo y tendrán como función 
la interlocución con las autoridades locales y el fortalecimiento del proceso 
organizativo de esta población, espacio que a su interior o en asamblea comu-
nitaria elegirá los dos representantes ante el Consejo Distrital, de acuerdo con 
el artículo 19.

Además de estos elementos legislativos, es importante retomar algunos 
aspectos de políticas y programas distritales específicos en educación básica 
y media para minorías étnicas en Bogotá. Es el caso de la iniciativa distrital 
en torno a los jardines para niños y niñas indígenas o Casas de Pensamien-
to Intercultural (cpi), como más recientemente se les ha llamado. Estas se 
definen como unidades operativas de la Secretaría Distrital de Integración 
Social, que acogen a diferentes niñas y niños. Su propósito fundamental es 
la atención integral, a partir de procesos de preservación de la cultura de los 
diferentes pueblos étnicos y de regiones de procedencia que allí convergen; 
el fortalecimiento intracultural; la construcción de relaciones interculturales, 
en el marco de una educación inicial inclusiva, diversa y de calidad; y la 
construcción de procesos corresponsables, donde la institución, las familias 
y comunidades conversan, conciertan y consensuan sobre las dinámicas y 
experiencias de atención que aquí se viven. De esta manera se materializan 
las políticas públicas, desde el enfoque de derechos y el enfoque diferencial 
(Secretaría de Integración Social, 2015). 

Estas cpi están diseñadas para contar con los lugares y objetos propios 
de los pueblos indígenas tales como chagras ―áreas de cultivo―, salas de 
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pensamiento y dotaciones tradicionales como hamacas, vasijas de barro, ca-
nastas, hornos, semillas, entre otros elementos, que permiten que los niños y 
niñas se relacionen con el mundo desde los usos y costumbres de su pueblo, 
para que, de esta manera, puedan recrear los lugares en donde las comunida-
des construyen conocimiento. De igual manera, se cuenta con la presencia 
de sabedores, guías espirituales de cada comunidad, y de profesionales de la 
educación infantil que pertenecen a la comunidad, y que asumen el liderazgo 
de la formación de los niños y niñas.

Para concluir, la puesta en práctica de políticas multiculturales en Colom-
bia, desde la Constitución de 1991, ha abierto ventanas de oportunidad para 
grupos minoritarios, a partir de su reconocimiento como sujetos de derechos. 
No obstante, esta perspectiva del multiculturalismo, entendido este como una 
forma institucional de gestionar la diferencia, presenta tensiones importan-
tes, pues, en cierta medida, puede coadyuvar a la esencialización de ciertas 
identidades, las cuales son construcciones sociales, históricas e ideológicas 
situadas en contextos y tiempos específicos. 

De acuerdo con lo anterior, pensar una política de educación inclusiva para 
minorías étnicas exige una perspectiva amplia y flexible, no solo en razón de 
las diferencias entre grupos étnicos, sean estos indígenas, afrocolombianos o 
rom; sino también de las diferencias que se puedan dar dentro de estas agrupa-
ciones, ya sea desde las diferencias entre pueblos indígenas, desde las diferen-
cias entre raizales, palenqueros, poblaciones negras del Pacífico o del Caribe, 
poblaciones afrocolombianas de diverso origen regional, etc. 

En ese sentido, una de las grandes tensiones en términos de política edu-
cativa tiene que ver con la posibilidad de que la educación formal fortalezca 
procesos de integración de minorías culturales a una sociedad mayoritaria y 
dominante. Desde esta perspectiva, se entienden las propuestas de los grupos 
indígenas por una educación propia, con concreción de un sistema educativo 
y de instituciones propias, principalmente, una educación indígena para in-
dígenas. Una educación propia para cada pueblo indígena es muy viable en 
regiones y territorios donde los indígenas son la población mayoritaria; sin 
embargo, hay desafíos interesantes para el caso de ciudades como Bogotá, en 
donde la diversidad social y cultural rompen los esquemas tanto tradicionales 
―educación integracionista, asimiladora―, como alternativos ―educación 
propia―, ya que las minorías, en cierta forma, se diversifican, además de que 
las desigualdades y las discriminaciones se solapan, interconectan de diversas 
maneras, con elementos de origen regional, condición socioeconómica, géne-
ro, discapacidad, entre otras. 

Vale la pena preguntarse, de igual manera, si la entrada «culturalista» o 
«étnica» es pertinente para pensar una política de educación inclusiva para 
poblaciones afrocolombianas, sabiendo que estas tienen unas dinámicas de-
mográficas similares a las de la mayoría de la población colombiana, con casi 
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un 70 % de la población residente en áreas urbanas. También, podría hacerse 
la misma pregunta con las poblaciones rom y, en ese sentido, preguntarse cuá-
les serían las particularidades de una tal política; o, más bien, si esta debería 
constituirse desde una perspectiva poblacional. En ese mismo sentido, cabe 
preguntarse por qué una política de educación inclusiva se dirigiría únicamen-
te a las poblaciones «minoritarias». ¿Acaso no sería un asunto integral para 
todo tipo de población, incluidos los grupos privilegiados de la ciudad desde 
su condición de clase social, grupo étnico, género, etc.? ¿Cómo se articula esta 
política de educación inclusiva en el sector privado de la educación, el cual 
tiene una alta participación en la matrícula de los niños y niñas escolarizados? 
¿Acaso esta política no debería tender a romper, como elemento estructural, lo 
que algunos autores han denominado como el apartheid educativo (García y 
Quiroz, 2011), en donde los ricos estudian en colegios de ricos con niños ricos 
y los pobres en colegios de pobres con niños pobres?

PERSONAS LGBTI2

En la Ley 1620 de 2013, «por la cual se creó el Sistema Nacional de Convi-
vencia Escolar y la Formación para el Ejercicio de los Derechos Humanos, la 
Educación para la Sexualidad y la Prevención y Mitigación de la Violencia 
Escolar» se estableció que los y las estudiantes de los centros educativos son 
sujetos activos de derecho. Esto quiere decir que las instituciones educativas 
deben regirse bajo los principios de igualdad, responsabilidad, participación 
y diversidad, fomentando así el libre y autónomo desarrollo de la sexualidad 
y de la construcción del proyecto vital. Los Proyectos Educativos Institucio-
nales (pei) y los manuales de convivencia escolar deben respetar este marco y 
responder ante la vulneración de derechos de las personas lgbti ―lesbianas, 
gais, bisexuales, transgeneristas e intersexuales―, en lo que respecta al de-
recho a la expresión de la orientación sexual y a la prevención de toda forma 
de discriminación. Para rastrear la manera en la cual el Estado colombiano y 
la Alcaldía de Bogotá han abordado esta temática, se tuvieron en cuenta dos 
aspectos: la jurisprudencia de la Corte Constitucional y la descripción de las 
políticas públicas distritales y los planes de desarrollo del Distrito Capital de 
los últimos 10 años.

Desde 1993, existen acciones de tutela relacionadas con la conculcación 
de los derechos fundamentales de los ciudadanos en función de su identidad 
de género y orientación sexual. Al analizar este marco, es posible observar 
cómo algunas sentencias de la Corte Constitucional han sentado precedentes 
para el acceso a derechos y garantías de justicia social para personas lgbti en 
materia de educación, así como insumos para la elaboración de futuras políticas 

2	 Escrito por: Susana Fergusson.
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públicas. Como se recoge en el balance realizado por Marisol Velasco (2016), 
dichas sentencias, amparadas por la jurisprudencia constitucional, procuran la 
protección y el restablecimiento de los siguientes derechos fundamentales: a) 
igualdad, b) autonomía, c) libre desarrollo de la personalidad, d) educación, e) 
identidad sexual y de género, f) libre opción sexual, g) intimidad y dignidad 
humana, y h) no discriminación. A continuación, se ofrece una relación de las 
sentencias especificando el contenido y los derechos protegidos (ver tabla 8.1): 

Tabla 8.1. Sentencias de las Cortes en torno a los derechos educativos de la población lgbti

Sentencia Derecho

T-569/1994. Conductas travestis por niño en colegio.
Derecho al libre desarrollo de 
la personalidad, derecho a la 
educación.

T-101/1998. Discriminación de un educador por 
homosexualidad. Protección a la orientación sexual 
de las personas, nadie puede ser privado del derecho 
a la educación por su orientación sexual.

Derecho a la educación y 
derecho al libre desarrollo de la 
personalidad.

C-481/1998. La homosexualidad no es falta discipli-
nar de los docentes en Colombia, ni un impedimento 
para la realización de sus funciones.

Declaró inexequible el artículo 
46 del Decreto 2277 de 1979.
Derecho al libre desarrollo de 
la personalidad y a la identidad 
sexual. Principio de igualdad.

T-416/2000. Colegio atenta contra los derechos de 
honra, intimidad, libre desarrollo de la personalidad y 
derechos de los niños.

Derecho a la intimidad personal.

T-435/2002. Estudiante lesbiana en Bogotá. Los ma-
nuales de convivencia escolar no pueden sancionar 
homosexualidad o lesbianismo.

Derecho a la libre opción sexual, 
y derecho a la intimidad perso-
nal y familiar.

T-220/2004. Funcionaria de un establecimiento edu-
cativo vulnera derechos fundamentales de una menor.

Derecho a la intimidad, derecho 
a la dignidad y derecho al buen 
nombre y a la honra.

T-562/2013. Negativa de la institución escolar para 
permitir a Kim, identificada como mujer transgénero, 
a usar el uniforme femenino.

Derecho a la identidad sexual y 
de género.

T-565/2013. Prohibición constitucional para impo-
ner una apariencia física particular, a través de los 
manuales de convivencia escolar: llevar el cabello 
corto o largo y usar maquillaje constituye un derecho 
a la propia imagen como ejercicio autónomo de 
presentación ante los demás.

Derecho al libre desarrollo de 
la personalidad, y derecho a la 
identidad sexual y de género.

Continúa en la siguiente página.
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Sentencia Derecho

T-804/2014. Persona con orientación sexual e iden-
tidad de género no normativa a la cual le niegan el 
cupo para cursar grado once.

Derecho a la educación, derecho 
al libre desarrollo de la persona-
lidad y principio de igualdad.

T-141/2015. Prohibición a las instituciones de edu-
cación superior a realizar actos discriminatorios por 
razones de raza, orientación sexual e identidad de 
género, y a adoptar la política pública de Educación 
Superior Inclusiva, en relación a los agravios a los 
que el accionante ha sido víctima y podrá recuperar 
su cupo en la facultad de medicina.

Derecho a la educación, derecho 
al libre desarrollo de la persona-
lidad y derecho a la no discrimi-
nación.

T-478/2015. Caso de Sergio David Urrego Reyes, 
discriminación por orientación sexual e identidad de 
género en ambientes escolares.

Derecho de igualdad y derecho 
al libre desarrollo de la perso-
nalidad.

T-363/2016. Protección de las manifestaciones de las 
orientaciones sexuales y las identidades de género en 
el ámbito de educación superior sena Región Atlántico.

Derecho al libre desarrollo de la 
personalidad.

En el ámbito de las políticas públicas para la población lgbti, el Distri-
to Capital ha presentado avances significativos, concretados en los planes de 
desarrollo de las últimas administraciones, elaborados, en buena medida, con 
la participación de movimientos sociales y organizaciones de la sociedad ci-
vil. Estos emprendimientos posibilitaron la redacción de una «Política Pública 
para la garantía plena de los derechos de las personas lesbianas, gais, bisexua-
les, transgeneristas e intersexuales ―lgbti― y sobre identidades de género y 
orientaciones sexuales en el Distrito Capital» (Decreto 062, 2014).

Uno de los proyectos pioneros, en materia de trabajo con población lgbti, 
se dio durante la segunda alcaldía de Antanas Mockus, de 2001 a 2003. En ese 
entonces, se desarrolló, junto con varias organizaciones de la sociedad civil el 
proyecto Planeta Paz, una plataforma que sirvió para fortalecer el movimiento 
social por la diversidad sexual y construir una agenda social para su empode-
ramiento. En paralelo, se reglamentó un nuevo código de policía mediante el 
Acuerdo Distrital 079 de 2003 el cual reglamentó la zona de trabajo sexual de 
Bogotá y promulgó la «sana tolerancia y la no discriminación hacia la población 
lgbti» (Proyecto Planeta Paz, 2002).

La administración de Luis Eduardo Garzón, de 2004 a 2008, por su parte, 
desarrolló diversos programas para garantizar una infraestructura institucio-
nal para la población lgbti. En este periodo, se creó la Secretaría para Estu-
dios de Género y se implementó dentro de la administración pública el uso 
de la sigla lgbt. En el año 2006, se constituyó por iniciativa de la Secretaría 
de Cultura la alianza por el reconocimiento de la ciudadanía plena de las 
personas lgbt y con identidades de género y sexualidades no normativas, 
que posteriormente dio lugar al Decreto 608 de 2007 (Secretaría Distrital de 
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Planeación, 2015). Entre los puntos más relevantes de este decreto se en-
cuentran las acciones metropolitanas para la visibilidad pública del sector, el 
programa apoyos concertados de la Secretaría de Cultura, el fortalecimiento 
de las organizaciones sociales lgbt, el mapeo de organizaciones sociales, el 
fortalecimiento de iniciativas ciudadanas mediante el apoyo técnico y finan-
ciero a iniciativas de organizaciones lgbt de la ciudad, la apertura de espa-
cios culturales y programas de salud para la prevención de enfermedades de 
transmisión sexual y tratamiento de problemáticas relacionadas con el trabajo 
sexual (Mesa Intersectorial de Diversidad Sexual, 2011).

Durante la administración de Samuel Moreno Rojas, de 2009 a 2011, se eje-
cutó el programa Bogotá respeta la diversidad, que tuvo como meta la atención 
a 22 000 usuarios de los nuevos Centros Comunitarios lgbt y la sensibilización 
a 20 000 personas en temas relativos a identidades de género y orientación 
sexual. Se estimuló, además, el acompañamiento a la formulación de agendas 
sociales del sector y la implementación de 40 acciones del Plan de Acción de la 
Política Pública lgbt. Como resultado de este proceso, se implementó el Acuer-
do, aprobado posteriormente por el Consejo de Bogotá, por medio del cual se 
establecieron los «lineamientos de política pública para la garantía plena de los 
derechos de las personas lgbt y sobre identidades de género y orientaciones 
sexuales en Bogotá» (Acuerdo 371, 2009). 

Pese a todos estos desarrollos, hasta el año 2011, las políticas públicas para la 
población lgbti no incluían consideraciones especiales sobre infancia y adoles-
cencia con orientaciones sexuales o identidades de género no normativas (Pra-
da, 2013, p.14).

El Plan de Desarrollo de la administración de Gustavo Petro, de 2012 a 2016, 
fue el primero en trazar lineamientos en materia de educación para la población 
lgbti. Durante esta alcaldía, la Secretaría de Educación de Bogotá diseñó tres 
tipos de acciones estratégicas (Secretaría de Educación del Distrito, 2014d):

1.	 Privilegiar procesos de construcción identitaria, de género y orientación 
sexual en niñas, niños y jóvenes.

2.	 Construir herramientas conceptuales y metodológicas para avanzar en el 
reconocimiento y la garantía de los derechos de esta población.

3.	 Generar procesos pedagógicos capaces de disminuir la discriminación, 
exclusión e invisibilización en el sistema educativo.

En términos metodológicos, el Distrito propuso el acompañamiento y re-
visión de los manuales de convivencia de los colegios públicos por parte de 
los equipos del Proyecto de Educación para la Ciudadanía y la Convivencia. 
El objetivo de estas acciones fue introducir de manera explícita el tema de los 
derechos de la población lgbti dentro de las entidades educativas. Para esto, 
se desarrollaron varios procesos: la promoción de la Guía de Orientación para 
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Fortalecimiento de los Proyectos de Educación para la Sexualidad y Construc-
ción de la Ciudadanía (pes) y la Ruta de Aprendizajes en Sexualidad; la crea-
ción de la Red de Educadores por la Equidad de Género y el fortalecimiento de 
la Mesa Interna lgbt, desde la cual se elaboraron varios proyectos relacionados 
directamente con educación tales como la revisión de los manuales de convi-
vencia, la propiciación de encuentros juveniles de población lgbti y la encues-
ta de clima escolar y ruta de atención a casos de hostigamiento por orientación 
sexual diversa o identidades de género no normativas.

Al revisar el Plan de Desarrollo de la administración 2016-2020 (Acuerdo 
645, 2015), se identificó el proyecto Distrito Diverso como parte de la estrate-
gia de la Secretaría de Integración Social denominada Igualdad y autonomía 
para una Bogotá incluyente. Esta estrategia busca «satisfacer las necesida-
des» de la población lgbti a través de dos iniciativas: 

a)	 Educación para el Cambio Cultural, orientado a transformar imagina-
rios para erradicar la discriminación y formas de violencia por razones 
de identidad sexual u orientación de género. 

b)	 La iniciativa por medio de la promoción y garantía de los derechos fun-
damentales.

A pesar de los avances en materias de legislación y políticas públicas, estu-
dios y diagnósticos poblacionales recientes muestran la permanencia de prác-
ticas de discriminación y violencia hacia personas con orientaciones sexuales 
e identidades de género no normativas en los entornos escolares del Distrito 
Capital (Prada, 2013, p.53). En general, los marcos normativos y las políticas 
públicas que discuten la inclusión de la población lgbti en el sistema educa-
tivo continúan siendo muy limitados y cada vez más controvertidos por los 
sectores conservadores de la sociedad colombiana.

DISCAPACIDAD3

En Colombia, la atención educativa de niños, niñas y jóvenes con discapacidad 
ha tenido diversos momentos. En 1925, se da una primera institucionalización 
de lo que se reconoce hoy como la educación especial, con la creación del 
Instituto para niños ciegos y sordos. Posteriormente, este se divide en dos, uno 
para la atención a los niños sordos y otro a los niños ciegos, los cuales poste-
riormente, hacia la década del 60, se constituyen en los hoy reconocidos insor 
e inci, respectivamente.

La Constitución Colombiana de 1991 es, sin lugar a dudas, el gran referen-
te de transformación social, política, cultural y educativa para esta población. 

3	 Escrito por: Marisol Moreno Angarita y Margarita Posada Escobar.
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Posteriormente, se han venido dando una serie de desarrollos normativos que 
se muestran grosso modo en el normograma (ver anexo 2).

Como se puede observar en el anexo 2, el desarrollo normativo ha sido 
muy ambiguo en su manera de entender el concepto de discapacidad y, si solo 
retomamos los términos usados, se encuentran al menos 12 denominaciones 
diferentes para esta población escolar. De las personas con «limitaciones», o 
con necesidades educativas especiales a personas con discapacidad.

En la Constitución de 1991, los sujetos con discapacidad se nombran como 
personas con limitaciones, capacidades o talentos excepcionales. Este mismo 
concepto, el de limitaciones, capacidades o talentos excepcionales es utili-
zado en la legislación de los años 90 (Constitución Política, 1991; Ley 115, 
1994; Decreto 2082, 1994; Ley 361, 1997). El concepto de limitaciones no 
está muy referenciado y se ha utilizado en la literatura médica para referirse 
a personas con limitaciones físicas, aunque este término también se amplió a 
limitaciones mentales.

En el 2002, en la legislación que regula las plantas de personal docente, se ha-
bla por primera vez de la población con necesidades educativas especiales –nee-. 
Este término fue acuñado en 1978 en el Reino Unido y se popularizó con el infor-
me Warnock, en el cual se habla, entre otras cosas, de que todo niño es educable 
y que la educación es un bien a la que todos tenemos derecho, etc. Dicho término 
reformó el concepto y la práctica de la educación especial, desplazando un poco 
la mirada del diagnóstico y de la deficiencia, a la de necesidad, y está unido al de 
integración educativa, al que más adelante nos referiremos4. En realidad, el con-
cepto de nee en Colombia se retomó de la Declaración de Salamanca de la Unesco 
y el Ministerio de Educación y Ciencia de España (1994), aunque 8 años des-
pués. El término de Necesidades Educativas Especiales se ha venido utilizando 
para estudiantes con algunas dificultades de aprendizaje, pero sin discapacidad y, 
paralelamente, a personas con discapacidad. Esto hace el término ambiguo y pue-
de suceder que no se les brinde los apoyos necesarios a poblaciones específicas 
que realmente los necesitan. El término estudiantes con necesidades educativas 
especiales es problemático, pero ha sido central en la normativa colombiana. 

En muchos países, este concepto se utiliza como sinónimo de discapaci-
dad, en otros se considera también a aquellos alumnos que sin tener una 
discapacidad presentan dificultades de aprendizaje que requieren recursos 
y ayudas adicionales (…) los autores reconocen que es un concepto am-
pliamente utilizado en los países, pero consideran que el hecho de centrar-
se en las dificultades del colectivo de alumnos con necesidades educativas 

4	 Legislaciones que utilizan estos términos (nee): Decreto 3020 de 1992 de organización de plantas 
de personal docente y Resolución 2565 del 2003; en estos se establecen parámetros y criterios 
para la prestación del servicio educativo a la población.
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especiales puede desviar la atención de las dificultades experimentadas 
por otros alumnos y alumnas. (Peppler Barry y Fiske, 2000, p.9)

La Ley 982 del 2005 «por la cual se establecen normas tendientes a la equi-
paración de oportunidades para las personas sordas y sordociegas y se dictan 
otras disposiciones» aparece para responder a una población que se sentía 
excluida del desarrollo normativo logrado, como es el caso de la población 
con discapacidad múltiple, específicamente, la población con sordoceguera. 
En esta ley, no se menciona el concepto de discapacidad. Su terminología se 
refiere a las personas sordas o sordociegas, o a las personas con limitaciones 
auditivas. Lo anterior es significativo, ya que la legislación pudo consultar el 
sentir y pensar de las personas sordas, las cuales no se sienten como disca-
pacitadas, sino como personas pertenecientes a una comunidad o cultura que 
comparten un lenguaje ―el lenguaje de señas―.

En 2007, se promulga la Ley 1145 «por medio de la cual se organiza el 
Sistema Nacional de Discapacidad y se dictan otras disposiciones» (Ley 1145, 
2007). La ley no se pronuncia específicamente sobre educación, pero sí se em-
pieza a posicionar el término de discapacidad. En este caso, la legislación co-
lombiana responde en forma inmediata a la firma de la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad y Protocolo Facultativo (2006) 
de la Organización de las Naciones Unidas, incluso antes de la fecha en que 
entraría en vigor que era 2008. La inclusión propiamente dicha de la Conven-
ción en la legislación colombiana va a constituir el segundo hito, después de 
la Constitución de 1991, que es la Ley 1346 de 2009, la cual ha tenido gran 
influencia en la normatividad colombiana.

El Ministerio de Educación Nacional, con la resolución 2565 del 2003, va a 
tener que aplicar la Convención ,por lo que cambia la terminología de población 
con necesidades educativas especiales a población con discapacidad, cuando 
se reglamenta la organización del servicio de apoyo pedagógico con el Decreto 
366 del 2009, que hace mención a los estudiantes que experimentan barreras 
para la participación y el aprendizaje (Decreto 366, 2009).

El concepto de discapacidad también ha cambiado con el tiempo y ha 
pasado de entenderse como un término asociado a una deficiencia de las per-
sonas ―enfoque biomédico― para concebir la discapacidad desde un enfo-
que más social y estructural, donde se coloca la mirada en comprender las 
barreras que el ambiente y la sociedad producen para eliminarlas y conseguir 
una inclusión educativa y social basada en derechos.

El Decreto 366 del 2009 menciona, en sus principios generales, una con-
ceptualización de discapacidad, que pretendería estar más cercana a un enfo-
que social, pero que en su redacción pone de manifiesto de nuevo que son las 
personas las que presentan barreras y no el ambiente o el contexto social. 
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En el marco de los derechos fundamentales, la población que presenta 
barreras para el aprendizaje y la participación por su condición de discapaci-
dad y la que posee capacidad o talento excepcional tiene derecho a recibir 
una educación pertinente y sin discriminación. (Decreto 366, 2009). 

Como se lee, pareciera que las condiciones están en las personas, al igual 
que las legislaciones anteriores que centran el foco de actuación en lo que algu-
nos grupos poblacionales poseen: limitaciones, necesidades y, ahora, barreras. 
Posteriormente, se define el término y se habla de las barreras del entorno: 

Se entiende por estudiante con discapacidad aquel que presenta un déficit 
que se refleja en las limitaciones de su desempeño dentro del contexto es-
colar, lo cual le representa una clara desventaja frente a los demás, debido 
a las barreras físicas, ambientales, culturales, comunicativas, lingüísticas 
y sociales que se encuentran en dicho entorno. (Decreto 366, 2009).

Ahora bien, ese mismo año, la normativa presenta una incongruencia de 
los conceptos en torno a los estudiantes que se han venido denominando como 
con capacidades o talentos excepcionales. El Decreto 366 del 2009 se refiere 
a estos estudiantes de esta manera, pero en la ley que un mes más adelante 
emite el men, la Ley 1295 de 2009 «por la cual se reglamenta la atención inte-
gral de los niños y las niñas de la primera infancia, de los sectores clasificados 
como 1, 2 y 3 del sisben», se refiere a esta misma población como niños con 
características especiales. Este mismo decreto habla en términos, por ejem-
plo, de los discapacitados físicos o mentales (Ley 1295, 2009). 

Un tercer hito se da en el año 2013 con la Ley 1618 para la garantía de dere-
chos de las personas con discapacidad, la cual, en su artículo 11, hace referencia 
a esta población como estudiantes con necesidades educativas especiales; esto 
ha sido duramente cuestionado al gobierno nacional, en tanto este término fue 
rechazado por la propia Convención internacional que Colombia firmó. Este es 
un claro ejemplo de la ambigüedad que ha acompañado el desarrollo de este 
tema en el país, en tanto se identifica una inconsistencia entre lo planteado por la 
Convención y lo anotado en la ley, que busca el goce efectivo de los derechos de 
esta población. El desarrollo político y normativo en esta materia también se ha 
caracterizado históricamente por su ambigüedad, inconsistencia y confusiones 
conceptuales y terminológicas. Es muy desafortunado que el sector educativo no 
haya podido ser coherente, en tanto que las concepciones normativas determinan 
las acciones, los programas y la atención educativa (Moreno Angarita, 2007).

El momento actual está determinado por la implementación de la Ley estatu-
taria 1618 de 2013, la cual instala de forma contundente la educación inclusiva 
desde la educación inicial hasta la universidad y reclama la introducción del 
Diseño Universal para el Aprendizaje como el abordaje recomendado para la 
educación inclusiva, con calidad, de esta población.
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De la integración educativa a la inclusión educativa

El informe Warnock (1978), la Conferencia mundial sobre educación para to-
dos que genera la Declaración mundial sobre educación para todos (1990) y la 
Declaración de Salamanca (Unesco y el Ministerio de Educación y Ciencia de 
España, 1994), entre otros, colocan la visión en el derecho a la educación y de 
cómo hacer que se integren al sistema educativo todas aquellas personas que han 
estado excluidas de el. Estas declaraciones, en muchos de sus pronunciamien-
tos, equiparan el término integración al de inclusión o privilegian el concepto de 
integración como un principio que ayuda a la inclusión de todos y todas.

El término integración educativa se acuña en nuestra legislación desde la 
Ley General de Educación (Ley 115, 1994) y la Ley de Integración Educativa 
(Ley 2082, 1996). Por otro lado, el Decreto 1509 de 1998, que reglamenta par-
cialmente el Decreto 369 de 1994 y que hace referencia al Instituto Nacional 
para Ciegos inci, señala que se garantice la integración académica y social de las 
personas con limitación visual. La Resolución 2565 del 2003, por su parte, habla 
de la atención de poblaciones con nee y no menciona específicamente los térmi-
nos integración o inclusión, aunque, al mencionar el personal de apoyo, dice que 
una de sus funciones es la integración académica. Ahora, la Ley 982 de 2005 de 
«Normas tendientes a la equiparación de oportunidades para las personas sordas 
y sordo ciegas» menciona, en su capítulo 11, la integración educativa.

A comienzos de los años 90, William Stainback y Susan Stainback (1992) 
introducen el concepto de aulas inclusivas, y, poco después, Ainscow amplía 
la visión desde el aula a toda la institución con las escuelas inclusivas (1999). 
Estas propuestas rompen con la idea de integración educativa y proponen una 
transformación substancial de las aulas y de las escuelas, anunciando el con-
cepto de inclusión: «Inclusión no es asimilación, no es un acto de integración 
o subsunción de la diferencia en la cultura dominante de la escuela. La conse-
cución de una escuela inclusiva constituye una tarea profundamente subversi-
va y transformadora» (Ainscow, 2001, p.9).

En el Decreto 366 de 2009, «por medio del cual se reglamenta la organiza-
ción del servicio de apoyo pedagógico para la atención de los estudiantes con 
discapacidad y con capacidades o con talentos excepcionales, en el marco de la 
educación inclusiva» se conceptualiza por primera vez el término, se menciona 
la necesidad de referenciar dicho decreto en el marco de los derechos fundamen-
tales y se enuncia a los estudiantes que presentan barreras de aprendizaje y de 
comunicación. Sin embargo, no existe en esta legislación ningún apartado que nos 
permita vislumbrar alguna preocupación por la transformación de la escuela para 
que verdaderamente sea inclusiva en los términos en los que plantea Ainscow. En 
el capítulo de la organización de la prestación del servicio educativo, no se men-
ciona la organización escolar, los tiempos y espacios, el currículo, ni las necesarias 
innovaciones educativas para que las escuelas den cuenta de los intereses de todos 
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los estudiantes. En las funciones de los maestros de apoyo, se menciona la nece-
sidad de proponer proyectos de investigación e innovación. Desafortunadamente, 
no se incluye el trabajo cooperativo entre docentes y profesionales. Por otra parte, 
los asuntos pedagógicos, que son los que podrían cambiar la escuela para que sea 
inclusiva, no son tenidos en cuenta.

El Decreto 2082 de 1996 de Integración Educativa no ha sido reformulado 
desde una perspectiva de educación inclusiva y, por tanto, al 2016, sigue vigente5. 
Sin embargo, pese a denominarse de integración, muchos de sus apartados con-
tribuirían para una efectiva educación inclusiva tales como el establecimiento de 
las Unidades de Atención Integral, construcción de un verdadero proyecto peda-
gógico institucional, la evaluación, teniendo en cuenta las características de los 
estudiantes, la accesibilidad en todos los sentidos, el paulatino y gradual proceso 
de inclusión educativa, etc. Desafortunadamente, podríamos decir que muchas de 
las iniciativas que impulsaba este decreto, 30 años después, no han sido posible 
en nuestras realidades educativas. Aquí es claro que el desarrollo normativo plan-
teado no ha logrado implementarse en su totalidad e, incluso, como este caso, 
es derogado sin que nunca se hubiese podido conocer su impacto sobre el tema.

El Decreto 2082 de 1996 de integración educativa menciona, en su artículo 15, 
la necesidad de contar, por ejemplo, con las Unidades de Atención Integral –o uai- 
que se conciben como un conjunto de programas y de servicios profesionales que 
de manera interdisciplinaria ofrecen las entidades territoriales a los establecimien-
tos de educación formal y no formal, estatales y privados, apoyos pedagógicos, 
terapéuticos y tecnológicos complementarios. Estas unidades dispensan primor-
dial atención a las actividades de investigación, asesoría, fomento y divulgación, 
relativas a la prestación del servicio educativo, para la población con limitaciones 
o con capacidades o talentos excepcionales. Las secretarías de educación depar-
tamentales, distritales y municipales organizarán el funcionamiento de estas uni-
dades, atendiendo los criterios técnicos y de recursos humanos que para el efecto 
otorgue el Ministerio de Educación Nacional y lo dispuesto en este decreto. Sin 
embargo, solamente algunas ciudades y municipios cuentan con este apoyo a la 
inclusión. En Bogotá, como veremos más adelante no han sido implementadas.

Aulas de apoyo especializadas, aulas exclusivas, aulas 
diferenciales, aulas de inclusión inicial

Una de las estrategias para atender a la población con discapacidad se ha cen-
trado en las aulas, las cuales reciben nombres y características diferentes en la 
legislación colombiana.

5	 Cuando se concluyó este libro, se promulgó el Decreto 1421 de 2017 «por el cual se reglamenta 
en el marco de la educación inclusiva la atención educativa a la población con discapacidad». Se 
comentará, brevemente, en las conclusiones.
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La Ley general de educación (Ley 115, 1994) menciona, en su artículo 48, 
las aulas especializadas. El Gobierno Nacional y las entidades territoriales in-
corporan en sus planes de desarrollo programas de apoyo pedagógico que per-
mitan cubrir la atención educativa a las personas con limitaciones. El Decreto 
2082 de 1996, en su artículo 13, establece que se crearán aulas de apoyo es-
pecializadas, entendidas como un conjunto de servicios, estrategias y recursos 
que ofrecen las instituciones educativas para brindar los soportes indicados en 
el inciso 3ro del artículo 2 de este Decreto, y que permitan la atención integral 
de los educandos con limitaciones o con capacidades o talentos excepcionales.

En la actualidad, no está muy claro si las aulas especializadas se refieren 
a esos servicios y recursos que se ofrecen para la atención educativa desde la 
inclusión al aula regular, en la que cada institución educativa se especializa en 
un grupo poblacional ―instituciones especializadas, por ejemplo, en estudian-
tes con síndrome de Down o con autismo― con el fin de mejorar la eficiencia 
de apoyos y recursos.

Por otra parte, también se podría pensar que aquellas que la ley denomina 
aulas especializadas son aquellas que provienen de la tradición de la educa-
ción especial, manteniendo un trabajo especializado por grupo poblacional 
de forma segregada. Ante esto, la Resolución 2565 de 2003, en su artículo 8, 
define un establecimiento de educación exclusiva: 

Los establecimientos educativos estatales que actualmente atienden en 
forma exclusiva población con discapacidad, deberán reorganizar su ofer-
ta educativa teniendo en cuenta la demanda, la integración académica y 
social establecida en la Ley 115 de 1994 y el Decreto 2082 de 1996, y 
cumplirán los criterios básicos establecidos para el proceso de reorganiza-
ción del sector educativo. (Resolución 2565, 2003)

Algunos siguen funcionando y se desconocen los planes de reorganización 
y los criterios con los cuales se han constituido.

En la actualidad, en diferentes partes del país existe una modalidad de aten-
ción educativa a los estudiantes con discapacidad que se denomina aulas exclu-
sivas. Estas se preocupan de la atención especializada de un grupo poblacional, 
subsanando las barreras impuestas a los estudiantes, «compensando» algunos 
elementos que, desafortunadamente, no se trabajaron en edades tempranas, por-
que no existen diagnósticos a tiempo, ni planes, ni programas de estimulación 
temprana, o los servicios sociales no han actuado oportunamente, etc. 

Se supone que los estudiantes pasarán un tiempo limitado en estas aulas para 
poder incorporarse con mayores elementos al proceso de inclusión en aula regu-
lar. Sin embargo, no está clara la definición de los estudiantes que deberían estar 
en estas aulas y las barreras sociales, de acceso, o actitudinales se presentan 
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como infranqueables, por lo que no se les procura el paso a la inclusión en el 
aula regular.

Las aulas exclusivas, las aulas diferenciales, las aulas especializadas y las 
aulas de inclusión inicial son modalidades de atención educativa que están 
vigentes en nuestro sistema educativo, pero que no las cobija ninguna legisla-
ción nacional vigente y, además, no están reglamentadas. Ante el vacío norma-
tivo, y ante las dificultades para incorporar a algunos niños y niñas en las aulas 
regulares, estas modalidades de atención educativa perduran en el sistema, 
dejando prácticamente al libre albedrío su funcionamiento. Este asunto se ve 
agravado por la no sistematización, ni evaluación de estas experiencias, que 
pueden, incluso, llegar a convertirse en modalidades aisladas, a veces asimi-
ladas con la antigua educación especial dentro del propio sistema educativo.

 

De las responsabilidades

En cuanto a las responsabilidades que se deben asumir, para hacer realidad el 
derecho a la educación de las personas con discapacidad, podríamos señalar 
que existe, en la legislación, una enumeración generosa de intenciones, pero 
falta de concreción en la política, responsabilidades directas, interconexiones, 
intersectorialidad y acciones para que la educación inclusiva sea posible. Exis-
te en la legislación un innumerable articulado sobre el deber ser, pero son 
escasas las reglamentaciones que concretan las diferentes responsabilidades.

Podemos enunciar, a manera de ejemplo, el Decreto 366 de 2009 que, en 
su artículo 3, numeral 1, menciona una serie de responsabilidades de las enti-
dades territoriales entre otras:

Determinar con la instancia o institución que la entidad territorial defina, 
la condición de discapacidad o capacidad o talento excepcional del estu-
diante que lo requiera, mediante una evaluación psicopedagógica y una 
caracterización interdisciplinaria. La instancia o institución competente 
que la entidad territorial designe para determinar la condición de discapa-
cidad o capacidad o talento excepcional entregará a la Secretaría de Edu-
cación antes de la iniciación de las actividades del correspondiente año 
lectivo, la información de la población que requiere apoyo pedagógico. 
(Decreto 366, 2009)

Dicho decreto fue promulgado en el año 2009 y 7 años después, en Bogotá, 
por ejemplo, no se conoce cuáles son las entidades o instituciones que puedan 
definir la condición de discapacidad y que en el campo pedagógico realicen 
una caracterización psicopedagógica o valoración pedagógica del estudiante, 
y mucho menos que esta información sea entregada antes de empezar el año 
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lectivo. Tampoco se conocen convenios establecidos de forma intersectorial 
que contribuirían a esta tarea.

De financiación

En el Decreto 2082 se habla del apoyo financiero, en el Capítulo v artículo 21 
se indica lo siguiente: 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 9º de la Ley 60 de 1993, 
en armonía con el artículo 173 de la Ley 115 de 1994 y el artículo 1º 
de este decreto, la financiación de la atención educativa de la población 
con limitaciones o con capacidades o talentos excepcionales, en los es-
tablecimientos educativos estatales, se hará con cargo al situado fiscal, 
los recursos propios de los departamentos, distritos y municipios y demás 
transferencias que la Nación haga a las entidades territoriales para este 
efecto. (Decreto 2082, 1996)

La Ley 715 de 2001 cambió la forma como se distribuyen los recursos 
para la educación en las regiones orientándolos a la demanda ―asignación de 
recursos per capita― y definió una canasta educativa básica y una tipología 
de «la población atendida» que únicamente diferencia a los estudiantes por 
nivel ―primaria, secundaria, etc.― y según lo rural y lo urbano. Adicional-
mente, se establece, opcionalmente, la posibilidad de asignar algunos recursos 
residuales en caso de regiones con índices de pobreza altos. La ley no mencio-
naba recursos adicionales para atender a estudiantes con discapacidad o con 
necesidades educativas especiales.

Ante el vacío en la Ley 715, 8 años después, el Decreto 366 del 2009 men-
ciona, en su capítulo iii, artículo 12, que «las entidades territoriales certificadas 
contratarán la prestación de los servicios de apoyo pedagógico que requieran 
con organizaciones de reconocida trayectoria e idoneidad en la prestación o 
promoción del servicio de educación» (Decreto 366, 2009). En cuanto a los 
recursos, el artículo 15 señala que:

De los recursos del Sistema General de Participaciones que la Nación 
transfiere a las entidades territoriales certificadas, se asignará cada año un 
porcentaje de la tipología por población atendida para cofinanciar el costo 
del servicio de apoyo pedagógico a los estudiantes con discapacidad y con 
capacidades o con talentos excepcionales. Este porcentaje se asignará con 
base en el reporte de la matrícula de estas poblaciones correspondiente a la 
vigencia anterior, caracterizada y registrada oportunamente en el Sistema 
de Información Nacional de Educación Básica y Media –sineb-. (Decreto 
366, 2009, art. 15)
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Se estima que actualmente el país invierte 50 mil millones en la implemen-
tación de este decreto.

Personal y profesionales de apoyo

En el Decreto 3020 de 2002, en su artículo 11, denominado Alumnos por do-
cente, se establece que:

Para la ubicación del personal docente se tendrá como referencia que el nú-
mero promedio de alumnos por docente en la entidad territorial sea como 
mínimo 32 en la zona urbana y 22 en la zona rural […] Para fijar la planta 
de personal de los establecimientos educativos que atienden estudiantes 
con necesidades educativas especiales, o que cuenten con innovaciones y 
modelos educativos aprobados por el Ministerio de Educación Nacional o 
con programas de etnoeducación, la entidad territorial atenderá los crite-
rios y parámetros establecidos por el Ministerio de Educación Nacional. 
(Decreto 3020, 2002, art. 11)

Según la legislación revisada a nivel nacional, para los estudiantes en situa-
ción de discapacidad no se han encontrado los parámetros y criterios de las aulas 
de inclusión educativa y, por tanto, tampoco se ha podido concretar la Resolu-
ción distrital 1203 de 2015, en la cual se anuncia que la capital se pondrá a tono 
con la legislación nacional.

El Ministerio de Educación Nacional no ha legislado al respecto de la 
cobertura en educación inclusiva. No hay, al día de hoy, una legislación en 
torno a las plantas de personal y número de estudiantes por aula de estable-
cimientos educativos y proyectos que atienden estudiantes con discapacidad. 
En Bogotá, se reporta una nómina de 683 docentes de apoyo al 2016, de los 
cuales la mayoría se encuentra en provisionalidad, es decir, sin estar vincula-
do de planta, en forma estable y permanente al servicio educativo.

Estos docentes de apoyo reportan que existen ambigüedades por parte de do-
centes de aula, directivos y otros actores del Sistema Educativo, en la concep-
ción y funcionamiento de su rol. Cada contexto institucional y rector o rectora 
asigna a este docente el rol, las funciones y tareas que considere en su momento, 
sin que exista claridad en estos asuntos. En la práctica encontramos desde el 
docente de apoyo que es asignado a labores de apoyo general administrativo, 
hasta el que debe hacer pedagogía remedial de logros, pasando por el que debe 
responder a agendas coyunturales.

En todas las normas específicas de integración e inclusión educativa, se 
menciona la importancia de la formación docente, pero no se precisa las caracte-
rísticas de dicha formación. Aunque se han hecho inversiones en estos temas, 
los docentes de aula, de apoyo y los directivos siguen reportando que lo que 
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reciben es descontextualizado e insuficiente para la demanda, necesidad, opor-
tunidad y pertinencia de la formación.

CONCLUSIONES
Después de revisar estos desarrollos, contribuciones, normativas, tanto inter-
nacionales como nacionales, se puede evidenciar que: 

1.	 En la legislación vigente coexisten conceptualizaciones y términos con-
tradictorios en torno a las personas con discapacidad.

2.	 La legislación que logra concretar algunos aspectos en torno a educación de 
niños y niños con discapacidad es el Decreto 2082 de 1996 de Integración 
Educativa. Varios de los artículos de este decreto, después de 20 años, no 
se han concretado en muchos de los entes territoriales, entre ellos Bogotá.

3.	 En el año 2009, con el Decreto 366 de 2009 se habla por primera vez de 
educación inclusiva, pero no se apunta a la necesaria transformación de 
la escuela para lograrla.

4.	 Existen, en la práctica, innumerables programas y servicios educativos 
denominados de diferente manera ―aulas especializadas, aulas exclu-
sivas, aulas diferenciales, aulas de inclusión inicial―. Solamente están 
mencionadas en la legislación las aulas especializadas, caracterizadas 
de manera tan general que se produce una confusión respecto al tipo de 
servicios que deben proporcionar. 

5.	 En toda la legislación, se enumeran de forma reiterativa las obligaciones 
de entidades, sectores que deben acompañar el proceso de inclusión edu-
cativa. No se encontró ninguna evidencia de una reglamentación que ate-
rrice estas responsabilidades, ni mucho menos los necesarios y urgentes 
acuerdos intersectoriales.

6.	 Una estrategia importante que debieron desarrollar los entes territoriales 
eran las unidades de atención integral, pero no se han implementado en 
muchos lugares, entre ellos Bogotá. Este vacío ha incidido directamente en 
la no caracterización y existencia de apoyos requeridos por los estudiantes, 
además de restringir las posibilidades del acompañamiento para la innova-
ción, investigación, formación docente necesarias en la educación inclusiva.

7.	 Las investigaciones recientes mencionan como un elemento fundamental 
a tener en cuenta para lograr una educación de calidad y pertinente, ade-
más de inclusiva, el número razonable de niños por aula. Es importan-
te revisar los parámetros que aparecen en acuerdos y resoluciones distri-
tales, pero que no están claros desde la legislación nacional. Es necesario 
replantear lo relacionado con la correlación de número de estudiantes por 
aula y por docente en las escuelas inclusivas y en el sistema educativo en 
general. Este tema ha generado estigma, confusión, ambigüedad, e incluso 
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ha llegado a generar situaciones indignas para los estudiantes con disca-
pacidad en las ied. El Ministerio de Educación Nacional, en su Decreto 
3020 de 2002, reconocía que los parámetros nacionales en relación a los 
programas de estudiantes con necesidades educativas especiales debían 
ser diferentes a la legislación general.

8.	 La financiación de la atención educativa a la población con discapacidad 
tampoco está claramente establecida en la normativa.

9.	 La jurisprudencia y pronunciamientos de la Corte Constitucional son 
muy importantes porque es la última instancia legal para que las per-
sonas con discapacidad puedan alcanzar el disfrute de sus derechos, en 
estos casos el derecho a la educación. Si bien la Corte recoge en sus 
sentencias los pronunciamientos de las leyes nacionales y de las conven-
ciones internacionales sobre las personas con discapacidad, algunas no 
contribuyen a ofrecer claridad sobre la compleja situación de la educa-
ción inclusiva6.

En el ámbito distrital, se revisaron 150 resoluciones (ver anexo 4), emiti-
das por la Secretaría de Educación entre los años 2008 y 2016, y se encontró 
que las que se refieren a estudiantes con discapacidad están relacionadas con 
las resoluciones de matrícula y cobertura, donde se explicitan cómo los estu-
diantes con discapacidad tienen unos porcentajes de cobertura que determinan 
la composición de los grupos ―aula― y el número de estudiantes incluidos 
por institución. Durante 5 años se plantea la cobertura de la misma manera: 
en la modalidad de inclusión al aula regular de estudiantes con discapacidad 
cognitiva y/o motora, síndrome de Down y autismo, cada estudiante equival-
drá a 3 cupos. En aulas integradas con estudiantes con discapacidad sensorial 
o motora, el porcentaje por grupo de estos estudiantes no será superior al 20 % 
del total de estudiantes. En la modalidad de inclusión al aula regular de estu-
diantes con discapacidad cognitiva, el porcentaje por grupo de estos estudian-
tes no será superior 10 % del total de estudiantes matriculados en cada grupo. 
Un porcentaje importante a recalcar es aquel que se refiere a los estudiantes 
con discapacidad cognitiva y/o motora, síndrome de Down y autismo: cada 
estudiante equivaldrá a 3, dado que, como lo dice la literatura y prácticas de 
educación inclusiva, es importante poder contar con un número reducido de 
estudiantes por aula para atender de forma pertinente a todos y cada uno de los 
estudiantes. También, los porcentajes de inclusión del 10 % sobre la población 

6	 Un ejemplo reciente de ello es la Sentencia T-488/16: «En suma, la jurisprudencia reseñada ha garan-
tizado el derecho fundamental a la educación de pacientes con diferentes enfermedades, entre estas, 
el Trastorno Espectro Autista (tea) […] En todo caso, la jurisprudencia constitucional se ha inclina-
do porque la prestación del servicio educativo atienda las condiciones médicas de cada estudiante» 
(Sentencia T-488, 2016). Este tipo de frases en una sentencia como evidencia la confusión en los 
términos, la visión medicalizante de la problemática y la no claridad en el trabajo intersectorial.
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total han estado avalados por los estudios a este respecto. La resolución 1293 
de julio 21 de 2016, en su artículo 14, parágrafo 1, a pesar de las anteriores 
consideraciones, estableció que todos los niños, independientemente de su 
condición equivalían a un cupo.

Se reconoce, por parte de la Secretaría de Educación, una preocupación legí-
tima de que los estudiantes con discapacidad ejerzan su derecho a la educación 
y su énfasis principal durante estos años se direcciona hacia el ingreso de estos 
estudiantes al sistema educativo formal. Lo que no es claro en la normatividad es 
cómo se garantiza su permanencia, promoción y egreso. Al igual que en el nivel 
nacional, no se evidencia una normatividad que contribuya a que las escuelas se 
transformen hacia una verdadera educación inclusiva con las transformaciones 
pedagógicas y organizativas que esto supondría. 

Ahora bien, desde el punto de vista conceptual estas resoluciones de cobertura, 
cuando se refieren a la educación de estudiantes con discapacidad mencionan al 
tiempo terminologías como inclusión, aulas integradas, discapacidad y población 
diversa; en algunas, se mencionan necesidades educativas especiales y se encuen-
tra un lenguaje diverso que configura realidades de manera diferente y en oca-
siones contradictorias. También, existen diferentes denominaciones para lo que 
reconocemos como educación no inclusiva, como aulas de apoyo especializadas, 
aulas exclusivas y aulas diferenciales. Aunque se mencionan, no se encontró en la 
legislación su definición y funciones.

Existe un buen número de normas ―no referenciado en los cuadros, 
porque no se habla específicamente de estudiantes con discapacidad― que 
retoma elementos que son fundamentales para el ejercicio de una educación 
inclusiva, tales como la implementación de la cátedra de derechos humanos, 
pedagogía de la reconciliación o las directivas a favor de la inclusión social 
de personas con discapacidad. Así mismo, se cuenta con una normativa de 
trabajo intersectorial que, por lo menos, define comisiones y le da relevan-
cia a este aspecto.

Además, aunque no está consagrado en la norma, en la respuesta a un de-
recho de petición de la sed ― Derecho de petición E-2010-175985 Dirección 
de Inclusión e Integración de Poblaciones― se menciona una especialización 
de colegios en atención de educación inclusiva de estudiantes con ciertas dis-
capacidades. No se sabe cómo dicha especialización se ha venido realizando, 
pues, desde el punto de vista legislativo, no se encontraron normas a este 
respecto que contribuyan a que este proceso se dé bajo criterios estableci-
dos, rutas claras, procesos de innovación y la necesaria transformación de 
las instituciones. Así mismo, tampoco hay claridad respecto a las políticas de 
formación de maestros en este campo, muy necesaria para estos procesos y las 
transformaciones pedagógicas, metodológicas y organizativas fundamentales 
para este propósito.
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Existen unos incentivos a los y las docentes que prestan sus servicios en 
colegios distritales oficiales en aulas que atiendan exclusivamente niños y ni-
ñas con discapacidad. Dicho reconocimiento no es inmerecido, pero sí contra-
dictorio con la política de incentivar a los maestros a desarrollar procesos de 
educación inclusiva en el aula regular. 

No se encontró en la normatividad distrital lo que estipula la legislación 
nacional sobre las unidades de atención integral y aulas de poyo especializado; 
sin embargo, en respuesta a un derecho de petición, la sed menciona que la uai 
es el nivel central, pero no está claro qué equipo interdisciplinario lo conforma, 
cómo hace las evaluaciones pedagógicas, ni cuáles son los criterios de ubica-
ción de los estudiantes. Así mismo, menciona que las aulas de apoyo especiali-
zadas son los mismos colegios.

Se evidencia, entonces, una voluntad para atender a estudiantes con dis-
capacidad y todo el esfuerzo legislativo apunta a este objetivo. Sin embargo, 
como señala toda la literatura internacional desde la década de los 90, habría 
que avanzar hacia la transformación de la escuela para realizar una educación 
inclusiva, lo cual pasa por modificaciones substanciales en lo pedagógico, lo 
organizativo, los recursos y la formación permanente, y en contexto, de los 
maestros y maestras.

PRIMERA INFANCIA7

En Colombia, y desde el gobierno central, se ha planteado, como política pú-
blica, una serie de acciones operativas concretas a cargo de instituciones de 
diferentes sectores que buscan el mejoramiento de la calidad de vida de los 
niños y las niñas en todo el territorio nacional. Siguiendo a la Organización 
de los Estados Iberoamericanos (2006), esta política pública descansa sobre 
siete argumentos: 

1.	 Desarrollo humano: los primeros años de vida, incluyendo la gestación, 
son de crucial relevancia en el desarrollo humano.

2.	 Científicos: los primeros años de vida son determinantes para el desarro-
llo biológico y psicológico del ser humano.

3.	 Legales y políticos: compromisos adquiridos internacionalmente por 
Colombia, en los cuales se le da al niño el estatus de sujeto de derechos.

4.	 Sociales y culturales: debido a que este sector poblacional se desenvuel-
ve en contextos determinados.

5.	 Económicos: dada la relación existente entre el desarrollo humano y los 
avances en materia económica.

7	 Escrito por: Adriana Caballero Pérez y Marisol Moreno Angarita.
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6.	 Institucionales y programáticos: coordinación y organización de los en-
tes encargados de la primera infancia.

7.	 Éticos: priorizan situar esta problemática en las agendas del sistema so-
cial y político (Organización de Estados Iberoamericanos, 2006).

El marco normativo nacional que fundamenta acciones para la primera 
infancia más reciente es el Código de la Infancia y la Adolescencia (Ley 1098, 
2006) y la Ley 1804 de 2016 «por la cual se establece la política de estado para 
el desarrollo integral de la primera infancia de cero a siempre y se dictan otras 
disposiciones», la cual reconoce a la primera infancia como los niños y las 
niñas desde los 0 hasta los 6 años de edad, sujetos plenos de derechos, y que 
materializa el esfuerzo realizado en los últimos 5 años, en la implementación 
de la estrategia que lleva el mismo nombre.

En el año 2010, el Gobierno Nacional formuló la estrategia denominada 
De Cero a Siempre con el propósito de desarrollar un sistema comprensivo del 
desarrollo de la primera infancia, programas y políticas enfocadas a asegurar 
que esta población en Colombia recibiera cuidado integral y educación en sus 
primeros 6 años de vida. En el marco de esta estrategia:

[…] La aipi se conceptualiza como el conjunto de acciones intersectoriales 
del ámbito nacional y territorial, intencionadas, relacionales y efectivas, 
de carácter político y programático, encaminadas asegurar que en cada 
uno de los entornos en los que transcurre la vida de los niños y las niñas 
existan condiciones humanas, sociales y materiales para la promoción de 
su desarrollo. (Secretaría Educación del Distrito, 2014, p.16).

La atención integral se plantea como un proceso relacional y articulador 
de múltiples sectores y contextos, que implica diversidad de interacciones de 
manera: 1) efectiva, pues se orienta al logro; 2) pertinente, por estar centra-
da en la perspectiva de los niños y las niñas; 3) oportuna, pues la atención 
ocurre en el momento propicio; 4) flexible, pues está abierta a los cambios y 
las transformaciones; 5) diferencial, porque valora a los niños y niñas como 
sujetos que se desarrollan desde diversas maneras; 6) continua, porque ocu-
rre con regularidad; y 7) complementaria, porque contribuye a la integra-
lidad de la atención (Comisión Intersectorial para la Atención Integral a la 
primera infancia, CIPI, 2013 como se citó en Secretaría de Educación del 
Distrito, 2014, p.16). La estrategia, elevada a norma en el año 2016, es res-
ponsabilidad de las siguientes instituciones: Sistema Nacional de Bienestar 
Familiar (snbf), Comisión Intersectorial de Primera Infancia, el icbf, Sistema 
Nacional de Cultura, Ministerios de Educación Nacional, Salud, Protección 
social, Departamento Nacional de Planeación y la Agencia nacional para la 
superación de la pobreza extrema (anspe). 
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Al reconocer la reciente expedición de la citada política de Estado, los 
resultados alcanzados corresponden a la implementación de la Estrategia 
de Cero a Siempre. Al respecto, el informe elaborado por el Banco Mun-
dial (World Bank, 2013), mediante la iniciativa saber-ecd, identificó una 
serie de intervenciones y políticas en Colombia, asociadas a la atención 
integral a la primera infancia y sus logros de cobertura, de esta manera 
(ver tabla 8.2): 

Tabla 8.2. Intervenciones y políticas en Colombia asociadas a la atención integral a la primera infancia

Sector

Criterios de 
efectividad en 
la atención a la 

primera infancia

Colombia:
fundamento normati-

vo y de política pública

Colombia:
logros en cobertura 

(Año 2013)

Salud

Seguimiento a la 
atención en salud 
de las mujeres en 
embarazo

Constitución Política: 
Sentencia T-760 de 
2008 —consagración del 
carácter fundamental 
del derecho a la salud—, 
de la Ley 100 de 1993, 
Sistema de Seguridad 
Social

El 89 % de las mujeres 
recibían cuidado en salud 
al menos 4 veces durante 
el embarazo

Profesionalización 
de la atención en 
el parto

98 % de los nacimientos 
eran atendidos por profe-
sional calificado

Inmunizaciones a 
los niños y niñas

Expansión del Programa 
de Inmunizaciones

88 % de los niños de 1 año 
estaban vacunados contra 
la difteria, tos ferina y 
tétanos (DPT)

Asistencia a los 
niños con cuadros 
clínicos

Sin política específica

52 % de los niños meno-
res de 5 años de edad con 
diarrea recibían hidrata-
ción oral
64 % de los niños con 
sospecha de neumonía 
fueron llevados a centros 
de salud

Nutrición

Promoción de la 
lactancia materna

Plan de Lactancia 
Materna a 10 años 
2010-2020

43 % de los niños y niñas 
reciben exclusivamente 
leche materna hasta los 6 
años de edad

Consumo de sal

Decreto 547 de 1996 
Expedición del Registro 
Sanitario y condiciones 
sanitarias de producción, 
empaque y comercializa-
ción al control de la sal 
para el consumo humano, 
Ministerio de Salud

Sin datos específicos

Continúa en la siguiente página.
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Sector

Criterios de 
efectividad en 
la atención a la 

primera infancia

Colombia:
fundamento normati-

vo y de política pública

Colombia:
logros en cobertura 

(Año 2013)

Nutrición Fortificación de la 
harina de trigo

Decreto 1944 de 1996 
Fortificación de la harina 
de trigo y condiciones 
de comercialización, 
rotulado, vigilancia y 
control, Presidencia de la 
República

Sin datos específicos

Educación 
Inicial

Programas para 
padres —duran-
te el embarazo, 
después del 
nacimiento y a lo 
largo de la prime-
ra infancia—

Estrategia de Cero a 
Siempre extendida a las 
modalidades de aten-
ción pública infantil

421 000 beneficiarios 
participan en las mo-
dalidades de atención 
familiar — para mujeres 
embarazadas y madres de 
niños menores de 2 años 
de edad—

Servicio de cui-
dado de niños y 
niñas para padres 
trabajadores

Sin datos específicos

Educación inicial — 
para niños a partir 
de los 2 años con 
currículos y aulas 
que aseguran 
calidad en la 
atención—

Ley 1295 de 2009 sobre 
atención integral de los 
niños y las niñas de la 
primera infancia de los 
sectores 1, 2 y 3 del 
sisbén. Derogada por 
el artículo 28 de la Ley 
1804 de 2016

51 % de los niños y las 
niñas estaban matricu-
lados en los servicios de 
educación inicial

Protección 
Social

Servicios para 
huérfanos y niños 
vulnerables, y 
Mecanismos de 
subsidio familiar

Ley 1532 de 2012 
Medidas de política y fun-
cionamiento del Programa 
Familias en Acción

El Programa de Familias 
en Acción alcanza una 
cobertura de 2.2 millo-
nes de familias de más 
de 1000 municipios en 
el país

Políticas de 
protección de 
los derechos de 
los niños con 
discapacidad y 
promoción de su 
inclusión

Sin regulación espe-
cífica —para la fecha 
del estudio del Banco 
Mundial—

Sin datos específicos

Continúa en la siguiente página.
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Sector

Criterios de 
efectividad en 
la atención a la 

primera infancia

Colombia:
fundamento normati-

vo y de política pública

Colombia:
logros en cobertura 

(Año 2013)

Protección 
de los niños 
y las niñas

Registro Civil de 
Nacimiento obli-
gatorio

Decreto 1260 de 1970 
Estatuto del Registro 
del Estado Civil de las 
personas

97 % de los recién nacidos 
son registrados

Protección de la 
madre trabajadora 
lactante

Ley 1468 de 2011 
modificación del Código 
Sustantivo del Trabajo. 
Artículo 236 Descanso 
remunerado en la época 
del parto. Artículo 239 
Prohibición del despido Sin datos específicos

Licencia de mater-
nidad/paternidad

Seguimiento a 
situaciones de 
abuso, maltrato, 
violencia contra 
niños y niñas

Código de Infancia y 
Adolescencia. Ley 1098 
de 2006

Fuente: adaptado de World Bank (2013, p.4).

En la actualidad, en Colombia existe una amplia formulación de políticas y 
programas en favor de la primera infancia, muchas de las cuales han sido re-
sultado de los tratados y compromisos internacionales firmados con entidades 
como unicef o unesco, y del trabajo de organizaciones sociales en pro de esta 
población. Dos sectores fundamentales, del grupo de sectores involucrados en 
la estrategia aipi, son el de bienestar social en cabeza del icbf y el de educación 
liderado por el Ministerio de Educación Nacional.

El Ministerio de Educación Nacional, como institución encargada de garan-
tizar el derecho a la educación de los niños y las niñas, expide documentos que 
orientan la aipi en el marco de los Planes Nacionales de Desarrollo. Las orien-
taciones están ligadas a la estrategia De cero a siempre y tienen en cuenta las 7 
realizaciones para los niños y niñas que plantea la norma: 

1.	 Cuente con padre, madre, familiares o cuidadores principales que le acojan 
y pongan en práctica pautas de crianza que favorezcan su desarrollo integral. 

2.	 Viva y disfrute del nivel más alto posible de salud. 
3.	 Goce y mantenga un estado nutricional adecuado.
4.	 Crezca en entornos que favorecen su desarrollo. 
5.	 Construya su identidad en un marco de diversidad.
6.	 Exprese sentimientos, ideas y opiniones en sus entornos cotidianos y estos 

sean tenidos en cuenta. 
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7.	 Crezca en entornos que promocionen y garanticen sus derechos y actúen 
ante la exposición a situaciones de riesgo o vulneración. 

Con respecto a la educación inicial, el país no cuenta aún con un marco regula-
torio para la prestación del servicio, aunque existen lineamientos establecidos por 
el Ministerio de Educación Nacional que fueron adoptados en el Plan Nacional de 
Desarrollo 2014-2018 Todos por un nuevo país (Ley 1753, 2015), el cual estable-
ció una serie de compromisos en primera infancia, que incluyen:

•  Aumentar el acceso a los servicios y mejorar la calidad en la atención: 
cobertura universal, unificación de la operación del aseguramiento e in-
centivos para el mejoramiento de la calidad.

•  Consolidar condiciones equitativas que permitan, dentro del marco de la 
protección integral, alcanzar y sostener el desarrollo integral y el ejerci-
cio efectivo de los derechos de niñas, niños, adolescentes y jóvenes en el 
territorio nacional. 

•  Fortalecer la educación inicial, consolidando lineamientos técnicos y orienta-
ciones para la educación inicial, implementando un sistema de gestión de la 
calidad para las modalidades correspondientes y cualificando el talento hu-
mano encargado de atender los procesos educativos en la primera infancia. 

•  Formar ciudadanos integrales para la convivencia pacífica a través del fo-
mento a la lectura, la construcción de proyectos de vida en torno a la cultura, 
el deporte y el desarrollo de actividades lúdicas y recreativas: se impulsará 
la lectura y la escritura, así como las actividades deportivas y de recreación. 

•  Apoyar los procesos de atención de los niños indígenas de 0 a 5 años, así 
como ajustar, validar y socializar los lineamientos de educación inter-
cultural desde los usos y costumbres del pueblo rom. 

A nivel distrital, cabe destacar que las diferentes administraciones de la 
ciudad le han dado continuidad al lineamiento nacional sobre primera infancia 
y que, de la misma manera, han adaptado tanto su discurso como sus políticas 
para implementar acciones, programas y estrategias que van en línea con la 
atención integral a la primera infancia, y con la educación inclusiva como 
lineamiento internacional. Se resalta el Lineamiento pedagógico y curricular 
para la educación inicial en el Distrito, elaborado en conjunto por la Univer-
sidad Pedagógica Nacional, la Secretaría de Educación Distrital y la Secreta-
ría de Integración Social en el año 2010 como orientador fundamental de los 
programas para la primera infancia a nivel distrital.

El documento plantea, siguiendo la perspectiva de los niños y niñas como 
sujetos de derechos, que la educación inicial es fundamental en la promoción 
de dichos derechos básicos de todos los ciudadanos:
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Se asume la Educación Inicial como aquella que se dirige a los niños y 
niñas en la primera infancia, acorde con los requerimientos y demandas del 
desarrollo del niño/niña, por lo cual es válida en sí misma y no solo como 
preparación para la educación formal. Se entiende, entonces, que la Educación 
Inicial obedece a un enfoque que busca garantizar los derechos y potenciar el 
desarrollo de niños y niñas. Esta perspectiva persigue objetivos fundamenta-
les como:

1.	 Reconocer las características y potencialidades de los niños y las niñas.
2.	 Garantizar los derechos de cada uno de los niños y las niñas.
3.	 Atender integralmente y brindar una educación de calidad a los niños y 

las niñas.
4.	 Promover el desarrollo armónico e integral de los niños y las niñas, a 

través de actividades intencionalmente diseñadas para el efecto.
5.	 Reconocer la importante labor y la enorme responsabilidad de los maes-

tros y maestras en este nivel.
6.	 Orientar y asesorar a los padres y madres de familia en los procesos que 

contribuyan al desarrollo armónico y adecuado de los niños y las niñas.
7.	 Difundir entre la ciudadanía, el carácter vinculante del Código de Infan-

cia y Adolescencia, Ley 1098 de 2006. (Secretaría de Integración Social 
y Universidad Pedagógica Nacional, 2013, p.5)

El objetivo principal planteado para la educación inicial se encuentra rela-
cionado de manera directa con el cuidado de los niños y niñas, y debe responder 
a la necesidad de atención de los mismos, con independencia de la disponibili-
dad de tiempo de padre y cuidadores —asociado a sus jornadas laborales—, di-
señar ambientes enriquecidos de aprendizaje y articular diversas actividades de 
cuidado propias para la edad de 0 a 5 años, entendiendo que cualquier escenario 
con ellos representa una oportunidad con intención formativa. La educación 
inicial debe contar con las siguientes características: reflexión y planeación que 
contextualice los planes pedagógicos y entornos específicos en jardín infantil, 
articularse con otros niveles educativos, entenderse como un espacio para el 
ejercicio de los derechos de los niños y niñas, concebirse como un espacio edu-
cativo donde prima la actividad pedagógica pero que requiere otros ámbitos de 
atención integral y definir un currículo acorde con la edad y desarrollo de los 
niños y niñas.
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PERSONAS DESPLAZADAS VÍCTIMAS  
DEL CONFLICTO8

A continuación, en la tabla 8.3, se muestra la legislación vigente para las personas 
desplazas a nivel nacional y, en la tabla 8.4, la normativa distrital.

Tabla 8.3. Normatividad nacional sobre personas víctimas del conflicto armado

Ley 387 de 1997

Por la cual se adoptan medidas para la prevención del des-
plazamiento forzado, la atención, protección, consolidación y 
estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la 
violencia en la República de Colombia.

Decreto Nacional 
2562 de 2001

Establece medidas en beneficio de la población desplazada en el 
sector educativo, tales como garantizar la prestación del servicio 
público educativo a la población desplazada por la violencia en 
los niveles de preescolar, básica y media; efectuar la matrícula 
en las instituciones educativas sin exigir los documentos que se 
requieren a los estudiantes que no estén en capacidad de pre-
sentarlos; y desarrollar programas de formación y capacitación a 
docentes que atienden la población desplazada, entre otros.

Sentencia T 025 - 
Corte Constitucional

Declara un estado de cosas inconstitucional frente al cumplimiento 
y garantía de los derechos fundamentales de la población desplaza-
da. La Corte Constitucional impone al sistema de atención integral 
a la población desplazada cumplir con una serie de obligaciones 
con la población desplazada en el cumplimiento de los 9 derechos 
mínimos vitales.

Decreto 250 de 
2005

Establece líneas de atención para las personas desplazadas. En 
materia educativa, establece medidas tales como implementar 
modelos educativos flexibles y pertinentes que restituyan el 
derecho a la educación de los menores en situación de des-
plazamiento, y mejorar la calidad de la educación mediante el 
desarrollo de planes y programas de capacitación de docentes, 
que optimicen los procesos para la atención y que respondan 
de manera adecuada a las necesidades de formación de estas 
personas, entre otras.

Auto 251 de 2008

Por el cual se adoptan medidas de protección de los derechos 
fundamentales de los niños, niñas y adolescentes desplazados 
por el conflicto armado, en el marco de la superación del esta-
do de cosas inconstitucional declarado en la sentencia T-025 
de 2004.

Auto 092 de 2008

Por el cual se adoptan medidas para la protección a mujeres vícti-
mas del desplazamiento forzado por causa del conflicto armado. 
Expone las afectaciones y los impactos del conflicto armado que 
son desproporcionadas en las mujeres, y se hace hincapié en la 
necesidad de atender de manera diferencial a las mujeres despla-
zadas víctimas del conflicto armado.

Continúa en la siguiente página.

8	 Escrito por: Karina Camacho Reyes.
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Auto 004 de 2009

Por el cual se adoptan medidas protección a los derechos funda-
mentales de personas e indígenas desplazados por el conflicto 
armado en el marco de superación del estado de cosas inconsti-
tucional declarado en sentencia T-025/04. Se exige aplicar una 
política nacional que incorpore el enfoque diferencial de diversi-
dad étnica y cultural a que tienen derecho los pueblos indígenas 
desplazados, diseñar e implementar un programa de garantía de 
los derechos de los pueblos indígenas afectados por el desplaza-
miento, y planes de salvaguarda para 34 pueblos.

Auto 005 de 2009

Por el cual se adoptan medidas de protección a los derechos 
fundamentales de la población afrodescendiente víctima del 
desplazamiento forzado en el marco de superación del estado de 
cosas inconstitucional declarado en sentencia T-025/04. La Corte 
Constitucional ordena el diseño e implementación de planes 
específicos para garantizar los derechos de los afrodescendientes 
en situación de desplazamiento.

Auto 006 de 2009
Por el cual se adoptan medidas protección a las personas despla-
zadas con discapacidad en el marco del estado de cosas inconsti-
tucional declarado en la sentencia T-025/04.

Ley 1448 de 2011

Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación 
integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan 
otras disposiciones. Establece como prioridad la implementación 
de una política pública orientada a la reparación integral de las 
víctimas del conflicto en Colombia, desde un enfoque diferencial 
que incluya las medidas necesarias para enfrentar la situación de 
vulnerabilidad acentuada en las víctimas.

El Ministerio de Protección Social, en asocio con unhcr y acnur, publicó en 
2011 la Directriz de enfoque diferencial para el goce efectivo de los derechos de 
las personas en situación de desplazamiento con discapacidad en Colombia (Bo-
tero y Collazos, 2011), donde se articulan las políticas para la atención a las perso-
nas víctimas de desplazamiento con las de atención a personas con discapacidad.

Tabla 8.4. Normatividad distrital sobre personas víctimas del conflicto armado

Decreto 4800 de 2011

Este decreto tiene por objeto establecer los mecanismos para 
la adecuada implementación de las medidas de asistencia, 
atención y reparación integral a las víctimas de que trata la 
Ley 1448 de 2011, para la materialización de sus derechos 
constitucionales. Establece medidas en materia de asistencia y 
atención, y de reparación en educación.

Decreto-ley 4633 de 
2011

Por medio del cual se dictan medidas de asistencia, atención, 
reparación integral y de restitución de derechos territoriales 
a las víctimas pertenecientes a los pueblos y comunidades 
indígenas.

Decreto-ley 4634
Por medio del cual se dictan medidas de asistencia, atención, 
reparación integral y de restitución de derechos territoriales a 
las víctimas pertenecientes al pueblo rom o gitano.

Continúa en la siguiente página.
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Decreto-ley 4635 del 
2011

Por el cual se dictan medidas de asistencia, atención, repara-
ción integral y de restitución de tierras a las víctimas pertene-
cientes a comunidades negras, afrocombianas, raizales y palen-
queras. Se establecen medidas en materia educativa.

Decreto 083 de 2012 Por medio del cual se crea el Comité Distrital de Justicia 
Transicional para Bogotá D. C.

Directiva No. 004 de 
2013

Obligatoriedad de reportar la información prevista en el rusicst 
y el fut en las fechas correspondientes (sic); diferenciando los 
componentes de prevención, protección, atención, asistencia y 
reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno 
en los presupuestos de las respectivas entidades

Acuerdo 491 de 2012

Por medio del cual se modifica el acuerdo 370 de 2009, se 
crea el sistema distrital de atención y reparación integral a las 
víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, delitos 
de lesa humanidad y crímenes de guerra en Bogotá, D.C., se 
adicionan lineamientos a la política pública y se dictan otras 
disposiciones.

Decreto 036 de 2014 Por el cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sec-
tor de Inclusión Social y Reconciliación.

Resolución 00623 de 
2014

Por la cual se adopta el Protocolo para la participación de 
niños, niñas y adolescentes víctimas del conflicto armado 
colombiano.
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CAPÍTULO 9
CONCLUSIONES

Carlos Miñana Blasco 
Marisol Moreno Angarita

Dado que el presente documento pretende ser un insumo amplio y plural para 
la política de educación inclusiva para el Distrito Capital, se considera inade-
cuado presentar unas conclusiones que reduzcan o simplifiquen la riqueza, 
diversidad y complejidad de los planteamientos recogidos en él.

No obstante, los autores quieren destacar algunos elementos a manera de 
balance general de lo encontrado en la literatura académica internacional, 
en las políticas y experiencias internacionales, y en la normativa y políticas 
nacionales y distritales.

En primer lugar, cabe señalar que la educación inclusiva es responsabi-
lidad no solo de los docentes, sino que la literatura académica y las expe-
riencias internacionales de varias décadas han mostrado que la educación 
inclusiva debe darse en distintos niveles simultáneos: a nivel del aula —aulas 
inclusivas—, a nivel institucional —instituciones inclusivas—, a nivel del 
sistema educativo —sistemas educativos inclusivos— y a nivel de las rela-
ciones del sistema educativo con los otros sistemas estatales —salud, cultura, 
etc.— y con la sociedad en general. La inclusión se percibe como un fenóme-
no complejo, multidimensional y procesual, que tiene que ver especialmente 
con la participación de los niños, niñas y jóvenes en su educación y en la vida 
social, desde un enfoque diferencial y de derechos humanos. La literatura 
revisada muestra cómo se presentan grandes dificultades para comprometer 
a los diferentes actores de la política, especialmente, a los docentes y a las 
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familias. Consideramos que esto se da porque, en la práctica, todo el peso de 
la educación inclusiva ha venido recayendo en ellos, sin una adecuada trans-
formación de las instituciones, de los sistemas educativos, de los organismos 
estatales relacionados y de la sociedad, en general, la cual, en conjunto, de-
bería apoyar incondicionalmente con medidas concretas a las familias y a las 
maestras y maestros.

En segundo lugar, el documento muestra que en las políticas internaciona-
les y en los organismos multilaterales se ha ido logrando un amplio consenso 
hacia la educación inclusiva en el sentido de una educación para todos sin 
distinción, que, como se dijo anteriormente, implica una transformación pro-
funda de las aulas, las instituciones y los sistemas educativos. No obstante, se 
percibe una tensión entre un enfoque de derechos liderado desde la unesco y 
un enfoque más centrado en la eficiencia, la evaluación de los resultados del 
aprendizaje y la rendición de cuentas, liderado por el Banco Mundial. Esta 
tensión termina obstaculizando los avances que se han querido hacer en este 
sentido, en tanto los Ministerios de Educación promulgan una visión inclusi-
va, pero, de otra parte, se centran en valorar solamente resultados basados en 
estándares de eficiencia y conocimientos o habilidades convencionales.

En las experiencias internacionales, se perciben fuertes tensiones entre esos 
dos enfoques, las cuales presentan conflictos en los diferentes niveles de los sis-
temas educativos que no son fáciles de resolver. Adicionalmente, si bien desde 
los enunciados es cada vez más claro que una educación para todos implica una 
profunda transformación de la educación en todos sus niveles, todavía se siguen 
aplicando estrategias y políticas que terminan culpabilizando o señalando al estu-
diante como responsable de su exclusión educativa, es decir, sigue vigente, en mu-
chos casos, un enfoque de integración escolar que se orienta a facilitar la inclusión 
de determinados individuos en un modelo tradicional de escuela.

Esta situación puede ser vista, para el caso de Bogotá, como una oportuni-
dad para mostrarle al país una tercera opción, donde sea viable tener un sistema 
educativo de calidad, que valore a todos sus miembros desde sus propias posi-
bilidades y acoja respetuosamente todos los ritmos, condiciones, opciones, sin 
homogeneizar, normalizar y excluir. Por otro lado, sería una oportunidad para 
proponer el reconocimiento real de las diversidades de aprendices y procesos 
que la ciudad alberga, y, con todos ellos, replantear una transformación de lo 
que la ciudad entiende, aspira y desea tener como sistema educativo.

Es cierto que el enfoque diferencial aporta complejidad, pero también con-
creción y viabilidad a las políticas de educación inclusiva. El discurso sobre la 
educación inclusiva, en general, no permite visibilizar las especificidades nece-
sarias para grupos poblacionales y casos particulares. Una educación inclusiva 
que no considere dichas especificidades termina siendo excluyente para esas 
poblaciones. El llegar a las especificidades permite pensar en políticas inclu-
sivas diferentes, incluso al interior de los mismos grupos poblacionales —por 
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ejemplo, parece no tener mucho sentido una misma política de educación inclu-
siva para afrocolombianos y para niños y niñas indígenas en Bogotá, así formen 
parte del grupo poblacional denominado grupos étnicos—.

La legislación colombiana, fruto de diversas épocas y concepciones de 
la inclusión educativa, ha ido incorporando cada vez con mayor rapidez los 
compromisos firmados con los organismos multilaterales. Sin embargo, mu-
chas normas, aprobadas desde la década de los 90, siguen hoy vigentes y 
entran en contradicción con las más recientes. La mayoría de la normativa 
no cuenta con una reglamentación y, cuando la hay, muestra vacíos y algunas 
incoherencias. El desarrollo normativo resulta desigual en relación con los 
grupos poblacionales y el vacío en la reglamentación puede también enten-
derse como una oportunidad para establecer el marco normativo adecuado 
para un sistema educativo inclusivo en el Distrito Capital (ver anexo 6).

Este estado de la cuestión recoge una serie de lecciones aprendidas y por 
aprender, las cuales constituyen un referente desde el cual diseñar, pensar y 
construir la Política Pública de Educación Inclusiva que la ciudad desea, aspi-
ra y merece, asumiendo que, hoy por hoy, sí es posible generar transformacio-
nes de alto impacto en el sistema educativo. 

Bogotá debe reapropiar su historia y reconocerse como una ciudad inclu-
yente que ha acogido toda la diversidad de Colombia, incluso de otros países. 
No tiene otra opción. Esta es una oportunidad de tomar aliento y reinventarse, 
para recapitalizar toda esta diversidad  y ponerla al servicio de un mejor futu-
ro, donde todos y todas podamos convivir juntos.
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ANEXO 1. CONCEPTOS CLAVE EN LA 
JURISPRUDENCIA COLOMBIANA EN RELACIÓN 
CON LAS PERSONAS LGBTI1

Según la sentencia T-099/15 de la Corte constitucional: 

La identidad de género y la orientación sexual de las personas son conceptos 
que se transforman continuamente a partir de la experiencia individual y de 
la forma en que cada ciudadano se apropia de su sexualidad. Por lo tanto, 
estas definiciones no se pueden tomar como criterios excluyentes sino como 
ideas que interactúan constantemente y que son revaluadas a partir de la 
experiencia de cada persona frente a su sexualidad y su desarrollo identi-
tario. La orientación sexual abarca los deseos, sentimientos, y atracciones 
sexuales y emocionales que puedan darse frente a personas del mismo gé-
nero, de diferente género o de diferentes géneros. La Identidad de Género es 
la vivencia interna e individual del género tal como cada persona la siente 
profundamente, la cual podría corresponder o no con el sexo asignado al 
momento del nacimiento, incluyendo la vivencia personal del cuerpo ―que 
podría involucrar la modificación de la apariencia o la función corporal a 
través de medios médicos, quirúrgicos o de otra índole, siempre que la mis-
ma sea libremente escogida―. (Sentencia T-099, 2015, p.1)

Más adelante, en el folio 61 del cuaderno principal, se indica que:

1	 Escrito por: Susana Fergusson.
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La identidad de género es la construcción cultural que se genera en el marco 
de las relaciones sociales mediante la que se definen los atributos de los indivi-
duos y los colectivos que marcan la diferencia entre lo propio y lo diferente en 
un proceso permanente de construcción subjetiva, intersubjetiva y socio-cultural 
(…) Las identidades de género, como todas las identidades, se configuran en un 
proceso de heterodesignación ―generalmente violento― y autonombramiento 
―generalmente asociado con la autoconstrucción del sujeto político y social―. 
Es decir, las identidades de género pueden ser impuestas desde afuera o construi-
das desde el individuo. (Sentencia T-099, 2015, p.8)

Mientras que sobre la orientación sexual, en el mismo folio y cuaderno, se 
refiere a la: 

Dirección del deseo erótico y afectivo entre las personas, en función de su 
sexo. Las identidades por orientación sexual son: homosexual, lesbiana, 
heterosexual y bisexual (…) la identidad de género y la identidad de orien-
tación sexual son vectoriales, eso quiere decir que una persona trans feme-
nina puede tener una identidad de orientación sexual heterosexual, o un 
hombre trans puede considerar gay y así sucesivamente. (Sentencia T-099, 
2015, p.8)

ANEXO 2. LEGISLACIÓN NACIONAL PARA LA 
INCLUSIÓN EDUCATIVA DE LA POBLACIÓN 
CON DISCAPACIDAD2

Este cuadro está organizado en forma cronológica desde los años 90 hasta 
el año 2016. La casilla de la izquierda registra la denominación de la ley o 
decreto, junto con los artículos que contienen algún pronunciamiento sobre 
educación y discapacidad, así la legislación no sea propiamente del Ministerio 
de Educación; en la casilla de la derecha, se transcribe el enunciado de la Ley, 
a quiénes va dirigido o qué pretende legislar.

Legislación nacional para la inclusión educativa de la población con 
discapacidad

2	 Escrito por: Margarita Posada Escobar.
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Legislación Pronunciamiento

Consti-
tución 
Política de 
Colombia
Artículo 13
Artículo 67 
Artículo 68

Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma 
protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, 
libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, 
raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica.
Derecho que toda persona tiene derecho a la educación. 
La erradicación del analfabetismo y la educación de personas con limitacio-
nes físicas o mentales, o con capacidades excepcionales, son obligaciones 
especiales del Estado.

Ley 115 de 
1994 
Título iii 
Capítulo 1
Artículo 46 
Artículo 47 
Artículo 48
Artículo 49

Por la cual se expide la ley general de educación.
Modalidades de atención educativa a poblaciones.
Educación para personas con limitaciones o capacidades excepcionales.
Integración con el servicio educativo. La educación para personas con 
limitaciones físicas, sensoriales, psíquicas, cognoscitivas, emocionales o con 
capacidades intelectuales excepcionales, es parte integrante del servicio 
público educativo.
Los establecimientos educativos organizarán directamente o mediante 
convenio, acciones pedagógicas y terapéuticas que permitan el proceso de 
integración académica y social de dichos educandos. 
Los Gobiernos Nacional y de las entidades territoriales podrán contratar 
con entidades privadas los apoyos pedagógicos, terapéuticos y tecnológi-
cos necesarios para la atención de las personas a las cuales se refiere este 
artículo, sin sujeción al artículo 8° de la Ley 60 de 1993 hasta cuando los 
establecimientos estatales puedan ofrecer este tipo de educación.
Apoyo y fomento. En cumplimiento de lo establecido en los artículos 13 y 
68 de la Constitución Política y con sujeción a los planes y programas de 
desarrollo nacionales y territoriales, el Estado apoyará a las instituciones 
y fomentará programas y experiencias orientadas a la adecuada atención 
educativa de aquellas personas a que se refiere el artículo 46 de esta Ley. 
Igualmente fomentará programas y experiencias para la formación de 
docentes idóneos con este mismo fin. 
Aulas especializadas. Los Gobiernos Nacional, y de las entidades territoriales 
incorporarán en sus planes de desarrollo, programas de apoyo pedagógico 
que permitan cubrir la atención educativa a las personas con limitaciones.
Alumnos con capacidades excepcionales. Organización de los pei y subsi-
dios a estudiantes de bajos recursos.

Decreto 
1860 de 
1994

Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 115 de 1994, en los aspectos 
pedagógicos y organizativos generales, gobierno escolar, currículo, etc. 
No habla en ningún momento de poblaciones con limitaciones o en situación 
de discapacidad
Flexibilización curricular.
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Legislación Pronunciamiento

Decreto 
2082 de 
1996
Capítulo i
Capítulo ii
Capítulo iii 
Artículo 6
Artículo 7
Artículo 8
Artículo 9
Artículo 10
Capítulo ii
Artículo 12
Artículo 13
Artículo 15
Capítulo iv
Capítulo v
Capítulo vi

Por el cual se reglamenta la atención educativa para personas con limitacio-
nes o con capacidades o talentos excepcionales.
Aspectos generales
Orientaciones curriculares especiales
Organización para la prestación del servicio educativo
Definir logros específicos
El pei tendrá en cuenta el proyecto personalizado
La evaluación tendrá en cuenta las características o limitaciones de los 
educandos.
Accesibilidad y medios para presentar pruebas del Estado.
Difusión en los medios. Participación de dos delegados de organizaciones 
ante La Comisión Nacional de Televisión.
Organización para la prestación del servicio. 
Plan gradual de integración deben estar también contempladas las aulas 
especializadas
Definición de lo que son las aulas de apoyo especializadas. Para integrar el 
componente humano de dichas aulas, las instituciones educativas podrán con-
formar equipos colaborativos o semejantes, integrados por docentes, padres 
de familia y otros miembros de la comunidad educativa que contarán con la 
asesoría de organismos y profesionales competentes para atender las discapa-
cidades o las excepcionalidades. El Gobierno Nacional apoyará financieramente 
a las entidades para el establecimiento de las aulas de apoyo especializada.
Las unidades de atención integral (uai) se conciben como un conjunto de 
programas y de servicios profesionales que de manera interdisciplinaria, 
ofrecen las entidades territoriales.
Formación de educadores
Apoyo financiero
Disposiciones finales y vigencia

Ley 324 de 
1996 Por la cual se crean algunas normas a favor de la Población Sorda.

Decreto 
2369 de 
1997
Capítulo ii 
Capítulo iii
Artículo 14

Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 324 de 1996 por el cual se 
crean algunas normas a favor de la población sorda
Ofrece recomendaciones de atención educativa y otras disposiciones a 
personas con limitación auditiva. Igualdad. Lengua de manual colombiana. 
Intérpretes
Atención educativa de las personas con limitaciones auditivas
Enseñanza bilingüe, lengua manual colombiana y lengua castellana como 
parte del pei

Ley 361 de 
1997
Título ii
Capítulo ii 
Artículo 10
Artículo 11
Artículo 12
Artículo 13
Artículo 14
Artículo 16

Por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas 
con limitación y se dictan otras disposiciones.
Prevención-educación y rehabilitación
Educación 
Garantía de Educación
No discriminación integración a las aulas regulares
Metodología y ejecución de programas
Profusión y difusión de materiales educativos
Adecuación en la presentación de exámenes de Estado 
Todo lo anterior aplicado a las personas con excepcionalidad
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Legislación Pronunciamiento
Decreto 
1509 de 
1998
Artículo 18

Reglamenta parcialmente el Decreto 369 de 1994 en referencia al Instituto 
Nacional para Ciegos inci

Personal docente necesario, integración educativa, servicios intersectoriales.

Ley 715 del 
2001

Por la cual se dictan normas orgánicas en materia de recursos y competen-
cias de conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 ―Acto Legislativo 
01 de 2001― de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones para 
organizar la prestación de los servicios de educación y salud, entre otros.

Decreto 
3020 de 
2002
Capítulo ii
Artículo 11
Artículo 12

Por el cual se establecen los criterios y procedimientos para organizar las 
plantas de personal docente y administrativo del servicio educativo estatal 
que prestan las entidades territoriales y se dictan otras disposiciones. 
Parámetros
 Para fijar la planta de personal de los establecimientos educativos que 
atienden estudiantes con necesidades educativas especiales, o que cuen-
ten con innovaciones y modelos educativos aprobados por el Ministerio 
de Educación Nacional o con programas de etnoeducación, la entidad 
territorial atenderá los criterios y parámetros establecidos por el Ministerio 
de Educación Nacional. 
Orientadores y otros profesionales de apoyo. Los profesionales vinculados en 
propiedad a la planta de personal como docentes o administrativos y que de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 46 de la Ley 115 de 1994, realizan 
acciones pedagógicas y terapéuticas que permiten el proceso de integración 
académica y social, serán ubicados en las instituciones educativas que defina la 
entidad territorial para este propósito y no serán tenidos en cuenta para la apli-
cación de los parámetros establecidos en el artículo 11 del presente decreto. 

Resolución 
2565 de 
2003
Artículo 5 
Artículo 7
Artículo 8
Artículo 9

Por la cual se establecen parámetros y criterios para la prestación del servi-
cio educativo a la población con necesidades educativas especiales. 
Docentes y profesionales de apoyo, funciones 
Tamaños y composición de los grupos
Establecimientos de educación exclusiva
Formación de docentes
Esta resolución, aunque no lo dice explícitamente, creemos que queda 
derogada por la nueva Resolución 366 de 2012.

Ley 982 de 
2005
Capítulo i
Capítulo 11
Capítulo 12
Capítulo 12
Capítulo 13
Capítulo iii
Artículo 9
Capítulo iv
Artículo 11

Normas tendientes a la equiparación de oportunidades para las personas 
sordas y sordociegas. 
Generalidades
Integración escolar
Educación bilingüe para sordos
Integración con intérprete al aula regular
Ayudas auditivas para la Integración al aula regular
De la educación formal y no formal
Acceso y permanencia
De los sordociegos
Todos los derechos de los sordos se extenderán anteriormente menciona-
dos se extenderán a los sordociegos

Ley 1145 
de 2007

Por medio de la cual se organiza el Sistema Nacional de Discapacidad y 
se dictan otras disposiciones. Consejo Nacional de discapacidad. Comités 
territoriales de discapacidad. 
No se habla específicamente de educación.
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Legislación Pronunciamiento

Decreto 
366 
de 2009
Capítulo i 
Artículo 1
Artículo 3
Capítulo ii
Artículo 4
Artículo 5
Artículo 6
Artículo 7
Artículo 8
Artículo 9 
Artículo 10 
Artículo 15
Capítulo iv
Artículo 16

Por medio del cual se reglamenta la organización del servicio de apoyo pe-
dagógico para la atención de los estudiantes con discapacidad y con capaci-
dades o con talentos excepcionales, en el marco de la educación inclusiva.
Disposiciones generales
Ámbito de aplicación: el presente decreto se aplica a las entidades territo-
riales certificadas para la organización del servicio de apoyo pedagógico
Responsabilidades de las entidades territoriales certificadas. Evaluación 
psicopedagógica y caracterización interdisciplinaria. Incorporar las políticas 
de inclusión educativa en todas las instancias. Incorporar en los planes, 
programas y proyectos, las políticas, normatividad del men. Desarrollar pro-
gramas de formación docente. Prestar asistencia técnica y pedagógica a los 
establecimientos educativos. Definir y gestionar accesibilidad. Coordinar y 
concertar con otras entidades servicios y apoyos.
Organización de la prestación del servicio educativo
Atención a estudiantes con discapacidad cognitiva motora y autismo. 
Flexibilizar el currículo, el plan de estudios y la evaluación. formación de 
maestros sobre modelos y didácticas flexibles.
Atención a estudiantes sordos usuarios de lengua de señas colombiana 
(lsc). Maestros bilingües, modelos lingüísticos y culturales. Apoyos didácti-
cos. Intérprete.
Atención a estudiantes sordos usuarios de lengua castellana
Atención a estudiantes ciegos, con baja visión y sordo ciegos. Incorporar 
tiflología. Estrategias metodológicas diferenciadas, apoyo de un guía o intér-
prete a cada estudiante sordociego. Docentes formados en el uso de braille.
Atención a estudiantes con capacidades y talentos excepcionales.
Organización de la oferta de acuerdo con la condición de discapacidad o de 
capacidad o talento excepcional que requiera servicio educativo y asignará el 
personal de apoyo pedagógico. Una persona de apoyo por establecimiento 
educativo que reporte entre 10 y 50 estudiantes con discapacidad cognitiva, 
síndrome de Down, autismo, discapacidad motora o con talentos excepciona-
les. Un modelo lingüístico y cultural por establecimiento educativo que reporte. 
Matrícula de mínimo 10 y hasta veinticinco 25 estudiantes sordos. Un intér-
prete de lengua de señas colombiana en cada grado que reporte. Matrícula de 
mínimo 10 estudiantes sordos usuarios. Cuando la matrícula de estudiantes con 
discapacidad o con capacidades con talentos excepcionales por institución sea 
menor de 10, la entidad territorial certificada asignará por lo menos una perso-
na de apoyo pedagógico. Una persona de apoyo pedagógico por cada estudian-
te con sorda ceguera. Exclusivamente en el caso de población con discapacidad 
cognitiva ―síndrome Down y otras condiciones que generen discapacidad inte-
lectual, síndrome de Asperger y autismo―, el porcentaje máximo de estudiantes 
incluidos en los grupos no deberá ser superior al 10 % del total de estudiantes 
de cada grupo. Para el caso de los estudiantes con discapacidad sensorial o con 
discapacidad motora, el porcentaje de estudiantes incluidos en los grupos no 
deberá ser superior al 20 % del total de matriculados en cada grupo.
Responsabilidades y funciones generales del personal de apoyo pedagógico
Recursos: de los recursos del Sistema General de Participaciones que la 
Nación. Transfiere a las entidades territoriales certificadas, se asignará cada 
año un porcentaje de la tipología por población atendida para cofinanciar el 
costo del servicio de apoyo pedagógico a los estudiantes con discapacidad 
y con capacidades o con talentos excepcionales.
Otras disposiciones
Formación de Docentes. Permanente.
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Legislación Pronunciamiento

Ley 1295 
de 
2009
Artículo 10
Artículo 11

Por la cual se reglamenta la atención integral de los niños y las niñas de la 
primera infancia, de los sectores clasificados como 1, 2 y 3 del sisben.
De los discapacitados físicos o mentales. Los niños de la primera infancia 
con discapacidad que por sus condiciones físicas o mentales no puedan es-
tar en los centros tradicionales de formación. Deberán recibir una atención 
especial y especializada en lugares adaptados para tales fines.
De los niños con características especiales. Atención especial de acuerdo a 
sus desarrollos.

Ley 1346 
de 2009
Artículo 24

Esta Ley ratifica la Convención sobre los Derechos de las personas con disca-
pacidad, adoptada por la Asamblea General de la Naciones Unidas el 13 
de diciembre de 2006, cuyo propósito es promover, proteger y asegurar el 
goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos 
y libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad, y 
promover el respeto de su dignidad inherente. 
Educación
Reconocimiento del Derecho a la educación, desarrollo del potencial hu-
mano y de la personalidad. No pueden ser excluidas del sistema educativo, 
igualdad de condiciones, educación de calidad y gratuita, ajustes razonables 
a las necesidades, medidas de apoyo, habilidades para la vida, aprendizaje 
de Braile, lengua de señas, acceso general a la educación superior.

Ley estatu-
taria 1618 
de 2013
Título ii
Artículo 5
Artículo 8
Título IV
Artículo 11

Por medio de la cual se establecen las disposiciones para garantizar el ple-
no ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad.
Definiciones 
Barreras: actitudinales, comunicativas, físicas
Enfoque diferencial Es la inclusión en las políticas públicas de medidas 
efectivas para asegurar que se adelanten acciones ajustadas a las caracte-
rísticas particulares de las personas o grupos poblacionales, tendientes a 
garantizar el ejercicio efectivo de sus derechos acorde con necesidades de 
protección propias y específicas. 
Medidas para la garantía del ejercicio efectivo de los derechos de las perso-
nas con discapacidad.
Derecho a la Educación: el Ministerio de Educación Nacional definirá la política 
y reglamentará el esquema de atención educativa a la población con necesida-
des educativas especiales. El men deberá: crear la cultura del respeto a la diver-
sidad, educación de calidad que brinda oportunidades, definir el concepto de 
acceso y permanencia, garantizar la asignación de recursos, atención integral a 
la primera infancia, accesibilidad, garantizar la educación primaria, secundaria 
y superior; Las entidades territoriales deberán: movilidad social para que se 
reconozca a los niños y jóvenes como sujetos como sujetos de política, cultura 
inclusiva, ayudar a los establecimientos educativos a identificar barreras para 
la inclusión, identificar recursos, garantizar personal docente, emprender o 
promover la investigación, uso de nuevas tecnologías, fomentar la prevención, 
proveer los servicios de apoyo; los establecimientos educativos estatales y 
privados deberán: identificar los niños y jóvenes de su entorno susceptibles 
de atención integral para garantizar su acceso y permanencia, identificar 
barrera que impiden el acceso y la permanencia, ajustar los planes de mejora-
miento institucionales, realizar seguimiento a la permanencia educativa de los 
estudiantes, reportar al men al sistema nacional de información, implementar 
acciones de prevención, organización escolar en la que se contemple tiempos y 
espacios diferentes, se estimule la investigación el uso de tecnologías, propen-
der porque el personal docente sea suficiente e idóneo, adaptar los currículos. 
Disposiciones de la educación superior.
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Legislación Pronunciamiento

Conpes 
Social 181 
de 2015

Sistema general de participaciones distribución de los recursos para la 
atención integral de la primera infancia vigencia 2015.
Prevención de discapacidades teniendo una oportuna atención temprana, 
señalización, facilitar la circulación, mobiliario.
Sistema de participaciones 2015. Participación para la Educación
Criterio de distribución adicional a la población el cual tienen cuenta la 
matrícula de niños y jóvenes con talentos excepcionales con desempeños a 
la población promedio. No habla de población en situación de discapacidad.

Resolución 
07797 de 
2015

Por medio de la cual se establece el proceso de gestión de la cobertura 
educativa en las Entidades Territoriales Certificadas.
Aunque no habla específicamente de estudiantes en situación de discapaci-
dad, menciona a estudiantes en situación de vulnerabilidad en la asignación 
de cupos.

Decreto 
1075 de 
2015

Por medio del cual se expide el Decreto único Reglamentario del Sector 
Educación.
Se reagrupa en un solo decreto la legislación anterior. 

ANEXO 3. JURISPRUDENCIA SOBRE DERECHO 
A LA EDUCACIÓN DE POBLACIÓN CON 
DISCAPACIDAD3

Sentencias de la Corte Constitucional que involucran el derecho a la educa-
ción de población con discapacidad

Sentencia  

T-443 de 2004
Asumió que la prestación del servicio educativo de-
bía ser en un colegio regular o en uno especializado 
que atienda niños autistas.

T-974 de 2010

Se fijó que la Secretaría de Educación debía deter-
minar y garantizar el acceso a una institución educa-
tiva cuyo pei facilite de una mejor manera el derecho 
a la educación en aulas regulares.

T-495 de 2012

Se ordenó la designación de personal de apoyo 
pedagógico en una institución educativa. 
Se indicó que se debían realizar los ajustes y proce-
dimientos razonables para brindar la prestación de 
servicios educativos a la población en situación de 
discapacidad.

3	 Escrito por: Margarita Posada Escobar.
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Sentencia  

T-847 de 2013

Expresiones referidas a personas con discapaci-
dad-lenguaje puede tener implicaciones inconsti-
tucionales por ser entendido y utilizado con fines 
discriminatorios/expresiones referidas a personas 
con discapacidad-uso como parte del lenguaje 
técnico jurídico pretende definir situación legal y no 
hacer descalificación subjetiva de ciertos individuos.

C 458 de 2015

Pueda estudiar y aprender junto con los estudiantes 
que no tengan discapacidades en las proporciones 
y condiciones que determine el Decreto 1075 de 
2015 y le aseguren un servicio educativo que se 
acompase a su diagnóstico de síndrome de Asperger

 T-488/16 de 2016

A la Secretaría de Educación de Bogotá D.C. que, en 
el término de tres meses, contados a partir de la no-
tificación de la presente sentencia, implemente un 
plan de acción tendiente a que la educación inclusi-
va del Distrito Capital se materialice de conformidad 
con las consideraciones expuestas en esta senten-
cia. Especialmente, la Secretaría deberá atender la 
Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad, la Ley 361 de 1997 y el Decreto 1075 
de 2015. Esto con base en los criterios expuestos 
en la parte motiva de esta sentencia. En todo caso, 
la jurisprudencia constitucional se ha inclinado 
porque la prestación del servicio educativo atienda 
las condiciones médicas de cada estudiante.

ANEXO 4. LEGISLACIÓN DISTRITAL 
DE INCLUSIÓN EDUCATIVA PARA LOS 
ESTUDIANTES CON DISCAPACIDAD4

Legislación distrital de inclusión educativa para los estudiantes con discapacidad

Decreto 
470 de 
2007
Artículo 11 

Por el cual se adopta la Política Pública de Discapacidad para el Distrito 
Capital.
Derecho a la educación.
Materialización al acceso y permanencia. Prácticas pedagógicas pertinen-
tes a las Necesidades Educativas Especiales.
Promocionar la educación para toda la vida.
Proteger, garantizar y promocionar el disfrute efectivo del derecho, mejo-
ramiento de la calidad cobertura, gratuidad, servicios, tecnología.
Planes y programas para maestros: reconocimiento, incentivar garantizando 
personal especializado en todos los niveles de educación ―educadores 
y educadoras especiales, profesionales, equipos interdisciplinarios, guías 
intérpretes y modelos lingüísticos― y formación especializada.

4	 Escrito por: Margarita Posada Escobar.
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Decreto 
470 de 
2007
Artículo 11

Implementar una Cátedra de discapacidad para las y los profesionales de 
las diversas áreas.
Garantizar atención integral a las personas que por la severidad de su dis-
capacidad, no puedan acceder a la educación regular, mediante estrategias 
graduales.
Aulas de apoyo especializadas, Unidades de Atención Integral.
Adaptaciones curriculares.
Promover y desarrollar de formación de intérpretes.
Campañas de sensibilización - evitar discriminación.
Procesos de formación complementaria.

Decreto 
546 de 
2007
Artículo 16

Por el cual se reglamentan las Comisiones Intersectoriales del Distrito 
Capital.
Aunar y coordinar esfuerzos institucionales para la ejecución de las políticas 
poblacionales referentes a grupos étnicos, Mujer, Géneros y Diversidad Sexual, 
y etarios con énfasis en la Juventud y población en situación de discapacidad.

Resolución 
1740 de 
2009

Por la cual se establecen medidas para garantizar el acceso y la permanencia 
en el Sistema Educativo de los niños, niñas y adolescentes de Bogotá D. C. 
Aunque no habla de estudiantes con discapacidad, las legislaciones que 
hablan del tema recogen esta resolución.

Derecho de 
Petición 
Referencia: 
E – 2010 - 
175985

Se pide a la sed describa acciones concretas que se han realizado para 
implementar la Política Pública Distrital de Discapacidad contemplada en 
el Decreto 470 de 2007.
Cuáles son aulas de apoyo especializadas y las Unidades de atención inte-
gral, entre otros interrogantes.

Resolución 
1582 de 
2010
Artículo 5
Artículo 16
Artículo 26 
Artículo 29

Por la cual se establecen políticas, procedimientos y el cronograma para 
definir la oferta y atender la demanda de cupos escolares, en los niveles de 
preescolar, básica y media del Sistema Educativo Oficial de Bogotá Distrito 
Capital, para el año 2011 y se dictan otras disposiciones.
Oferta educativa por niveles y grados.
Educación para la población con necesidades educativas especiales. Para 
aulas integradas de estudiantes con deficiencia cognitiva ―síndrome de 
Down, autismo o retardo mental, diagnosticados―, cada estudiante equi-
valdrá a tres cupos. Para aulas especiales ―no integradas― de estudiantes 
con deficiencia cognitiva ―síndrome de Down, autismo o retardo mental, 
diagnosticados―: 15 estudiantes por grupo.
Condiciones para la asignación de cupo escolar. Tendrán prioridad los 
niños y jóvenes en condición de discapacidad y enfermedades crónicas con 
restricción para la participación y el aprendizaje.
Asignación de cupos para estudiantes nuevos no inscritos.
Para necesidades educativas especiales los padres de familia realizarán 
solicitud escrita a la dirección de cobertura de la sed, con soportes médicos 
recientes.

Directriz 
distrital 019 
de 2011

Cumplimiento de Política Pública de Discapacidad para el Distrito Capital y 
su Plan de Acción.
No habla específicamente de educación pero sí de acciones para el 
cumplimiento de derechos, y uno de ellos es la educación.
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Acuerdo 
505 de 
2012

Por medio del cual se modifica el Acuerdo 137 de 2004, «Por medio del 
cual se establece el Sistema Distrital de Atención Integral de Personas en 
condición de discapacidad en el Distrito Capital y se modifica el Acuerdo 
022 de 1999».
El Consejo distrital de discapacidad está compuesto por: entre otros, por 
el secretario de educación y su delegado. Comité técnico de discapacidad. 
De la Secretaría técnica distrital. Consejos locales de discapacidad. De la 
Secretaría técnica local. Disposiciones varias.

Resolución 
1426 de 
2012
Artículo 16
Capítulo iii
Artículo 25

Por la cual se establecen políticas, procedimientos y el cronograma para 
definir la oferta y atender la demanda de cupos escolares, en los niveles 
de preescolar, básica y media del Sistema Educativo Oficial de Bogotá 
Distrito Capital, para el año 2013 y se dictan otras disposiciones. Proceso 
de matrícula. 
Parámetros de la oferta educativa. La oferta educativa. Para aulas integra-
das de estudiantes con deficiencia cognitiva ―Síndrome de Down, Autismo 
o Retardo Mental diagnosticados―, cada estudiante equivaldrá a 3 cupos, 
en los colegios oficiales. Exclusivamente en el caso de la población con dis-
capacidad cognitiva ―síndrome de Down y otras condiciones que generen 
discapacidad intelectual, síndrome de Asperger y autismo―, el porcentaje 
máximo de estudiantes incluidos en los grupos no deberá ser superior al 
10 % del total de estudiantes matriculados de cada grupo. Para el caso de 
los estudiantes con discapacidad sensorial o con discapacidad motora, el 
porcentaje de estudiantes incluidos en los grupos no deberá ser superior al 
20 % del total de estudiantes matriculados de cada grupo.
Condiciones para la asignación de cupo escolar. Los niños, niñas, adoles-
centes, jóvenes y adultos en condición de discapacidad y enfermedades 
crónicas con restricción para la participación y el aprendizaje, que acredi-
ten su proceso y estado de salud a través de los registros médicos de eps, 
eps subsidiada o sisbén. De igual manera la discapacidad múltiple, severa, 
moderada no educable será direccionada a la Secretaría de Integración 
Social para el programa de Atención Integral Especializada de acuerdo con 
las directrices establecidas con la Secretaría de Educación. Así mismo a la 
Secretaría de Salud para su atención médica y terapéutica requerida.
Para la atención de estudiantes nuevos en condición de discapacidad se 
realizará evaluación de competencias curriculares, que permita establecer 
estrategias pedagógicas pertinentes para la condición particular, según 
lineamientos establecidos por la Dirección de Inclusión e integración de 
Poblaciones en acompañamiento de la Dirección de Cobertura. Tenien-
do en cuenta que las opciones seleccionadas por los padres de familia o 
acudientes, son las más convenientes para los hogares y estudiantes, la 
asignación de estos cupos, no requerirá asignación de otros recursos como 
rutas o subsidio de transporte. La asignación de cupos en colegios privados 
contratados se realizará una vez se finalice la asignación de las opciones 
seleccionadas por los padres o acudientes, se hayan tenido en cuenta las 
demás prioridades previstas en este artículo y se hayan aplicado las estra-
tegias ampliación de atención a la demanda mediante la reconversión de 
oferta disponible, la asignación de subsidios de transporte o rutas escolares 
y se hará preferiblemente a la población inscrita, teniendo en cuenta la de-
manda sin atender en cada localidad, upz y la oferta reportada por el Banco 
de Oferentes. El cumplimiento de lo anterior no constituye obligación 
alguna para la sed, de asignar los cupos ofrecidos por los colegios privados 
contratados o la determinada por la evaluación del Banco de Oferentes.
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Resolución 
2393 de 
2012
Artículo 3

Por medio de la cual se ajusta el procedimiento para el reconocimiento 
de incentivos a los y las docentes que prestan sus servicios en Colegios 
Distritales oficiales en aulas que atiendan exclusivamente niños y niñas en 
condición de discapacidad.
El colegio socializa con sus maestros los lineamientos de las aulas exclusi-
vas como una estrategia para promover la inclusión educativa.

Resolución 
1457 de 
2014

Por la cual se establece el proceso de matrícula 2014-2015 en los niveles de 
educación preescolar, básica y media del Sistema Educativo Oficial de Bogotá.
Modificación de la oferta educativa.
Atención de estudiantes con condición de discapacidad, teniendo en cuen-
ta las siguientes consideraciones:
En aulas integradas con estudiantes con deficiencia cognitiva ―Síndrome 
de Down, autismo o retardo mental diagnosticados―, cada estudiante 
equivaldrá a tres cupos.
En aulas integradas con estudiantes con discapacidad cognitiva, el por-
centaje por grupo de estos estudiantes no deberá ser superior al 10 % del 
total de estudiantes de cada grupo.
En aulas integradas con estudiantes con discapacidad sensorial o motora, 
el porcentaje por grupo de estos estudiantes no deberá ser superior al 
20 % del total de estudiantes de cada grupo.
Criterios de asignación de cupos.
Condición de discapacidad o talentos excepcionales.
Solicitud y asignación de cupo a población con necesidades educativas 
especiales.
Remitir certificado médico del especialista, Realizar la valoración pedagógi-
ca del estudiante, Remitir el resultado de la valoración pedagógica a la dle 
o a la Dirección de Cobertura para asignación de cupos.
Solicitud y asignación de cupo a población con necesidades educativas 
especiales: remitir certificado médico, valoración pedagógica, remitir el 
resultado de la valoración pedagógica al del.

Resolución 
1203 de 
2015
Artículo 16

Por la cual se establece el proceso de gestión de la cobertura 2015-2016 en los 
niveles de preescolar, básica y media del Sistema Educativo Oficial de Bogotá.
Consideraciones especiales a la oferta educativa.
En la modalidad de inclusión al aula regular de estudiantes con discapaci-
dad cognitiva y/o motora, síndrome de Down y autismo, cada estudiante 
equivaldrá a tres cupos.
En aulas integradas con estudiantes con discapacidad sensorial o motora, 
el porcentaje por grupo de estos estudiantes no será superior al 20 % del 
total de estudiantes.
En la modalidad de inclusión al aula regular de estudiantes con discapaci-
dad cognitiva, el porcentaje por grupo de estos estudiantes no será supe-
rior al 10 % del total de estudiantes matriculados en cada grupo. En aula 
diferencial exclusiva, el parámetro será máximo de 15 estudiantes.

Acuerdo 
586 de 
2015

Por medio del cual se modifica parcialmente el Acuerdo Distrital 505 de 
2012 para fortalecer las instancias del Sistema Distrital de Discapacidad y 
se dictan otras disposiciones.
Se adicionan elementos nuevos, entre otros: 
La Secretaría Distrital de la Mujer o su delegado(a) formarán parte del 
Consejo Distrital de Discapacidad
Proyectos y programas que tienen que realizar los alcaldes locales. Obser-
vatorio distrital de discapacidad.
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Directiva 
010 de 
2015

Directrices inclusión laboral para personas con discapacidad en Bogotá D. C. 
Aunque no tiene que ver con políticas educativas, menciona el fortalecimiento 
de la participación y comunicación de la población con discapacidad.

ANEXO 5. ESTADO DE LA CUESTIÓN. REVISIÓN 
SISTEMÁTICA DE LAS BASES DE DATOS Y 
REVISTAS ESPECIALIZADAS5

La revisión de la base de datos de publicaciones académicas más importante 
en educación (eric) muestra cómo el 81.8 % de las publicaciones sobre educa-
ción inclusiva, o inclusive education, se realizaron en los últimos 10 años, si 
bien la temática empieza a aparecer ya a finales de los 90, hace unos 20 años. 

En la base de datos, no aparece todavía una revista propiamente dicha 
que incluya el término inclusive education en su título. No obstante, existe la 
International Journal of Inclusive Education, con base en Australia, fundada 
en 1997 y que inició trimestral para luego pasar a ser mensual.

Un año después apareció la Electronic Journal of Inclusive Education 
(ejie), a cargo de la Wright State University, en Ohio EE.UU. En el contexto 
hispanohablante, hay que esperar 10 años para la publicación de la Revista de 
Educación Inclusiva, desde 2008 en España y la Revista latinoamericana de 
educación inclusiva, desde ese mismo año en Chile. 

La revista líder en publicaciones sobre educación inclusiva es la Interna-
tional Journal of Special Education. No obstante, ha venido cobrando presen-
cia la revista International Journal of Whole Schooling, con base en Canadá, 
que aproxima bastante la idea de la educación inclusiva. Además de revistas 
sobre educación, se han implicado en el tema algunas revistas de psicología y 
especialmente las de política educativa.

En eric se seleccionaron únicamente publicaciones académicas con re-
visión de pares, peer review, basadas en un trabajo empírico ―no solo 
ensayístico, filosófico o declarativo― y que se pudieran consultar en línea. 
Las publicaciones se refieren a países de todos los continentes, desde Asia 
hasta Latinoamérica, pasando por África, Australia o los países europeos.

La mayoría del total de las 715 publicaciones se centran en el estudio de 
las percepciones y actitudes de los docentes ante las políticas de inclusión, lo 
cual revela la importancia del docente en la implementación y el fracaso de 
la política cuando no hay una real actitud positiva de éstos hacia ella. Siguen 
los trabajos sobre las necesidades y estrategias de formación de docentes para 
la inclusión, especialmente en contextos de formación inicial, o pre-service, 

5	 Escrito por: Carlos Miñana Blasco.



Educación inclusiva: estado de la cuestión y balance analítico

188

y, en menor grado, en servicio. Esta segunda temática refuerza la anterior: no 
basta el cambio de actitud en el profesorado, sino que es necesaria una fuerte 
y pertinente capacitación en inclusión educativa. Los estudios insisten en que 
es prácticamente imposible la implementación sin el compromiso entusiasta 
y sincero de los maestros y maestras, sin una buena y pertinente formación en 
ese sentido, y sin proporcionar las condiciones locativas, de material educati-
vo, de personal de apoyo especializado para la labor. 

En mucha menor proporción, los artículos abordan el papel de los direc-
tivos y el papel de las familias y los padres. La perspectiva de los mismos 
niños y niñas es minoritaria en la producción académica: solo se encuentran 
algunos estudios sobre la importancia de los pares y el trabajo colaborativo, y 
la experiencia de las personas con discapacidad en sus procesos de educación 
inclusiva, pero en la educación postsecundaria. 

Siguen en importancia los estudios por países o comparativos entre dos o 
más países en la implementación de la política. 

Finalmente, hay trabajos que analizan experiencias y estrategias concretas 
de inclusión en aula por áreas ―matemáticas, bilingüismo, etc.― o el papel de 
las nuevas tecnologías en el apoyo a los docentes. Llama la atención también la 
presencia de algunas investigaciones sobre la inclusión en el sistema terciario.

Las bases de datos en español y portugués ―Latindex y Scielo― muestran 
la hegemonía de la producción brasileña, el 33 %, española, el 18 %, mexicana 
y argentina, el 11 %. La producción de Colombia apenas representa un 1.3 %. 
Aquí se repite la misma temática de la percepción y la formación de los maes-
tros como eje central de los trabajos en el contexto iberoamericano, aunque 
muchos artículos tienen una débil base empírica, comparados con los estudios 
internacionales publicados en inglés. Desde 2007, empieza a notarse la transi-
ción entre educación especial y educación inclusiva, con algunos títulos inclu-
so que utilizan los dos términos, o con artículos que explícitamente se refieren 
a la transición o el cambio entre educación especial y educación inclusiva.

En Scielo, la temática de educación inclusiva aparece en 2005 y va en 
incremento año a año. De 2005 a 2011, se publicaron 50 artículos y, entre 
2012 y 2014, aumentan las publicaciones a un promedio de 15 por año y en 
2015 suben a 24 artículos sobre educación inclusiva ―107 artículos en total, 
más del 50 % en los últimos 3 años―.

Tanto las publicaciones internacionales como las latinoamericanas se 
siguen moviendo en su mayoría todavía dentro del paradigma de aulas 
inclusivas y centradas en la labor de maestras y maestros. No obstante, 
hay una producción ―todavía minoritaria― que se mueve en el enfoque 
de escuelas inclusivas en la que las directivas ocupan un lugar importante, 
y empiezan a aparecer ya varios estudios, incluso comparativos, desde el 
nuevo enfoque de sistema educativo inclusivo.
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ANEXO 6. DECRETO 1421 DE 20176 
Unos meses después de haber terminado este libro, el Ministerio de Educa-
ción Nacional expidió el Decreto 1421 de 2017 «por el cual se reglamenta en 
el marco de la educación inclusiva la atención educativa a la población con 
discapacidad en todo el territorio Nacional». Este se centra en la población 
con discapacidad «en el marco de la educación inclusiva», porque entiende 
que, a pesar de los más de 20 años de ser promulgada la educación para todos 
con la Ley 115 de 1994, no se daba cumplimiento cabal a este mandato y la 
población con discapacidad no recibía atención de calidad. Supone un avance 
importante en cuanto asigna algunos recursos para la atención a esta pobla-
ción, proporciona orientaciones para las maestras o maestros de aula y precisa 
unas rutas específicas de atención. 

Sin embargo, al no existir una ley o un decreto de educación inclusiva, la afir-
mación de «en el marco de una educación inclusiva» queda en el vacío y genera 
algunas confusiones. Al final, al no haber dicho marco, el decreto termina asu-
miendo que es necesario generar recomendaciones para grupos particulares, pero 
desde un enfoque basado en el déficit y en la eficiencia de atención educativa, tal 
como ha sido promovido desde el Banco Mundial, según señalan Dudley-Marling 
y Burns (2014). Para estos autores, los Individualized Education Plans —piar en 
el decreto, la principal estrategia adoptada por el Banco Mundial— pueden ser un 
avance de carácter técnico para mejorar la eficiencia y la eficacia del modelo, pero 
no logran transformar el sistema como es lo planteado por perspectivas socio-
constructivistas de la discapacidad y del enfoque de la educación inclusiva, que 
insisten en la transformación del sistema educativo y de las escuelas hacia una 
sociedad más inclusiva. Esto pasa por una mayor movilización de toda la socie-
dad, hacia unas apuestas donde todos podamos estar juntos, participar y alcanzar 
logros hacia un proyecto de vida valioso. 

Tenemos que seguir avanzando porque, aún con el necesario decreto, no 
se alcanzan a lograr ni siquiera las aulas inclusivas (1992), mucho menos 
escuelas inclusivas (1999), y aún menos los sistemas educativos inclusivos 
(2011), pues la vida del aula en su conjunto, en el decreto, no se transforma 
todavía; únicamente, se realizan unas adaptaciones individuales en la aten-
ción a cada niño con discapacidad, por medio de lo cual se espera que se 
afecte el currículo y el entorno, aunque pueden ser aún insuficientes para 
eliminar todas las barreras que se enfrentan en el sistema educativo. 

Por otra parte, el decreto intenta tocar la institución educativa y el sistema, 
pero no lograr generar unas mejores condiciones para el actor central, como 
es el docente de aula. Tal vez, y sin buscarlo, el Decreto termina poniendo la 
responsabilidad de la atención escolar de los niños y niñas con discapacidad en 

6	 Escrito por: Carlos Miñana Blasco y Marisol Moreno Angarita
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los docentes de aula y en las familias, pero con muy escasos apoyos institucio-
nales y del sistema. Este marco normativo supone, de todas formas, un avance, 
define las estrategias de atención y puede abrir una ventana de oportunidades 
para que éstos puedan avanzar realmente hacia una educación más inclusiva 
que tenga en cuenta no solo los piar, sino los diferentes aspectos y niveles que 
se han señalado en este estado de la cuestión.
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